


DEBATE

• DOCUMENTOS

lA PRIVATIZACiÓN DE lAS
PENSIONES EN ESPAÑA
J. A. Herce

lA GLOBAlIZAClÓN , EL
ESTADO DE BIENESTAR
y lA pOLíTICA FISCAL
Anlanía Chazas Bermúdez
leapalda Ganzala y Ganzólez
Adalfa lranzaGanzólez

• INTERNACIONAL

REFORMAS DE lA SEGURIDAD
SOCIAL EN EUROPA lA
CONTRIBUCIÓN DElAS
EXPERIENCIAS DE AMÉRICA
lATINA
António Correia de Campos

LOS INMIGRANTES
IBEROAMERICANOS Y SU
SEGURIDAD SOCIALEN
ESPAÑA
Bernarda Ganzala Ganzález

• AGENDA

• INSTITUCIONAL

• RESÚMENES

• ACTUALIDAD LEGISlATIVA
y JURISPRUDENCIAL

ANALl515JUNIO 2001

Edita:
Asociación Profesional
del Cuerpo Superior de

Técn icos de la Adm inistración
de la Seguridad Social

Apartado de Correos n.? 4.048
28080 MADRID

Director:
Bernardo Gonzalo González

Director adjunto:
Mario Gómez-Aller Iglesias

Jefes de Sección

Juan José Sanjuán Martín

Carlos Manuel Abad Ruiz

Emilio Mira lles Crespo

José-Eduardo Pérez Madrid

Admin istración:
Carlos Garau Lefler

Colabo ran:
Concepción Hernández Garazo
y Rosario Cabezuelo Jiménez

CONSEJO EDITORIAL
Bernardo Gonzalo González

(PresidenteJ,
Lu is Enriqu e de la Villa Gil ,

Aurel io Desdentado Bonete,
José Vida Soria,

Juan Pablo Nieto Mengotti,
Emilio Miralles Crespo,

Juan José Sanjuán Marin,
Fernand o de Benito Angu ita,
José Eduardo Pérez Madrid

Imprime:
Artegraf, S. A.

Depósito Legal:
M. 12.287 - 2000

- .-.

Estapublicaciónnose hace
necesariamentesolidariacon las

opiniones expresadas en las
colaboracionesfirmadas.

Prohibidoreproducirlos contenidos de
estarevista anoserque se citenlas

fuenteso sepida permiso expreso delos
responsablesdelapublicación.

l!J~OO~ DE S EGU RIDA D SOCI AL



n fechas muy recientes se ha
dado a conocer el texto del
llam ado "Acuerdo de Pen­
siones" (ti tulado ofic ial­
mente como "Acuerdo para
la mejora y desarrollo de la
Protección Social") , concer­
tad o por el Gobierno los

Agentes Socia les, excepc ión hecha de la
Unión General de Trabajadores. Con los ori­
ginales de este número de "Foro" ya en im­
prenta, sólo ha sido posible incorporar el Do­
cumento completo en la Sección de Informes,
reserv ando para el número próximo la valora­
ción crítica de su profuso contenido. Las ca­
racterísticas y circun stancias del "Acuerdo"
desaconsejaban improvisar opiniones sobre
él: se antic ipa a las recomendaciones parla­
mentarias -en curso de negociación- para re­
novar el "Pacto de Toledo", dificul tando así
probablemente , qu e se produzca aho ra la
unanimidad que lució en la aprobación del
"Pacto"; ha provocado el enfrentamiento en­
tre los Sindicato s; y, en fin , ha recuperado
--contrariamente a lo sucedido con su prece­
de nte, el " Acuerdo sobre Consolidac ión y
Racion alización del Sis tema de Segur idad
Social", de 9 de octubre de 1996-la adhes ión
de las Organizac iones empresariales. El pró­
ximo número 5 de "Foro" abordará el análisis
completo del Documento, recabando la cola­
boración de los expertos y, por supuesto, de
las Autoridades gubernativas y los represen­

tantes sociales .

En esta línea de anális is de la situac ión ac­
tual de la Seguridad Social en España se en-

marc an los trabajos publicad os en la Sec­
ción de Debate que hacen referencia a dos

cues tio nes básicas para el futuro de la pro­
tección social: el sistema de fin anciación y

el impac to del entorno económico naci onal
e internacional. Así pues , y con el ánimo de

qu e "Foro" se co nstituya en auténtica tri­
buna de confro ntac ión dialéctica, se exami­

nan por una parte las perspectivas que exis­
ten en nuestro país para que en un futuro se

produzca la privatización total o parcial de

las pen siones y por otra los riesgos deriva­
dos de un mundo cada vez más interdepen­
diente para la supervivencia de los actuales

sistemas de protección soc ial.

En este contexto, se analiza en el presente nú­
mero la situación de la Seguridad Social ibe­

roa mericana en relación con la europea as í

como la estrecha relación que existe entre la
polít ica inmigratoria y las refo rmas de la Se­
guridad Soc ial europea y en particular la es­

pañola, las cuales pueden conducir a estable­
cer cauces ordenados en el flujo inmigratorio
como a todo lo contrario. Y es aquí donde se
echa en falta a organizaciones de ámbito in­

tern acional de Seguridad Soc ial en el mundo
iberoamericano con capacidad real de enlace
y coo rdinac ión entre los Estados para impul­
sar, entre otras muchas medidas, un código o

carta iberoamericano de derechos de Seg uri­
dad Soc ial. En este sentido, las organizacio­

nes existentes distan mucho de res ponder a
este perfil , siendo todas de naturaleza ano­

dina sin mayor peso políti co, administrativo,
intelectu al y profesional.

3

I1l~OO~ DE SEGURID AD SOCI AL



4-

REFORMAS DE LA
SEGURIDAD SOCIAL

EN EUROPA
,

LA CONTRIBUCION DE LAS
,

EXPERIENCIAS DE AMERICA LATINA *

António CORREIA DE CAMPOS
Master of Public Health (MPH), School of Hvgien and Public Health, The

Johns Hopkins Universitv, Baltimore, USA 1978. Licenciado en Derecho,
Universidad de Coitnbrs, 1966. Presidente del Instituto Nacional de Admi­
nistrscso (Oeiras) de Portugal. Profesor de Economía de la Salud en la Es-

cuela Nacional de Salud Pública de la Universidad Nova de Lisboa.

1. Los sistemas europeos de
protección social: diversidad
y obsolescencia. El esfuerzo
reformista

Mode los de sistemas . Los sistemas europeos son
de dos tipos diferentes: (il basados en la tradición be­
veridgeana de asistencia, universales, cubriendo to­
das las eventual idades ("from the cradle to the
grave") y confiriendo una protección de base bajo la
forma de una renta minima; y (ii) basados en el seguro
social, bismarckiano, dirigido a los trabajadores para

asegurarles la garantia. por lo menos parcial, de sus
rentas profesionales anteriores, en las mismas even­
tualidades.

Pese a no existir una armonización, debido a las
grandes dife rencias que persisten entre los Estados­
miembros, se aprecia una convergencia de hecho en
las politicas dirigidas a resolver problemas similares.
Se destaca el esfuerzo de coordinación de legislacio­
nes para asegurar la protecc ión social de los trabaja­
dores migrantes. Entre los "acquis" no formalizados
se incluye la reluctancia de cualqu ier Estado para
efectuar reformas profundas, del t ipo de las realizadas

Antonio Correia fue entre agosto de 1979 venero de 1980 Secretario de Estado de la Salud en Portugal. Fue Presidente
de la Comiss éo do Lívro Branco da Seguran9a Social (1996-199 7). Especialista Senior del Banco Mundial en Administración
de Salud, entre 1992 y 1995. Fue "Task Manager " de los dos primeros proyectos de salud del Banco Mundial en paises de
la ex Unión Soviética: Estonia Health (1995) y Georgia Health (1996). Durante ese periodo en el Banco Mundial participó en
misiones de evaluación del sistema de salud en varios países de la ex Unión Soviética. Consultor del Banco Mundial y de
la OMS. Autor de cuatro libros y de diversas otras publicaciones.

( *) Documento presentado en el IV Congreso Internacional del CLAD sobre la Reforma del Estado y de la Administración
Pública, celebrado en México D.F., México, del 19 al 22 de octubre de 1999. Traducido del portugués por Ana Sánchez.
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en países menos industrializados y de población más
joven, en particular en las Américas del Sur y Central,
y el mantenimiento de las pens iones públicas finan­
ciadas básicamente por el principio de solidaridad en­
tre generaciones; ningún Estado manifiesta intencio­
nes de terminar con su sistema público, pero todos
consideran ineludible reformarlo.

En el caso especifico de las pensiones, el control de
las obligaciones para hacer frente a la presión demo­
gráfica, a la saturación de los sistemas y a los cambios
en el mercado de trabajo, están dando origen a la
puesta en práctica de polít icas simila res en muchos
de los Estados-miembros: el aumento gradual de la
edad de retiro, el aumento de los periodos de garantía
y de cálculo para la fijación del monto de la pensión, el
cambio de la inadexación de las pensiones del salario
medio de los activos para el costo de vida, y los in­
centivos a la complementariedad por la creación de

MÁS ALLÁ DE LAS
DIFERENCIAS
ECONÓMICAS, CULTURALES
EINSTITUCIONALES, LOS
PROBLEMAS SON
COMUNES y TIENEN UNA
MATRIZ ECONÓMICA: EN
ELLA LA SUSTENTABILlDAD
FINANCIERA COBRÓ
RELEVANCIA, y EN LAS
INGENIERíAS ENSAYADAS,
MANTENIÉNDOSE LAS
PREOCUPACIONES POR LA
EQUIDAD, PREDOMINAN
LOS PROBLEMAS DE
EFICIENCIA ECONÓMICA

Los problemas de fondo. Más allá de las diferen­
cias económicas, culturales e institucionales, los pro­
blemas son comunes y t ienen una matriz económica:
en ella la sustentabili -
dad financiera cobró
relevancia, y en las
ingenierias ensaya­
das, manteniéndose
las preocupaciones
por la equidad, predo­
minan los problemas
de eficiencia eco ­
nómica. La parte de
los recursos de la
economia dedicada a
la protección social
no cesa de crecer,
se ensayan nuevas
fuentes de financia­
miento en varios paí­
ses, que van desde el
aumento de impues­
tos directos sobre la
renta hasta el esta­
blecimiento de "con­
tribuciones sociales
general izadas" y
hasta la reducción de
los beneficios o el in-
cremento del pago
compartido, siendo actualmente comunes a todos los
paises las preocupaciones con respecto al control yal
aumento de la eficiencia en la utilización de los recur­
sos.

fondos de pensiones públicos o privados, obligatorios
o facul tativos, reservando el primer pilar para un grado
universal de cobertura. Con estas medidas se procura
forta lecer la relación entre contribución y beneficio,
aliviar las obligaciones futuras del sistema público y
reducir las desigualdades generadas por la creciente
manipulación por parte de aquellos que mejor cono­
cen los mecanismos y las ventajas de la rigidez de los
sistemas únicos.

Se trata de una primera generación de reformas que
sólo perfecciona el sistema, sin modificarlo estructu­
ralmente, y sin que de ellas resulten soluciones defi­
nitivas. Una segunda generación de reformas es más
ambiciosa: apunta a dividir el primer pilar, público y
distributivo, en dos partes, una pública de reparto y
otra público-privada de capitalización .

2. La primera generación
de reformas

Sentido de las reformas. A fin de poder alcanzar
los objetivos comunes de mantener una sólida red de
protección social, garantizar la sustentabilidad finan­
ciera de los sistemas, hacerlos soportables por quie- 5
nes los van a financiar en el futuro, y no crear obsta- _
culos al crecim iento económico y a la creación de
empleo, muchos paises europeos se han alineado en
torno a un conjunto consensual de propuestas de re-
forma (1). Estas propuestas se organizan en cuatro
ejes:

al la adopción creciente de medidas activas de em­
pleo, al tiempo que se abandonan progresivamente
las medidas pasivas, de mera sustitución de rentas;

bl el camb io de act itud en relación con el trabajo en
la etapa f inal de la vida act iva, susti tuyendo su desva­
lorización y la tolerancia a medidas sustitutivas de re­
muneración del trabajo, por la valorización de los años
finales de la vida activa, con miras a su prolongación;

el la respuesta al desafio demográfico generado por
el aumento del número de pensionados, la estabiliza­
ción del número de act ivos y el incremento de las obli­
gaciones financ ieras correspondientes;

dI la reforma estructural, con miras a garantizar la
sustentabilidad de l modelo social europeo, co rri­
giendo algunas de sus actuales insuficiencias y per­
versiones.

Medidas activas de empleo. Casi todos los países
de la Unión están abocados a la realización de esfuer-

(1 ) La Protection Sociale en Europe, 1997, Commission Européenne , Direction Généra/e de i 'Ernploi,
des Re/ations /ndustriel/es et des Affaires Socia/es, Luxembourg, 1998, pp. 39-59.
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zas para reemplazar las actuales medidas pasivas de
sustitución de la remuneración de los desempleados
a través de subsidios, por medidas activas que condi­
cionen el apoyo en régimen de reemplazo a la bús­
queda activa de empleo y la realización de acciones de
fo rmación profesional que aumenten la empleabili­
dad. En varios países las condiciones para la asigna­
ción de l subsidio por desempleo son actualmente
más exigentes, como es el caso de los Países Bajos,
Suecia, España, Austria, Finlandia, Dinamarca y Ale­
mania. El Reino Unido e Irlanda acortaron la duración
del tiempo de asignación del subsid io; otros países
condicionaron su asignación al análisis de los recursos
familiares.

En el ámbito de las medidas activas, a veces combi­
nadas con la select ividad de las prestaciones famil ia­
res, se comprue ba la incentivación para la aceptación
de empleo a tiempo parcial, el propósito de dedicar
mayor atención a la formación profesion al para los jó­
venes (pasantías) y al reciclaje para desempleados de
mediana edad, el tratamiento personalizado de las si­
tuaciones de desempleo, la reducción de las contribu ­
ciones para las empresas que admitan desempleados
y la oferta de incentivos financieros para la creación

6 de nuevas empresas que recluten jóvenes que bus---¡;, can emp leo por primera vez. Sin embargo, el paso de
las med idas pasivas a las medídas activas no ha sído
fácil, y sobre to do no siempre han sido adecuada­
mente evaluados los costos y las ventajas de cada
una de las políticas activas, las cuales normalmente
implican una elevada erogación financiera.

Valorización de la etapa final de la vida activa,
Los sistemas tradic ionales de seguridad social tien­
den a tolerar el acortamiento de la vida activa desvalo­
rizando el componente trabajo a través de una permí­
sividad en la administración de bajas por enfermedad,
a las que sigue el ret iro por incapacidad. En muchos
países, en los años setenta, se llegaron a establecer
incentivos para el ret iro anticipado, con la ilusión de
que un mayor número de retirados abriría el camino a
un mayor empleo. No se cuenta con ningún registro
de que esas medidas hayan tenido dichos efectos.
Por otra parte, la reconversión de los sectores indus­
triales en recesión ha sido lograda en muchos casos a
costa de bonif icaciones de años de servicios y retiros
anticipados, soportados financieramente por la Segu­
ridad Social. Estas medidas fueron objeto de una re­
versión tota l en numerosos países a lo largo de la pri­
mera mitad de los años noventa, debido a los costos
que comportaban y a los mediocres resultados obte­
nidos en materia de empleo. Las jubilaciones por in­
validez se tornaron bastante más rigurosas, las antici-

(2) La Protection Sociale en Europe , 1997, ibidem.

paciones a la edad de retiro estatutario son cada vez
más penalizadas e inclusive se establecieron compen­
saciones financieras para la prolongación de la activi­
dad más allá de la edad de retiro. Una de ellas es el re­
parto del retiro y del salario en partes iguales para los
retirados que acepten continuar en servicio .

Respuesta a los desafíos demográficos, El incre­
mento del número de jubilados, determinado por el
aumento de la expectativa de vida y, en muchos pai­
ses, por la permisividad en las reglas para lograr una
jubilación estatutariamente anticipada o jubilación por
enfermedad, se tradujo en un aumento considerable
de las obligaciones f inancieras. Las soluciones que to­
dos los países han venido adoptando en esta materia,
aun cuando hayan sido paliativas y de mero control,
han tenido importantes implicaciones financieras.

La prolongación de la edad para pasar a retiro fue
siendo adoptada en muchos países, sobre todo por la
igualación de edades de retiro de mujeres y de hom­
bres. Alemania elevó la edad de jubilación de 63 a 65
años para los hombres hasta el año 2000 y para las
mujeres hasta el año 2004. Grecia, de 60 a 65 años
para las mujeres que ingresaron en la Seguridad So­
cial después de 1993. En Portugal, de 62 a 65 años
para las mujeres, cambio completado en 1999. En el
Reino Unido, de 60 a 65 años a partír del 2010. En Bél­
gica, de 60 a 65 años a partir de 1997 y en Austr ia so­
lamente a partir del año 2019 hasta el 2033. La am­
pliación de la base del cálculo para el retiro fue otra
medida generalízada en Francia (de los 10 mejores a
los 25 mejores años de salarial. En Portugal, de los
cinco mejores entre los 10 últimos años a los 10 me­
jores entre los últimos 15 años de salario; en Austria y
Finlandia, de los cuatro últimos años de salario. La
modificación de las fórmulas de actualización anual de
las pensiones ha sido también una práctica corriente,
sobre todo cambiando la inadexación respecto de los
salarios medios de los activos, para el costo de vida.
Este fue el caso de Francia, de Finlandia, de España y
de Alemania. En este último país, la inadexación inci­
dió sobre los salarios netos y no brutos (2).

Cambio estructural , Ningún país europeo se pro­
puso, al menos en la primera mitad de la década de
los noventa, cambiar radicalmente el sistema de re­
parto por un sistema de capitalización. No obstante,
varios países pasaron a otorgar más importancia a la
creación de una segunda pensión, ya sea basada en
sistemas proporcionales, ya sea en la capita lización
privada. Italia y Suecía se encuentran abocadas a la
realización de un esfuerzo para pasar una parte de las
cont ribuciones a un fondo de capitalización (2% de los
salarios en Suecía, lo que representa un poco más del
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NINGÚN PAís EUROPEO SE
PROPUSO, AL MENOS EN
LA PRIMERA MITAD DE LA
DÉCADA DE LOS NOVENTA,
CAMBIAR RADICALMENTE
EL SISTEMA DE REPARTO
POR UN SISTEMA DE
CAPITALIZACiÓN. NO
OBSTANTE, VARIOS PAíSES
PASARON A OTORGAR
MÁS IMPORTANCIA A LA
CREACIÓN DE UNA
SEGUNDA PENSiÓN, YA
SEA BASADA EN SISTEMAS
PROPORCIONALES, YA SEA
EN LA CAPITALIZACiÓN
PRIVADA.

10% del monto po­
tencia l de la pen­
sión). Aunque sin
abandonar el sistema
de reparto. estos dos
países pretenden re­
forzar la capacidad
de contribución a tra­
vés de la mod ifica ­
ción de la fórmula
de generación de las
pensiones. pasando
de una fórmula admi­
nistrativa a una de
capitalización virtual.
en la que el valor de
la pens ión es f ijado
medíante cálculo ac­
tuarial de las contri­
buciones efectiva­
mente realizadas. De
esta forma se espera
reducir los incentivos
para la comisión de
fraudes en las contri­
buc iones . el retiro
fraudulento y la jubi-
lación anticipada. El estímu lo al tercer pilar. de capita­
lización privada. fue implementado en Grecia. España
y Portugal con generosas exenciones fiscales. El de­
sarrollo de este pilar ha hecho que se agudizasen las
preocupaciones relacionadas con el perfecc iona­
miento de su regulación. sobre todo en lo que se re­
fiere a los fondos de pensiones de empresas, para
prevenir la contaminación de los activos por iniciativas
de inversión de riesgo indeterminado. En algunos paí­
ses donde persistían regímenes especiales altamente
privilegiados. como en Italia para magistrados y profe­
sores. se llevó a cabo un esfuerzo de unif icación de
regímenes. En cuanto a las tasas de sust itución, en al­
gunos países está siendo considerada su reducción.
como es el caso de Alemania, donde una propuesta
del último Gobierno de Kohl preveía la reducción de la
tasa de sustitución de 70% a 64% hasta el año 2030.
Al mismo tiempo. se diversifícó el f inanciamiento a
través del aumento de un punto porcentual en eIIVA,
de 15% a 16%, consignado a la Segurídad Social. he­
cho semejante al ocurrido en Portugal. El aumento de
la relación de contributividad también se reforzó en
Austria (3).

Lucha contra la pobreza. Todos los sistemas euro­
peos están confrontando un prob lema que no es
nuevo en su naturaleza, pero sí lo es en su dimens ión
yen las dificultades para darle solución: la pobreza. Tal
como afirma Alain Touraine, "nuestra sociedad pre­
senta un clivaje más profundo que eí que pueda ima­
ginarse, cuando la mitad de aquellos que podrían tra­
bajar no t ienen un empleo normalmente remunerado
y protegido (...); es entre los menos protegidos - tra­
bajadores independientes, pequeños empresarios,
agricultores- donde se hace sentir más la amenaza de
exclusión y donde es más fuerte el intento de encon-
trar chivos expiatorios (casi siempre los inmigrantes)" .
La lucha contra la pobreza ha movilizado a todos los
Gobiernos. Se ha procurado dar un tratamiento dife­
rente a las situaciones de antigua pobreza y de nueva
pobreza; asi como de pobreza permanente, que pasa
de generación en generación y lleva a la exclusión so-
cial, y de pobre za temporal. reversible en el corto
plazo. Touraine recomienda que "la lucha contra la ex­
clusión no sea conservadora, tal como la idea de la in­
tegración no es tradicionalista, en la medida en que la
referencia a un orden social estable y capaz de repro­
ducirse no es más que una ilusión ideológíca" (4). Las
soluciones pasan casi siempre por medidas de apoyo
financiero y social, personalizadas por medio de tests 7
de condición de recursos, aplicados al nivel del aqre- - - ­
gado fam iliar y a través de asociaciones locales con
inst ituciones públicas y de solidaridad social. Un buen
ejemplo de una versión moderna de lucha contra la
pobreza es el programa que presupone asociaciones
locales. análisis personalizado de situaciones, con-
trato de obligaciones bilaterales de reinserción y que
tiene un fuerte componente de selectividad.

Diferentes sentidos de urgencia. Los países de la
Unión revelan actualmente claras intenciones de re­
formar el sistema de pensiones públicas. pero ya sea
en el ritmo, ya sea en lo que se refiere a la naturaleza
de las reformas, estas intenciones fueron muy varia­
bles en la década de 1990. Dentro de la propia Comi­
sión se hicie ron oír con fuerza las voces que reco­
mendaban reformas importantes de los sistermas
nacionales, con el objetivo explícitamente declarado
de "hacer sustentable el modelo socia l europeo",
como fue el caso del Director General de la DG-V,
Allan Larson, recomendando claramente que el mo­
delo de capitalización pasara a tener más énfasis que
el del modelo PAYG (5). Algunos países nórdicos.
como Suecia y Finlandia. o países continentales como
Holanda. iniciaron estas reformas más temprano que

(3) La Prote ction Social e en Europe, 7997, ibidem.

(4) Touraine, A., Carta a los socialistas, Terramar, Lisboa, 1996.

(5) Larsson, A., "The Europ ean Social M odel . Can we afford it ? Neth erlands Institu te for Inte rnational
Relations Clingendae l, Seminario p reparado por el Min isterio de Salud, Bienestar y Deportes, 7995.
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ot ros, como resultado de la grave crisis económica
que a todos afectó a comienzos de la década, con
poster ioridad a la caída del muro de Berlín. Irlanda y el
Reino Unido, donde 2/3 de los pensionados t ienen un
régimen de segunda pensión profes ional o privada, le
atribuyen, desde hace mucho t iempo, un espacio con­
siderable al mercado competitivo de fondos de pen­
siones. Alemania y Francia poco han hecho en esta
materia, sobre todo el primero de estos países. En to­
dos los demás las reformas realizadas se han limitado
a la clarificación conceptual del f inanciamimento, se­
parando lo que debe ser financiado por el Estado de lo
que le corresponde a la Seguridad Social, unifor­
mando regímentes, prolongando la edad de retiro y
administrando el sistema con mayor rigor. La relativa
"bonanza" económica de la que se ha beneficiado Eu­
ropa desde 1994 ha sido un factor de distracción de la
preeminencia de las reformas. Es probable que
cuando la actual fase expansionista del ciclo deje paso
a un cambio de ritmo. a la detención o a la recesíón de
la economía, las preocupaciones sobre las reformas
estructurales volverán a hacerse sentir.

3. El sistema del pilar único y las
8 manipulaciones a las que está

- sometido

El sistema de pilar único. Los sistemas de seguri­
dad social de los paises del sur de Europa (Italia, Es­
paña, Grecia y Portugal), al igual que algunos Estados
de Europa Central (Francia, Alemania y Bélgica), se han
conformado en torno a un pilar único, compuesto por
una pensión pública universal financiada por contribu­
ciones patronales y salariales en régimen de benefi ­
cio definido; vale decir que cada año de contr ibución
cuenta como un porcentaje determinado para la confi­
guración de la pensión (2% en Portugal), la cual por lo
general es definida corno un porcentaje del último sala­
rio (80% en Portugal) y calculada a partir de la media de
los mejores años de carrera contributiva (en Portugal,
los diez mejores de los últimos 15 años). Este sistema
es universalmente conocido como de reparto contem­
poráneo o de beneficio definido. Se paga en la media
en que se recibe ("payas you qo"), toda vez que cada
año se reparten los haberes recaudados a partir de las
contribuciones patronales y salariales; por el contrario,
se llama sistema de capitalización o de contribución de­
finida aquel en el cual las contribuciones individuales y

el aporte patronal se acumulan a lo largo de la vida del
trabajador activo para que, una vez llegada la edad de
retiro, se le pague el capítal acumulado con respect ivo
interés o la correspondiente renta vitalicia.

En países donde la Seguridad Social alcanzó su sa­
turación, es decir, donde los pensionados llegan a la
edad jubilatoria con carreras contributivas completas y
donde el envejecimiento del vértice de la pirámide,
fruto de una mayor longevidad, se ve agravado por
una drástica reducción de la natalidad, el Estado ha te­
nido que contribuir, de manera progresiva, para suplir
los déficits crecientes observados en el régimen ge­
neral de los trabajadores por cuenta de otros . Los paí­
ses del sur de Europa se encuentran en estas condi­
ciones o muy cercanos a ellas; tienen una tasa bruta
de fecundidad de 1,4 (Grecia) hasta 1,2 (Italia y Es­
paña), muy por debajo de la tasa de sustítución gene­
racional (2,1 descendientes por cada mujer en edad
de procrear); Portugal, habiendo alcanzado también
una tasa bruta de fecundidad (1,4) muy por debajo de
la de sustitución generacional, tiene sobre los demás
vecinos la ventaja temporal de que todavía no tiene
saturado su sistema de pensiones, y tal vez la ventaja
definitiva de haber visto aumentar la fecundidad en
los dos últimos años (6).

Esta situación de progresiva insustentabilidad finan­
ciera, que ha desencadenado acciones de reforma en
muchos países, presenta en casi todos ellos caracte­
rístícas semejantes, que fueron recientemente identi­
ficadas de la siguiente forma (James, 1997) (7):

• aumento creciente de las contribuciones calcula­
das sobre el salario, generando o al menos haciendo
más propicias las condiciones para el aumento del de­
sempleo;

• evasión y fuga hacia el sector informal, donde la
productividad es más baja;

• paso a la inactividad en fase precoz, reduciendo la
oferta de trabajo calificado y con experiencia, y au­
mentando las tensiones financieras sobre los recur­
sos existentes;

• distribución inadecuada de los recursos públicos,
donde ías pensiones compiten, en el marco de la pro­
tección social, con otros beneficios cuyo desarrollo se
encuentra normalmente impedido por el carácter irre­
ductible de aquéllas, y donde los recursos globales

(6) Se dice "tal vez" por no saberse toda vía a ciencia cierta s i los discretos aumentos de nacimientos
ocurridos en 1996 y 1997 constituyen la primera señal de la inversión de la tendencia regres iva, o fue­
ron simplemente nacimientos de hijos de trabajadores inmigrantes, temporalmente residentes o in­
cluso inmigrantes clandestinos.

(7) James, Estelle; New Madels tor Old Age Securitv. Experim ente, Experience and Unanswered Ques­
tions, mimeo, 41 p. The Warld Bank, 1997.
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• insustentabilidad financiera, debida a la combina­
ción de los factores antes referidos.

Estas características. en el caso portugués, pueden
examinarse de la siguiente forma:

Evasión y fuga hacia el sector informal . Cuando
tienen lugar descuento s sobre los salarios de los tra­
bajadores, y, a cambio, éstos reciben beneficios que
están directamente vinculados con dichos descuen­
tos, esta remos ante un pago parcial del salario en

especies, inmediato o difer ido, bajo la forma de un
seguro. Los beneficiarios no tienen, en este caso, nin-
gún interés en dejar de pagar la contribución. Es el
caso de los trabajadores que se encuentran próximos
a la edad de retiro y que saben que sus descuentos en
los últimos diez años de su vida act iva tienen una im­
plicación directa en el monto esperable de la pensión.
Para un trabajador joven y para su empleador, la actual
contribución para el Seguro Social, al estar lejos de las
contrapartidas en forma de beneficios (más aún des­
pués de la separación del sistema de salud del de la
Seguridad Social desde 1978), es básicamente enten-
dida como un impuesto al trabajo. Tratándose de un
desincent ivo tanto a la oferta como a la búsqueda de
trabajo, no puede dejar de inf luir negativamente en el
volumen de empleo en el sector formal de la econo-
mía (8). El análisis de la información existente en el
sistema portugués de Seguridad Social no permite ob­
tener una respuesta inmediata a esta interrogante. No
existen sino medios indirectos de documentar el pro­
blema de la fuga hacia el sector informal del mercado
de trabajo. Uno de ellos es el análisis de la duración de
las carreras contr ibutivas medias para los nuevos pen­
sionados (9). La carrera contributiva de estos nuevos
pensionistas del régimen general, en 1996, era de
21,9 años para los pensionados por vejez y de 17,4 9
años para los pensionados por invalidez, valores que _
se encuentran al 50% por debajo de una carrera con-
tributiva comp leta. Una explicación parcial de estos
resultados reside ciertamente en la relativa juventud
de nuestro sistema de Seguridad Social. Los trabaja-
dores del sector formal de la econom ía que se inscri-
bíeron en la Seguridad Social hace aproximadamente
cuarenta años. en 1956, se encuentran dispersos en
la gran masa de los que trabajaron sin contribuir. Inte-
resa más la explicación que la fatalidad del fenómeno.
Una explicación plausible para tan reducidas carreras
con tributivas estaría tamb ién, más allá del alarga-
miento relativamente tardío del ámbito de cobert ura
personal del sistema de Seguridad Social (10), en la
ausencia de incentivos para la inscripción formal, ge-
nerada por la reducción del período de tiempo mínimo
para garantizar una pens ión a sólo tres años de ins-
cripción y 24 meses con aporte de contribuciones; pe-
ríodo que rigió de enero de 1974 a enero de 1980,
cuando pasó a 60 meses (vejez) y 36 meses (invali-
dez) con aporte de contribuciones. El número de pen-
sionados, que era de 41,2 mil en 1971, subió a casi
medio millón en 1975 (11). Los incentivos a la evasión

EN PAíSES DONDE LA
SEGURIDAD SOCIAL
ALCANZÓ SU SATURACIÓN,
ES DECIR, DONDE LOS
PENSIONADOS LLEGAN A
LA EDAD JUBILATORIA CON
CARRERAS CONTRIBUTIVAS
COMPLETAS y DONDE EL
ENVEJECIMIENTO DEL
VÉRTICE DE LA PIRÁMIDE,
FRUTO DE UNA MAYOR
LONGEVIDAD, SE VE
AGRAVADO POR UNA
DRÁSTICA REDUCCIÓN DE
LA NATALIDAD, EL ESTADO
HA TENIDO QUE
CONTRIBUIR, DE MANERA
PROGRESIVA, PARA SUPLIR
LOS DÉFICITS CRECIENTES
OBSERVADOS EN EL
RÉGIMEN GENERALDE LOS
TRABAJADORES POR
CUENTA DE OTROS,

compiten , en el
marco de los re­
cursos fisca les del
Est ado, con otros
gastos sociales (edu­
cación, salud) o con
inf raest ructuras in­
dispensables para el
de sarro ll o econó­
mico;

• formación de
una deuda im plícita
(obligaciones con
pensiones vencidas),
de elevado monto,
falta de transparencia en los indicadores macroeconó­
micos comparados;

• oportunidad per­
dida para aumentar
los ahorros de largo
plazo;

• fallas en la distr i­
bución a grupos de
baja renta;

• imposibilidad de
cubri r conv eniente­
mente todos los
nuevos riesg os so­
ciales;

• transferencias
intergeneracionales
no deseadas, a ve­
ces hacia grupos de
mayores rentas;

(8) La Diferencia Económica entre Contribuciones e Impuestos, Caixa E. 11. En: Livro 8ranco de Segu ­
ran9a Social, diciembre, 1997.

(9) Livro 8ranco daSegu ran9a Social, p. 102, diciembre, 1997.

( 10) Segura n9a Social, Evolu9BORecente, 1992 a 1995, p. 49. Secretaria de Estado da Seguran9a Soc ial,
1996,

(11) Livro 8ranco da Seguran9a Social (56-58), 93, Caixa c. t, diciembre, 1997.
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y fuga hacia el sector informal de la econom ía, con re­
legación de las obligaciones con el sistema de Seguri­
dad Social, no podrían ser más explícitos.

El efecto "free rider" . Este efecto, generado por la
universalización del derecho a pensíón en los años se­
tenta, es otra de las causas potenc iales de las reduci­
das carreras contribut ivas. En la transición de los años
sesenta hacia los setenta aparecieron los regímenes
preponderantemente, e inclusive, totalmente no con­
tr ibutivos, como el de los t rabajadores rurales en
1969, las pensio nes sociales en 1971, los primeros
habiendo sido integrados al sistema de pensiones de
la Seguridad Social en 1975. Cualquier beneficiario ac­
tivo de bajo nivel de renta sabía que, en toda circuns­
tancia, tendria derecho a una pensión, aunque más no
fuese a la pensión universal. Cuanto más elev ada
fuera la pensión social minima y más bajo su salario
forma l, menos incentivo tendria que inscribirse o para
contribuir con la Seguridad Social como trabajador por
cuenta de otro. Debido a estas razones comb inadas,
en 1995 las pensiones mínimas en el régímen general
eran de 27,5 cantos, y las pensiones medias de 42
cantos, vale decir aproximadamente 50% y 80% res­
pectivam ente, del salario mínimo nacional de ese en­
tonces (12). De acuerdo con datos del universo de
pensiona dos en 1995, 91% de los pensíonados por
vejez en el escalón de pensiones más bajos (igualo in­
feríor a 27,6 cantos) tenían menos de veinte años de
carrera contri but iva, y 61%, menos de diez años. Por
el contrario, los pen sionados de salarios más altos
tendían a atribuir una import ancia mayor a su inscrip­
ción y al cumplimiento de sus obligaciones para con la
Seguridad Social: en los pensionados por vejez que re­
ciben pensiones mensuales de entre 125 y 250 can­
tos, 82% tienen carreras contributivas de treinta y
más años, y 36%, de cuarenta y más años. Para los
pensionados con más de 250 cantos de pensión, 74%
tienen más de 30 años de carrera contributiva (13).

Retiro precoz. El recurso al retiro por invalidez, en
el caso de los actuales pensionados, fue util izado pre­
dominantemente por los que reciben pensiones más
bajas: en 1995, casi 90% de los ret irados por ínvalidez
tenían jubilaciones infer iores al salario mínimo. Y entre
los pensionados por invalídez, 86% tenían carreras
cont ributivas inferiores a veinte años, y 44%, inferio­
res a diez años. Este patrón general de la distr ibución
de los actuales pensionados por invalidez, en Portu­
gal, por niveles de pensió n, es semej ante al obser­
vado en las pensiones de vejez. A medida que avanza
la carrera contrib utiva, el recurso al retiro por invalidez

aumenta en función del valor esperable de la jubila­
ción: si las jubilaciones bajas precoces por invalidez
son características de aquellos que tienen carreras
contributívas cortas, la mayor frecuencia de jubilados
por ínvalidez (66%), en la clase de pensionados que
reciben entre dos y cuatro salarios, se encuentra en
aquellos con treinta y cuarenta años de carrera contri­
butiva.

Distribución inapropiada de recursos públicos.
La importancia de las obligaciones por pensiones (in­
validez, supervivencia y vejez) en relación con el PIS
no ha cesado de crecer: 4,66 % en 1985. 5,28% en
1990, 6,16% en 1995 y 6,24% en 1998 Las obliga­
ciones por pensiones [ubilatorias alcanzaron en 1994
el valor de 73% de todas las prestaciones sociales,
constituyendo el compone nte esencial de las obliga­
ciones de la Seguridad Social. En ese año el subsidio
de desempleo representó 11,3%, el subsidio por en­
fermedad 6%, el subsidio de familia 4,7% y las demás
prestaciones el restante 4%. A pesar de que las pres­
taciones, con excepción de las pensiones, registraron
un aumento nominal de casi 50% en el período com­
prendido entre 1992 y 1995, sobre todo debido a las
crecientes obligaciones con el desempleo y el subsí­
dio por enfermedad (funcionan do éste , muchas ve­
ces, como subsidio por desem pleo oculto), su valor es
francamente desproporcionado en relación con las
obligaciones totales con la protección social, debido al
peso de las obligaciones por pensiones.

En el contexto europeo, en materia de importancía
relativa de gastos por pensiones de vejez, Portugal se
ubica en un lugar intermedio; pero si se le adicionan
las obligaciones por pensiones de invalidez, incapaci­
dad, accidente s de t rabajo y enfermedades profes io­
nales, entonces Portugal asciende al cuarto lugar, por
debajo de Italia, Grecia y Luxemburgo.

Entre 1992 Y 1995 el número de pensíonados creció
a un rítmo anual de 4,4% , pero el volumen financiero
de obligaciones por pensiones creció a un ritmo pro­
medio anual de 8% a precíos corrientes . La evolución
demográfica y el efecto de saturación de las pensio­
nes (carreras contr ibut ívas medias más prolongadas)
hizo que las pensiones de vejez (67% de los gastos en
pensiones), al aumentar a un ritmo triple que al de las
pensiones por invalidez, representen la mayor preocu­
pación para la sustenta bilidad f inanciera de la Seguri­
dad Social. En este contexto, las nuevas necesídades
de protección social (desempleo, enfermeda des men­
tales , tóx icodependencias, fami lias monoparenta les

(12) Seguran9a Soc ial, Evoluc éo Recente, 1992 a 1995, p. 44. Secretaria de Estado de Seguran9a Social,
1996.

(13) Sequrenc« Soc ial, Evoluc éo Recente, 1992 a 1995, p. 49. Secretaria de Estado de Seguran9a Social,
1996. Un "canto" son mi l escudos (N. del E.).
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cacos. los beneficiarios del régimen general. Pero en
lugar de que los nuevos beneficios fuesen aplicados
selectivamente a los que realmente los necesitaban, a
través de tests de condición de recursos, fue siempre
más fácil de aplicar el modelo administrat ivo universal,
por lo cual se generaron resultados sumamente ambi­
guos, cuando no perversos, en térm inos de la redistri­
bución de los ingresos. Los criterios administrativos
acogen invariablemente a quienes satisfacen las con­
diciones generales y abstractas, sean ricos o sean po­
bres, con o sin necesidades (14).

Manipulación en el monto de la pensión, En el
otro extremo del panel de beneficios, en Portugal ,
tanto como en Francia, en las carreras prolongadas y
en los grandes contribuyentes se aplicó la exclusión
del límite superior, decidida en los años setenta de­
bido a la presión de la inflación y a la ambición de ge­
nerar más ingresos en el corto plazo. Siempre podría
argumentarse en favor de una pretendida igualación
de las condiciones para ricos y pobres, toda vez que el
sistema se asumía ideológicamente como universal,
siendo de esperar que las correcciones de equidad
fuesen realizadas por el sistema fiscal. La verdad es
que los decisores se olvidaron del comportamiento de
los agentes económicos y de las respectivas funcio-
nes de utilidad, Dejándoles grandes posibilidades de 11
manipulación de la formación del monto de la pen-
sión, las cuales son más ef icazmente aprovechadas
por los más informados y socialmente mejor relacio­
nados, el sistema abrió las puertas a la concentración
de los grandes salarios declarados en los cinco, y ac­
tualmente en los diez, últ imos años, El potencial de
manipulación fue además agravado por la "compra de
años de cont ribución " mediante simple prueba test i­
monial, alargando la carrera formal con la historia con­
tr ibutiva proporcionalmente menos dispendiosa para
el benefic iario. Modifican do la progresión remunera-
t iva con las habilitaciones de base, situación jerárquica
y sexo, es de esperar que un trabajador de habilitación
y nivel salarial menores tenga una línea de progresión
mucho más aplanada que un trabajador con mayor ha­
bilitación y salarios más altos. El ejemplo más resal-
tante no es dado por las diferencias de progresión en-
tre hombres y mujeres , Independientemente del nivel
de habilitación , las mujeres progresan en la carrera
mucho más lentamente que los hombres, en prome-
dio. Si el cálculo de la pensión se realizase, como lo es
actualmente , sobre la base de los diez mejores de los
últ imos quince años, la transferencia de renta para el
pago de pensiones se hace desde quienes progresan
más lentamente en la carrera hacia los que progresan

LOS PILARES PÚBLICOS, DE
BENEFICIO DEFINIDO, NO
TIENEN EN TODOS LOS
PAíSES LA MISMA
CONFIGURACIÓN, NI
SIQUIERA EN EUROPA,
DONDE EL MODELO SOCIAL
SOLIDARIO DE CARÁCTER
PÚBLICO ES CONSIDERADO
UNÁNIMEMENTE COMO
UNA CONQUISTA DE LA
CULTURA y DE LA
CIVILIZACiÓN.

en sit uación de ex­
clusión soc ial) ten­
drán dif icultade s
para compet ir con
obligaciones crecien­
tes y mandatarias en
pensiones.

Fallas en la distri­
bución a grupos de
baja renta , La utili­
zación de la Seguri­
dad Socia l públ ica,
es deci r, de l primer
pilar para promover
la redistribución de la
renta a grupos de ba­
jos ingresos, ha sido
una práctica de los
sistema s que sólo
disponen de un
único pilar. Con la
conversión de los modelos iniciales de capitalización
en redistribución, tal como aconteció en Portugal a fi­
nes de los años sesenta, se puede observar una ten­
dencia de las administraciones de los sistemas a utili­
zar el esquema-base de benef icios como modelo de
presta ciones a tod os los casos integrados, aun sin
una carrera contr ibutiva previa, Siendo administrativa­
mente más fác il integrar las excepc iones a la regla
que tratarlas en forma selectiva, se dejó de lado la
condición de la excepcionalidad. A esto se une el he­
cho de que la insensibilidad de los indicadores de se­
guimiento f inanciero del sistema no const ituyó impe­
dimento alguno para esta maniobra, Con dicha
combinación de factores, los primeros pilares en dis­
tintos paises desarrol laron en el segmento inferior
una práctica basada en que "siempre cabe uno más",
sin cuestionar las injust icias relativas que se iban acu­
mulando insidiosamente debido a la generosidad acri­
tica de la gestión del sistema ,

Tales prácticas marcaron, desde muy temprano , la
Seguridad Social en Portugal: la integración de los tra­
bajadores rurales, la creación de la pensión social, la
aceptación de duraciones brevisimas de los períodos
de garantia, la integración en los regimenes existen­
tes de nuevas situaciones sociales de riesgo y aun de
exclusión, y la concesión de retiros anticipados para la
reconversión de sectores económicos en declinación.
La ampliación de los benef icios fue siempre popular y
muy poco cuestionada por los directamente perjudi-

(14) Un ejemplo positivo de abandono de esta práctica convencional generadora de iniquidades viene
a ser la aplicación de la Renta Mínima Garantizada, donde el personal de trabajo social dejó sus ofici­
nas para dirigirse a la comunidad, a efectos de comprobar las verdaderas condiciones de vida de los
candidatos a fa RMG,
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más deprisa, y de las mujeres hacia los hombres. La
redistribución se hace entonces, perver samente,
desde los menos acaudalados a los más acaudalados.

4. Insustentabilidad financiera

Deuda implícita de alto monto . La cuestión de la
sustentabilidad financiera de los sistemas de Seguri­
dad Social t iene que ver con la capacidad del sistema
para generar, a lo largo del tiempo, con los regímentes
cont ribut ivos vigentes, ingresos sufici entes como
para financiar los compromisos asumidos. El indicador
de sustentabilidad más util izado es la deuda implícita
del sistema como fracción del PIB. Esta deuda mide,
durante un periodo determinado de tiem po, el valor
actualizado del flujo de contr ibuciones futuras necesa­
rias para, con las contribuciones corrientes, f inanciar
las obligaciones futuras 1151.

En un estudio realizado con base en las previsiones
demográficas del Libro Blanco, conjugando los dos
sistemas, el de los funcionarios públicos y el de los
trabajadores por cuenta de otros, en un escenario
económ ico relativamente optimista , Marváo Pereira
llega a la conclusión de que, con un aumento de 4% al
año en el volumen de pensiones y con un aumento de
2,5% de ajustes anuales, el aumento de la deuda im­
plícita en relación con el caso-base sería de 63%. lEn
el caso-base, el PIB creceria en 2,7% al año y los aho­
rros variarían entre 6,3% y 9,4% del PIB. La base fis­
cal crece 3% al año y la deuda pública disminuye
desde 60% a 47%. En este escenario-base, muy con­
servador, la deuda implícita es de 19,6% para la Se­
guridad Social y de 34,3% del PIB para el sistema p ú­
blico.l

Con las restricciones presupuestarias derivadas del
ingreso de Portugal en el euro, las cuestiones de la
deuda implícita tienden a tornarse, de una forma u
otra, cada vez más explícitas. La situación observada
en 1990, en un cuadro publicado por E. James (161,
muestra que Italia, Francia y Alemania detentan deu­
das implicitas superiores a 150% del PIB (casi de
240% en el caso de Italia). El Reino Unido, Japón y Ca­
nadá detentan, por su parte, una deuda implícita su­
perior a 80% del PIB.

El hecho de que Portuga l se encuentre aparente­
mente en una situación menos grave que estos paí­
ses no sirve de gran consuelo. Si no se hiciese nada

paracorregir los actuales desajustes, de los cuales las
pensiones de la función pública son un problema mu­
cho más urgente que el de las pensiones de régimen
general, el país podrá entran en una situación de ex­
trema gravedad.

La situación financiera previsible para la Seguridad
Social portuguesa está actualmente relat ivamente
bien estudiada. Existen por lo menos cuatro estudios
diferentes, todos idóneos, que formulan conclusiones
similares: la situación actual y la de corto plazo no son
catastróficas; lejos de eso, la situación actual es co­
yunturalmente buena, pero en el futuro, si nada se
modifica, el simple transcurso del tiempo llevará a una
situación ingobernable. Todos los análisis conf luyen
en el diagnóst ico de insustentabilidad. Algunos pro­
yectan su inicio para el año 2005, otros para el 2007 y
otros para el 2015.

5. La segunda generación
de reformas. La reforma del
primer pilar

Configuración del primer pilar, Los pilares públi­
cos, de beneficio def inido, no tienen en todos los paí­
ses la misma confi guración, ni siquiera en Europa,
donde el modelo social solidario de carácter público
es considerado unánimemente como una conquista
de la cultura y de la civilización. Varias configuraciones
son posibles:

al Una pequeña pensión universal, de igual monto
para todos, o proporcional a la carrera contribut iva,
oscilando entre límit es definidos, a la cual se le adicio­
nan pensiones complementarias, organizadas por las
empresa s, en régimen de capitalización. Es el caso
del Reino Unido.

bl Una pens ión univer sal públ ica, limitada a un
cierto número de salarios minimos, inversamente pro­
porcional al salario del trabajador activo, es decir, pro­
porcionalmente más próxima del últ imo salario para
los que menos ganan que para los que más ganan. Es
el caso de Suiza.

e) Una pensión universal pública, f inanciada por im­
puestos en lugar de serlo por la Seguridad Social, y de
monto proporcional a la renta real de la familia , me­
dida por tests de condición de recursos. Es lo que su­
cede en Australia, a partir de la última reforma.

(151 Sobre el concepto de deuda implícíta, ver Marvao Pereire , A., A reforma dos sístemas de Segu­
ranf8 Social em Portugal. Uma análise dinámica de equilibrio ger81, Forum de Administradores de Em­
presas, Sinopse, mitneo, 14 p.

( 161 James, E., New Models for Old Age Securíty, Experíments, Exp eríence and Unansw ered Ques­
tio ns, World Bank, 1997, mím eo, 41 p.
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Veamos ahora las estrategias subyacentes a cada
modelo de reform a:

de la reforma del primer pilar consiste en la conver­
sión de la deuda "implícita" en "explícita", vale decir,
en la migración de parte de las responsabilidades del
primero hacia el segundo pilar. Tres modelos pueden
ser considerados como los más representativos:

1. El modelo latinoamericano: el primer pilar se en­
cuentra parcialmente sust ituido por cuentas individua­
les, capitalizadas, de contribución definida. El primer
pilar se mantiene público, pero reducido y en algunos
casos fínanciado por medio de impuestos. Ésta fue la
solución adoptada por Chile, Argentina, Perú, Colom­
bia, México, Uruguay, así como tamb ién por el pró­
ximo adherente a la Unión Europea, Hungría.

2. El modelo de paises de la OCDE: el segundo pilar
se consti tuye a partir de los fondos de pensión de la
empresa, capitalizándose en la experiencia gestiona­
ria de éstos y en las relaciones ya establecídas con los
trabajadores. Presupone un primer pilar público, uni­
versal, de monto reducido, igual para todos o propor­
cional a la renta de la familia . Es el caso de Australia,
Suecia, Dinamarca y el Reino Unido.

3. Un terce r modelo es el de la pseudo-capitaliza­
ción pública en el primer pilar, o capitalización virtual
o f icticia, de contribución definida . Mo delo que 13
orientó la reciente reforma de la Seguridad Social en
Suecia, posteriormente exportado a Letonia y Polo-
nia, y que los italianos pretenden implementar para
resolver su dramático problema financie ro en la Se­
guridad Social.

EN AMÉRICA LATINA
SON NUMEROSAS LAS
VERSIONES DEL SISTEMA
PRIVADO DE fONDOS DE
PENSiÓN, UNOS
OBLIGATORIOS y OTROS
VOLUNTARIOS, UNOS CON
TECHOS DE INVERSiÓN
EXTRANJERA ELEVADOS,
OTROS PERMISIVOS EN
RELACiÓN CON EL
NÚMERO DE FONDOS
GESTIONADOS, ETC.
MIENTRAS TANTO, ES
POCO PROBABLE QUE LOS
PAíSES INDUSTRIALIZADOS
SIGAN EJEMPLOS TAN
RADICALES.

dI Una pensión
proporcional a los sa­
larios y a los mejores
años de la carrera
contributiva, con un
límite de contribu­
ción durante la vida
activa, a lo que co­
rresponde un límite
superior de pensión,
norma lmente inde­
xado a un cierto múl­
t iplo del salario mí­
nimo. Es el caso de
España, Alemania e
Italia.

el Una pensión
proporcional a los sa­
larios y a los mejores
años de la carrera
contributiva, pero sin
un limite superior. Es
el caso de Portugal y
Bélgica.

fl Una pensión que
es el resultado del
cálculo actuarial de
las contribucíones de los beneficiarios a lo largo de la
vida, como si la Seguridad Social hubiese capitalizado
ingresos y los entregase, en términos de pensión, al
beneficiario. Es el modelo de pseudocapitalización pú­
blica, de contribución definida, que Suecia, Letonia e
Italia están por implantar.

Los países que disponen de un mode lo del t ipo d) o
el son los que se encuentran ante la mayor necesidad
de reformar su primer pilar.

Los problemas de este tipo de sistema no son ex­
clusivos de Europa, ya que antes prevalecieron en
otros paises, particularmente en los de América Cen­
tral y del Sur, Australia y Nueva Zelanda, donde el pa­
trón social europeo fue implantado a lo largo del úl­
timo medio siglo. Con las naturales diferencias de
orden demográfico, económico, social y cultural, tales
países se debaten hoy con problemas muy semejan­
tes a los europeos; algunos de ellos han emprendido
esfuerzos de reforma reconocidos en forma unánime
como pioneros, los cuales están siendo segu idos
atentamen te por las naciones europeas.

Reforma del primer pilar (77). La cuest ión cent ral

Modelo latinoamericano. La transición se opera a
través de la creación de un fondo para pagar las pen­
siones a partir del momento en que las contribuciones
van a ser capitalizadas y no pueden ya ser utilizadas
para pagar las rentas anuales. Este fondo puede ser
alimentado con ingresos públicos, ingresos prove­
nientes de las privatizaciones y de la deuda pública a
largo plazo (en los países que pueden contraerlas) con
vencimientos a la edad del retiro . El beneficiario
puede optar ent re permanecer en el sistema anterior
o cambiarse para el nuevo sistema, atraído por algu­
nos incentivos. Se contrae una deuda públíca para
cubr ir la diferenc ia de ingresos, la cual puede ser
colocada con los fondos que const ituyen el segundo
pilar o en el exterio r, y será cubierta a través de im­
puestos, durante un período suficientemen te prolon­
gado como para que no implique un carga excesiva en
la economía. La creación de una segunda pensión, ca-

(17) Algunas de las acciones siguientes son ampliamente tributarias de James, E., New Models far Old
Age Se curity, Experiments, Experience and Unanswered Ouestions, World Bank, 1997, mimeo, 41 p.
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pitalizable, presupone el mantenimiento de una pri­
mera pensión pública universal, de valor reducido.

El sistema de pensiones chileno (18). El sistema
privado de fondos de pensión introducido en Chile en
1981 se presenta como un modelo a ser adoptado por
el resto de Amé rica Lat ina y comi enza a ser visto
como la solución para la crisis de la Seguridad Social
en los países industr ializados.

En este sistema los trabajadores cont ribuyen du­
rante la vida activa con 13% de su salario para un fu­
turo, que dará origen a la pensión, pudiendo optar en­
tre varios fondos que compíten entre sí.

Los defensores de este sistema aluden al hecho de
que el sistema privado evita la ineficiencia y las desi­
gualdades del sistema de pensiones estatales, los
conflictos intergeneracionales, así como los obstácu­
los que interfieren con la movi lidad en el empleo por
esquemas de pensión basados en la empresa.

José Piñera, el arquitecto del sist ema chileno, re­
cuerda que la reforma también trajo consigo ventajas
políticas, al haber dejado las pensiones de estar suje­
tas a la manipulación gubernamental, dando asi mayor
líbertad a los individuos. Las distorsiones del mercado
de trabajo son reducidas por efecto de la movilidad y
los impuestos de Seguridad Social son minúsculos e
inexistentes. Igualmente, los mercados financieros se
benef ician, aumentando los recursos disponibles y las
fuentes f inancieras de largo plazo. Los efectos en la
tasa de ahorro chilena también se hicieron sentir, ha­
biendo alcanzado cifras de 29%, contra el 19% en el
resto de Amé rica Lat ina.

Hace falta, sín embargo, probar estas afirmaciones .
El aumento del ahorro prívado puede ser la causa de la
quiebra del ahorro público O para-público, toda vez que
la Seguridad Social dejó de percibir contribuciones, te­
niendo todav ía que pagar jubílaciones públicas. Ese
aumento está también vinculado con el fuerte creci­
miento económico y con una polít ica fiscal suma­
mente rígida.

Los costos f iscales de la transición entre los siste­
mas son de larga duración y alcanzaron en Chile 126%
del PIS. Aun cuando puedan ser reducidos a través de
la obligatoríedad de compra de deuda pública por
parte de los gestores de fondos, estos costos repre­
sentan un serio obstáculo para que los Gobiernos pue­
dan emprender reformas.

Por ot ro lado, no es evidente que este mecanismo
tenga los mismos resultados en países más desarro-

liados. Mientras que en América Latina la reforma dio
impu lso al mercado financiero, en los Estados Unidos
O en Europa esos mercados ya están desarrollados .
Otra diferencia consiste en el motivo de la reforma.
En los países más ricos la necesidad se ubíca en la in­
minente quíebra del sistema "pay-as-you-go". Por
una parte, aumentando los impuestos del Gobierno
desestimularía el empleo; por otra parte, reducir los
beneficios sería políticamente difícil. De hecho, en los
países ricos existe una aceptación generalizada del
sistema actual, en tanto que en América Latina siem­
pre prevaleció la percepción de que el sístema era co­
rrupto y falto de equidad.

Los beneficios abonados por el Estado no pueden
desaparece r por completo, teniendo éste que ase­
gurar una renta mínima lo de supervivencia) a aque­
llos que no tienen derecho a una jubilación miníma en
el sistema privado. En pocos años, el Gobierno chi­
leno gastó más de 4% del PIS en este t ipo de bene­
ficios, cifra que en los paises más ricos aumenta ría
drásticamente. Asímismo, la existencia de un so­
porte estata l tend ría efectos perversos, deses t imu­
landa la contribución en quienes esperan jubilacio nes
bajas.

Fína lmente, aun cuando las tasas de rentabilidad de
los fondos privados sean superiores a las del sistema
público, la tendencia es hacia la baja, en la med ida en
que se aproxima la saturación de los mercados finan­
cieros.

En América Lat ina son numerosas las versiones del
sistema privado de fondos de pensión, unos obligato­
rios y otros voluntarios, unos con techos de inversíón
extranjera elevados, otros permisivos en relación con
el número de fondos gestionados, etc. Mientras
tanto, es poco probable que los países industria liza­
dos sigan ejemplos tan radicales.

La nueva estructura del sistema de seguridad
social argentino (19). Con algunas excepciones (por
ejemplo militares, policías y algunos trabajadores rura­
les), la participación en el nuevo sistema instaurado
en la Argentina en 1994 es obligato ria para todos los
trabajadores, incluyendo profesíonales por cuenta
propia. Existe, no obstante, la posibilidad de escogen­
cia entre los componentes público y privado del se­
gundo pilar.

El primer pilar, integ ralmente público, es responsa­
ble de tres tipos de benef icios, uno permanente y dos
transitorios:

(18) Livro Branco da Sequrenc« Socia l, Caixa D. 1, p. 154, INNIGFSS, Lisboa, 1999.

(19) Livro Branco da Seg uran9a Soc ial, Caixa E.23 p. 208, INNIGFSS, Lisboa, 1999.
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iii) pensiones pagadas a los pensionados ya exis­
tentes.

El pilar público es financiado por una contribución de
16% que incide sobre los empleadores, así como por
impuestos consignados y por transferencias de los in­
gresos generales. Durante 1996 esa tasa se redujo a
12% con el objetivo de promover el empleo.

Los dos últim os componentes del primer pilar son
transitorios. Cuando cesen, la tasa de cont ribuciones

El pilar público es también responsable por la pen­
sión a la edad avanzada (" prestación por edad avan­
zada" o PEAl. que es asignada a aquellos que te­
niendo mas de 70 años no son elegibles para la PBU,
pero que tienen por lo menos diez años de contribu­
ciones. La PEA equivale a 70% de la PBU o aproxi­
madamente a 19% del salario med io cubierto. Fi­
nalme nte, el Estado también paga pensiones por
invalidez y de supervivencia, junto con el pilar privado.

il una pensión bá ­
sica universal ("pres ­
tación básica univer­
sal" o PBU), igual a
27,5% del salario
medio cubierto; esta
pensión esta sujeta
a un período mínimo
de elegibilidad de 30
años y a una edad
normal de retiro de
65 años para los
hom bres y de 60
años para las muje­
res; el monto de la
PBU se aumenta en
1% por cada año adí­
cional de contribu­
ciones, hasta un rná­
sima total de 45
años;

jjl una pensión
com pensa to r i a
(" prestación com­
pensatoria" o PCl.
relacionada con las
contribuciones al an­
tiguo sistema, de va­
lor igual a 1,5% del
salario medio de los
últimos diez años de
empleo, por cada
año de cont ribucio­
nes a aquel sistema
(hasta un máximo de
35 años o 52,5%);

LA TRANSICiÓN PARA EL
SEGUNDO PILAR ES TANTO
MÁS FÁCILCUANTO
MENOR HAYA SIDO EL
PRIMER PILAR Y PLANTEA
GRANDES PROBLEMAS
DE INFORMACIÓN AL
CONSUMIDOR, Así COMO
DE REGULACIÓN PARA LA
ENTIDAD PÚBLICA CON TAL
RESPONSABILIDAD. PAíSES
SIN SEGUNDO PILAR
COMO ALEMANIA, ITALIA,
BÉLGICA, ESPAÑA,
PORTUGAL Y, EN CIERTO
MODO, FRANCIA TIENEN
MAYORES DIFICULTADES
PARA CREARLO QUE OTROS
COMO IRLANDA, EL REINO
UNIDO O SUECIA, QUE
REDUJERON EL PRIMER
PILAR A UNA PENSiÓN
UNIVERSAL.

disminuirá, pasando la PBU a ser f inanciada con ingre­
sos generales. La cont ribución que incide sobre los
empl eadores podr á asimismo ser completamente
abandonada.

El segundo pilar esta confo rmado por un compo­
nente capitalizado, mayoritariamente privado, y por un
componente no capitalizado, totalmente público:

i) el componente capitalizado, gerenciado por ent i­
dades gestoras de fondos denominadas Administra­
doras de Fondos de Jubi laciones y Pensiones (AFJPl.
es un sistema de contribución definida, basado en
cuentas individuales de capitalización;

ii) el com ponen te no capitaliza do, deno mi nado
"prestación adicional de permanencia" (PAB), es un
esquema de beneficios definidos.

La pensión a la vejez del sistema AFJP asume la
forma de una anualidad o de aportes calendarizados,
que se basan en el saldo acumulado de cada cuenta.
Pero el sistema AFJP ofrece también beneficios (de
tipo definido) de invalidez y de supervivencia, cubier­
tos por un sistema de seguros de vida y de invalidez.
En relación con los trabajadores que se cambian para
el sistem a AFJP, estos beneficios de invalidez y de 15
supervivencia se est iman en proporción al número de
años de contri bución para cada pilar.

El componente público IPAP) ofrece una prestación
igual a 0,85% del salario medi o de los últ imos diez
años de empleo por cada año de contribución para el
nuevo sistema. Cubre también beneficios de invalidez
y de supervivencia semejantes a los ofrecidos por el
componente privado.

El segundo pilar es financiado por una tasa de con­
tr ibución de 11% soportada por los trabajadores.

En lo que respecta al componente AFJP, esta tasa
cubre también los gastos admi nistrati vos y los pre­
mios relativos a los seguros de vida y de invalidez (en
prome dio, cerca de 3,5%). Los restantes 7,5% son
utilizados para la acumulación de capitaí a largo plazo.

El componente PAP funciona sobre una base de re­
parto contem poráneo. Sus ingresos son actualmente
utili zados para pagar las pensiones del ant iguo sis­
tema. Las futu ras pensiones PAP seran cubiertas por
los futuros ingresos por contribuciones y por transfe­
rencias presupuestarias. Las contr ibuciones son co­
bradas por las autoridades fiscales y posteriorme nte
distribuidas por las AFJPs y por el organismo público
que administra el primer pilar y el PAPo

Los trabajadores, incluidos los nuevos participantes
de la fuerza laboral, tienen derecho, en el segundo pi­
lar, a incorporarse ya sea al componente AFJP o al
componente PAPo Tienen igualmente el derecho de
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transferir su cuenta de una AFJP a otra hasta dos ve­
ces al año. Los trabajadores que hubiesen escogido
permanecer en el componente público (PAP) pueden
trasladarse posteriormente a un componente privado.
Los trabajadores que opten por el componente AFJP
no tienen la posibilidad de regresar al componente pú­
blico (este regreso fue sólo permitido hasta junio de
1996, a través de una provisión especial formulada in­
mediatamente después de la promulgación de la
nueva ley).

Modelo de países de la aeDE . Este modelo puede
utilizar los planes de ret iro complementarios de las
empresas o sindicatos, aprovechando la experiencia
recogida en ellos, beneficiándose de las economías
de escala, experiencia financiera y menores costos de
márketing. Los recursos del segundo pilar son coloca­
dos en cuentas bancarias especiales (Aust ralia). o
gestionados por fondos de pensión en una forma más
agresiva. La transición para el segundo pilar es tanto
más fácil cuanto menor haya sido el primer pilar y
plantea grandes problemas de información al consu­
midor, así como de regulación para la entidad pública
con tal responsabilidad. Países sin segundo pilar,
como Alemania, Italia, Bélgica, España, Portugal y, en

'6 cierto modo, Francia tienen mayores dificultades para
_ crearlo que otros como Irlanda, el Reino Unido o Sue­

cia, que redujeron el primer pilar a una pensión uni­
versal. Presentamos, seguidamente, un análisis con
mayor profundidad de las reformas realizadas en cua­
tro países del grupo de la OCDE: Italia, Alemania, el
Reino Unido y Suecia (20).

Italia . Con una deuda implícita de las más elevadas
y uno de los más altos porcentajes de gastos sociales
orientados hacia las pensiones, Ital ia se tornó un
fuerte candidato para la introducción de reformas en
el sistema de Seguridad Social. Éstas fueron conduci­
das en 1992 por el Gobierno de Amato y en 1995 por
el Gobierno de Dini. La reforma Amato aumentó la
edad legal de retiro de 55 a 60 años para las mujeres
y de 60 a 65 años para los hombres, a un ritmo de 0,5
años por cada año de calendario. Alargó el periodo de
cálculo para la formación de la pensión, en los trabaja­
dores por cuenta de otros, desde los cinco últimos a
los diez últimos años, y a toda la carrera contributiva
para los nuevos trabajadores. Las pensiones pasaron
a ser inadexadas sobre la inflación, en lugar de ha­
cerse sobre los salarios.

El Gobierno de Berlusconi intentó una nueva re­
forma sin el apoyo sindical. El Gobierno de Dini, tras

una prolongada negociación con los sindicatos, consi­
guió en 1995 aprobar la nueva reforma en el Parla­
mento. En esta reforma:

• Las pensiones mínimas por vejez e invalidez pa­
saron a ser financiadas por el presupuesto del Estado
y no por la Seguridad Social. El monto global afectado
a la acción social pasó a ser inadexado al PIB.

• La contribución de la entidad patronal fue elevada
a 33%.

• Las pensiones pasaron a ser calculadas según el
sistema de capitalización virtual o ficticia, aun cuando
fuesen financiadas en el sistema PAYG. En el mo­
mento de la liquidación, el cálculo de la pensión anual
se realiza por un coeficiente que tiene en cuenta la
edad de inicio de la carrera contributiva. Estos coefi­
cientes son de base actuarial, teniendo en cuenta la
duración media del tiem po de retiro, y siendo ajusta­
dos en función del aumento de la expectativa de vida.

• Es posible flexibilizar la edad de retiro hasta los 57
años, con deducciones proporcionales, las cuales no
se aplicarán si el candidato ya tuviese 40 años de ca­
rrera contributiva. Para edades superiores a los 65
años la pensión no es incrementada.

• Las pensiones públicas son alineadas con las de
los trabajadores por cuenta de otros. Los servicios pú­
blicos contribuyen con la misma tasa de 33% y 8% a
cargo del trabajador, siendo comunes las reglas.

• La aplicación de la reforma es gradual: las nuevas
reglas sólo tendrán aplicación integral a las generacio­
nes que inicien su actividad después de su entrada en
vigencia. Para los actuales trabajadores activos, las an­
tiguas reglas se aplicarán al número de años de ca­
rrera hasta la entrada en vigencia de la nueva legisla­
ción, y a la tota lidad de la carrera para los que tuviesen
ya más de 18 años de contribuciones.

• Se previó la adhesión facultat iva a los fondos del
segundo pilar. Los fondos están poniéndose en mar­
cha con una gran lentitud .

Alemania . La reforma del régimen más voluminoso
(trabajadores por cuenta de otros, excluyendo funcio ­
narios, agricultores y trabajadores independientes) ha
venido siendo financiada por el presupuesto del Es­
tado en aprox imadamente un 20%. En 1992 se
aprobó una primera reforma, que venía siendo prepa­
rada desde 1987; en 1997 se elaboró una nueva re-

(20 ) Este análisis se basa en un texto de la Documentatían Fren ceise, "Les pays étrange rs ont r éiorm é
ou vont réformer Jeurs systémes de retreite ", 1999, basado a su vez en BIT, "Le concertetion sociale en
metiere de retraites: Royaume Uní, États Unis, AI/emagne, Japon, Su éde, ltelie. Espagn e ". Rapp ort dé­
finiti f coordonné par E. Raym ond, remis a la scéance no. 10 de la Commission de Concertarían.
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• El financiamiento del régimen general está ase­
gurado por las cotizaciones y por una contribución del
presupuesto del Estado destinada a las prestaciones
no contributivas, la cual fue aumentada a partir de
1992, en función del aumento de las tasas contr ibut i­
vas y del salario medio de los empleados activos.

Estas reformas no elim inaron la actual falta de sus­
tentabilidad financiera del sistema alemán: se prevé
que en el año 2040 la tasa de contribución de equili­
brio alcance 30% de los gastos totales y 18,4% del
PIS (en 1996, los gastos públicos por pensiones pre­
sentaron 12,8% del PIS).

La reforma iniciada en 1997, y todavía no aprobada
debido a discrepancias en el Consejo Social, preveía
las siguientes adaptaciones:

• La regla de revalorización de la pensión deberá to­
mar en consideración el aumento de la expectat iva de
vida.

forma para entrar en
vigencia en 1999, la
cual se encuentra,
en este momento,
en fase de aproba­
ción parlamentaria.

La reforma de
1992 incidió en tres
aspectos:

• El modo de re­
valor ización de las
pensiones: dejaron
de estar indexadas
sobre los aumentos
de los salarios bru­
tos de los trabajado­
res activos y pasa­
ron a ser indexadas
por los salarios ne­
tos.

• La edad legal
del retiro se elevó a
65 años, con una
evolución gradual
que recién termi­
nará en el año 2012.
Puede haber flexibi­
lización por anticipa­
ción, con rebaja de
3,6% por cada año.
La prórroga a más
allá de los 65 años
da derecho a un in­
cremento de 6%
por año.

A PESAR DE LAS
DIFERENCIAS SENALADAS,
EUROPA HA PODIDO
APRENDER DE LAS
REFORMAS SOCIALES DE
AMÉRICA LATINA,
INICIADAS EN CHILE y
APLICADAS MÁS TARDE EN
ARGENTINA Y EN OTROS
PAíSES. VARIAS HAN SIDO
LAS CONTRIBUCIONES
RECIBIDAS: EN PRIMER
LUGAR, LA DIVISiÓN DEL
PRIMER PILAR EN DOS, UNO
DE NATURALEZA PÚBLICA y
FINANCIADO EN RÉGIMEN
DE DISTRIBUCiÓN, Y OTRO
DE NATURALEZA MIXTA,
PÚBLICO-PRIVADA,
GERENCIADO POR
FONDOS CON MÁS
FlEXIBILIDAD, EN RÉGIMEN
DE CAPITALIZACiÓN.

• Deberá establecerse una contribución pública su­
plementaria a partir de 1999, inadexada sobre los in­
gresos fiscales, financiada por un aumento del IVA
que permitiese reducir en un punto la tasa de contri­
bución.

• El acceso a las pensiones por invalidez pasará a
ser menos permisivo que en la actualidad.

Reino Unido. El sistema es completamente dife­
rente al de Europa continental, basado en la coexis­
tencia de una pensión pública, de base, con un monto
fijo, con un régimen complementario contributivo, de
naturaleza pública pero no obligatorio; los beneficia­
rios pueden optar entre el régimen comp lementario
público y el régimen complementario privado, de capi­
talización, de naturaleza ocupacional, y más reciente­
mente, desde 1988, pueden optar por fondos indivi­
duales de contribución definida. El Estado faculta
otros apoyos a los jubilados que sólo tienen una pen­
sión base: renta mínima, subsidio de alojamiento,
exención de impuestos municipales.

La segunda pensión, complementaria, de naturaleza
pública (SERPSI, creada en 1975 para aquellos que no
disponían de un esquema complementario privado, se
calcula en función de la carrera contributiva y susti- 17
tuve 25% del salario medio calculado sobre los mejo-
res veinte años.

En 1981 la primera pensión, o pensión de base, fue
inadexada sobre los precios. En 1986 la tasa de susti­
tución de la segunda pensión (SERPS) bajó a 20%,
con efecto a partir del 2000, y se prolongó el periodo
de cálculo para la conformación de la pensión, entre
2000 y 2028, de los veinte mejores años a toda la ca­
rrera contributiva.

En 1995 se igualó la edad del retiro para ambos se­
xos, a razón de seis meses por año para las mujeres,
entre 2010 y 2020, hasta llegar a los 65 años para el
año 2020.

Suecia. El sistema se basa en dos pensiones: pen­
sión de base y pensión complementaria; la primera es
igual para todos los que trabajaron 40 años y vivieron
30 años en Suecia, con reducción para los jubilados
que viven con un cónyuge también beneficiario. La
pensión complementaria completa se alcanza con 30
años de trabajo y se calcula en función de las rentas
entre 1 y 7,5 veces el monto de base, a partir de un
sistema de puntos anuales, escogiéndose los mejo­
res 15 años como base de cálculo. La pensión com­
pleta, con 30 años de contribución, es igual a 60% del
producto del número promedio de puntos por el
monto de base. Por encima de 7,5 veces el monto de
base, sigue existiendo contribución, pero se encuen­
tra "plato nada". Los que tuviesen una escasa pensión
complementaria tienen derecho a un suplemento de
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55,5% del monto de base (lo que beneficia a 20% de
los jubilados para 1994). Las cot izaciones son pagadas
por los empleadores: 5,86% para la pensión de base,
13% para la pensión complementaria y 0,20% para la
pensión parcial. En 1995 se estableció una cotización
de los trabajadores de 1% para la pensión de base.

En la importante reforma ocurrida en 1998 se toma­
ron las siguientes medidas:

• Las cotizaciones sub ieron a 18,5% de los sala­
rios, y se reparten en términos iguales (9,25%) entre
empleadores y asalariados. De este valor, 16% son
para f inanciar las pensiones por reparto, en capitaliza­
ción virt ual o f icticia, con revalorización en función del
indice de crecimi ento de los salarios. La parte res­
tante (2,5% 1es capitalizada y el benef iciario escoge li­
bremente la ent idad gestora.

• La pens ión pública es calculada en régimen de ca­
pitalización virtual o fict icia por los derechos acumula­
dos hasta la liquidación; la pensión anual es calculada
por la división de los derechos acumu lados por un fac­
tor dependiente de la edad, la expectativa de vida y la
previsión de crecimiento económico.

• La revalorización de las pensiones se hace en fun­
ción de la inflación y de la diferencia entre el creci­
miento de los salarios reales y un valor de referencia
fijado en 1,6%.

• Las personas sin derecho a pensión completa tie­
nen un RMG igual a 2,13 veces el mon to de base para
un contribuyente individual, y de 1,9 para los casados,
inadexados a los precios y f inanciado por el pre su­
puesto del Estado. Se agregan subsidios de alojami­
mento. Las pensiones pagan IRS.

• El nuevo sistem a tendrá una implementación gra­
dual: las personas con 60 y más años de edad obser­
varán las reglas antiguas. Las que tengan entre 45 y
60 años tendrán las pensiones calculadas en dos par­
tes, y la parte a la que se aplican las nuevas reglas au­
menta de forma propo rcional a la edad. Para las per­
sonas con menos de 45 años, las pensiones serán
calculadas de acuerdo con las nuevas reglas, pero be­
nef iciándose de un nuevo cálculo para los derechos
adquir idos bajo la prote cción de las ant iguas normas.

Modelo de capitalización pública virtual o flcti­
eia . Este modelo crea, para cada beneficiario, una
cuenta corriente en la Seguridad Social, acreditada re­
gularme nte por las contribuciones e intereses. La acu­
mu lación es ficticia , pues los ingresos cobrados si­
guen siendo utilizados para pagar los beneficios de los
actuales pens ionados (PAYG). A la edad de la jubila-

ci ón, el beneficiario recibe como pensión una anuali­
dad correspondiente a la actualización del capital que
" acumuló". Por lo general, este modelo es comp le­
mentado por una segu nda pensión obligatoria, ali­
mentada por un porcentaje sobre su cont ribución re­
gular. Esta segunda pensión es siempre obligatoria y
administrada por fon dos públicos, de emp resa o de
sindicatos, o fondos de pensiones privados.

6. Diferencias básicas entre
Europa V América Latina

Diferencias demográficas. Sobre la base del In­
forme de Desarrollo M undial, del Banco Mundial, del
año 1998-1999 (21), seleccionamos siete paises de
América Latina (México, Brasil, Venezuela, Argent ina,
Chile, Uruguay y Costa Rica) y siete paises de la Unión
Europea (Italia, Alemania, Reino Unido, Suecia, Es­
paña, Francia y Portugal), todos de dimensión pobla­
cional variada, desde 3 ó 4 millones de habitantes en
Costa Rica y Uruguay, respecti vamente, hasta 95 y
164 mi llones de habitantes en México y Brasil, res­
pectivamente . En Europa los paises menos popu lo­
sos, entre los seleccionados, son Suecia y Portugal,
con 9 y 10 millones respectivamente, mientras que en
el ext remo opuesto se ubican Alem ania, con 82 millo­
nes, y Francia y el Reino Unido, con 59 millones cada
uno.

Las difere ncias no son muy marcadas en lo que se
refiere a ia importancia porcentual de la población en
edad act iva 115-64 años) en relación con la población
to tal. En los paises de América Lat ina oscila entre
60% (Chiíe) y 67% IUruguay), con el caso ext remo de
Costa Rica, con 50%; en los paises de la UE oscila en­
tre 64% (Francia y el Reino Unido) y 69% y 70% res­
pect ivamente para España y Portugal, con Alemania e
Italia en una posición int ermedia, con aprox imada­
mente 68% cada uno. Se aprecia una dife rencia me­
dia de 4-5 puntos porcentuales menos en América La­
t ina. A pesar de tener esto s paises porcentajes de
pobiación añosa muy inferiores a los de las naciones
europeas, la importancia relat iva de los jóvenes, de O
a 14 años, es mucho más elevada. Esto se explica por
las grandes diferencias en las tasas bruta s de fert ili­
dad: mientras que en América Latina se sitúan entre
2,2 (Uruguayl y 3 IVenezuela) descendie ntes por cada
muje r entre los 15 y 44 años, los valores correspon­
dientes a los paises de la UE no pasan de 1,7 (Reino
Unido, Suecia y Francia) y descienden hasta 1,2 (Italia
y España). Las diferentes cond iciones de salud hacen
que las poblac iones de América Latina tengan una
menor expectat iva media de vida: para los hom bres,

(2 1) Knowledge for Developm ent, World Development Report, The World Bank, 1998/99 .
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Diferentes ritmos de crecimiento económico. El
ritmo de crecimiento de las economías será cierta ­
mente desigual: los países de América Latina aquí se­
leccionados tuvieron, entre 1990 y 1997, medias de
crecimiento anual del PIB más elevadas que los de la
UE: oscilaron entre 1,8% y 1,9% en México y Vene­
zuela, respectivamente, hasta 4,5% y 7,2 % en Argen­
tina y Chile, respectivamente . En la UE los mejores
desempeños fueron observados en el Reino Unido
(1,9%) y Portugal 11,7%); Suecia tuvo 0,9 % e Italia
1,1%. Por cierto que estos valores reflejan los pési-

mas años de 1993-94, cuando el crecimiento llegó a
ser negativo en casi toda la UE, por la depresión por
arrastre con la subida de tasas de interés para conte ­
ner la inflación, decidída por Alemania luego de la in­
tegración de las provincias del Este. Pero más allá de
esta circunstancia coy untural, el potencial de crec i­
miento de las economías de América Latina, a pesar
de cierta inestabilidad, es ciertamente más elevado
que el de los países de la UE. Este potencial es induc­
tor de grandes cambios y permite encarar reformas
con mayor visión de futuro.

Diferencias institucionales . Algunos de los siste­
mas de protección social de la UE tienen más de un si­
glo de existencia, y ciertamente todos más de 50
años, con un fantástico desarrollo en los magníficos
treinta años posteriores a la 11Guerra Mundia l. Los ni­
veles de protección alcanzados fueron muy elevados,
cubriendo prácticamente toda la población, incluyendo
el antiguo sector de la agricultura. En muchos países
de Améríca Latina la protección por esquemas de Se­
guridad Social todavía hoyes incompleta y desigual.
Los sectores secunda rio y terciario de la economía
fueron los más protegidos, a la par de la Adminis­
tración pública y de las fuerzas armadas y militariza -
das. El modelo nunca tuvo tiempo de madurar lo sufi- 19
cíente para eliminar las características discrim inatorias
involuntarias con que fue implementado, habiéndose
tornado simultáneamente ineficiente e insustentable.
Las carencias de auto-financiamiento fueron en algu-
nos países supl idas medíante el recurso al presu -
puesto del Estado, lo que se reflejó negativamente en
la economía por el incremento de la deuda pública y
sus efectos inflacionarios. En este contexto, puede y
debe actuarse en forma más audaz que en los países
en los cuales el sistema, a pesar de las señales de fa-
tiga que emite, sigue siendo un referencial de solidari-
dad inter-profesional e inter-generacional.

Diferentes desigualdades. El índice de Gini pre­
tende med ir las desigualdades entre las rentas de las
diferentes clases sociales de un pais. Este índice es
tanto más elevado cuanto mayor es sean estas desi­
gualdades (cuando la curva de Lorenz de concen tra­
ción de riqueza se aleja de la diagonal de la dist ribu­
ción). Los índices de Gini de los países seleccionados
de América Latina son todos mucho más elevados
que los de la UE. Los prime ros oscilan entre un mí­
nimo de 46,8 puntos para Venezuela y un máximo de
60,1 para Brasil. Los segundos, entre un mínimo de
25 en Suecia y un máximo de 32,7 en Francia (no se
dispone de datos para el caso de Portugal). Desde el
momento en que el sistema de protección social de
postguerra produjo resultados tan positivos en los paí­
ses de la UE y cuando las menores desigualdades se
observan precisamente en los países con protección
más extensiva, es preciso pensar dos veces antes de
emprender la realización de reformas drástícas. No

EL POTENCIAL DE
CRECIMIENTO DE LAS
ECONOMíAS DE AMÉRICA
LATINA, A PESAR DE CIERTA
INESTABILIDAD, ES
CIERTAMENTE MÁS
ELEVADO QUE EL DE LOS
PAíSES DE LA UE. ESTE
POTENCIAL ES INDUCTOR
DE GRANDES CAMBIOS
y PERMITE ENCARAR
REFORMAS CON MAYOR
VISiÓN DE FUTURO.

La evo lución que
cabe esperar para el
futu ro lleva a con­
cluir que en Amér ica
Lat ina la población
activa va a aumentar
su importancia rela-
tiva, con el aumento prev isible de la expectativa de
vida y la incorporación a la actividad de cohortes jóve­
nes todavía muy nume rosas; las futuras obligaciones
en materia de pensiones van a aumentar segura­
mente, pero sólo en la medida en que aumente la ex­
pectativa de vida, teniendo que sostenerlas una po­
blac íón activa todavía en crecimiento. En la UE la
población actíva nacional va a disminuir debido a la in­
corporación a la actividad de cohortes drásticamente
menos numerosas, y el número de pensionados va a
aumentar debido a las expectativas de vida cada día
más elevadas. Los efectos del desempleo est ructural
prolongado, la cada vez más tardía entrada de los jó­
venes a la fase de actividad y la anticipación de la edad
de jubilación practicada erradamente para incremen­
tar el empleo de jóvenes, conducen a una carga exce­
siva de responsabilidad en el f inanciamíento de la Se­
guridad Social actual y futura, sobre los actuales y
futuros trabajadores activos. El recurso a los activos
inmig rantes puede tene r efectos compensadores en
los países de Europa del Sur, tal como ya aconteció en
las últimas tres décadas en Europa central y del Norte,
pero esto no soluciona los graves problemas de in­
sustentabil idad financiera de los sistemas de protec­
ción social.

ésta oscila entre 63
años (Brasil) y 75
años (Costa Rica); en
la UE varía de 72
años (Portugal) a 76
años (Suecia). En las
mujeres, las diferen­
cias son mayores: de
71 años (Brasil) a 79
años (Costa Rica) y
de 79 años (Portugal)
a 82 años (Suecia y
Francial.
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puede sorprender el hecho de que ninguna reforma
en Europa tenga en programa la abolición del modelo
social prevaleciente . Más bien se trata de proceder a
su corrección, perfeccionamiento y contención dentro
de los límites de sustentatibilidad que mantengan los
elevados niveles de solidaridad ya alcanzados.

7. Lo que Europa puede aprender
de América Latina

A pesar de las diferencias señaladas, Europa ha po­
dido aprender de las reformas sociales de América
Latina, iniciadas en Chile y aplicadas más tarde en
Argentina y en otros países. Varias han sido las contri­
buciones recibidas:

En primer lugar, la división del primer pilar en dos,
uno de naturaleza pública y financiado en régimen de
distribución, y otro de naturaleza mixta, público-pri­
vada, gerenciado por fondos con más flexibilidad, en
régimen de capitalización, sin hacer peligrar la susten­
tabilidad futura, con gran respeto por la soberanía del
consumidor-contribuyente que escoge la entidad ges­
tora, y con gran libertad para cambiar.

20 Seguidamente, la posibilidad de que estos fondos
de gestión capitalizados tengan participación en el de­
sarrollo del mercado financiero nacional primero, y
multinacional después. Esta animación del mercado
de capitales genera ciertamente alguna inestabilidad
futura , como se ha observado en las recientes crisis,
sobre todo en Asia. Pero es un factor de enorme di­
namización de la economía, tal como lo demostró la
experiencia chilena.

A esto se agrega que la mercadización de una parte
del primer pilaraleja de la manipulación política y de las
ingenierias preelectorales una porción muy importante
del sistema de protección social, ampliando el nivel y la
calidad de la democracia. Sin embargo, tal efecto sólo
se veríficará si la capacidad reguladora del Estado es
ejercida en pleno y si las normas de defensa del con­
sumidor se amplían a este sector estratégico.

Un sistema de protección social más ágil y flexible
puede practicar la selectividad en las prestaciones,

beneficiando positivamente a los más carenciados,
contractual izando su reinserci ón social, en lugar de
distribuir administrativamente para todos, pobres y ri­
cos, los mismos beneficios. El mecanismo portugués,
adoptado en 1997, de la selectividad en las prestacio­
nes familiares (abono de familia) , introducida con la
creación de tres escalones de abonos en función de la
renta observada, y la creación, en 1996, de la Renta
Minima Garantizada con una delicada ingeniería social
de asociaciones con instituciones locales y de despla­
zamiento hacia la comunidad de los servicios de ad­
ministración de los beneficios , son ejemplos alta­
mente positivos que no hubiesen sido posibles sin el
intenso debate ideológico que las experiencias de
América Latina propiciaron.

8. Conclusión

Los sistemas de protección social se encuentran
sometidos a un severo escrutinio en todos los conti­
nentes. La mundializacíón de las economías regiona­
les hace que la informac ión intercontinental sea tan
necesaria para el conoc imiento previo a la toma de
decisiones como lo es la información nacional o re­
gional. El aprendizaje es mutuo y debe realizarse con
caute-Ia, evitando los mimetísmos absurdos y las mo­
das socioeconómicas. La mejor prevención contra
estas prácticas irracionales consíste en la difusión de
la información y el intercambio de experiencias. Esta
conferencia constituye un excelente foro para sumi­
nistrar medios para que también en el campo social
sean ampliamente conocidas las experiencias más o
menos positivas, aumentando así los grados de liber­
tad de los responsables de la toma de decisiones pú­
blicas y, por encima de ellos, de los ciudadanos que
en el los delegan la conducción de los negocios pú­
blicos.•

Articulo publicado or igina lmente en Revista del CLAD
Reform a y Democracia, Caracas. N.Q 18 (Oct. 2000), y
presentado en el IV Congreso Internacional del CLAD
sobre la Reforma del Estado y de la Adm inistración PÚ­
blica, realizado en Ciudad de México, 19-22 de octu­
bre de 1999, con el titulo: Reformas da Seguran9a So­
cial na Europa: con tribu to das expe riencias da América
Latina.
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LOS INMIGRANTES
IBEROAMERICANOS Y

SU SEGURIDAD SOCIAL
EN ESPANA

Bernardo GONZALO GONZÁLEZ
Técnicodela Seguridad Social.Profesor de laUniversidad Autónoma

de Madrid

SÚBITAMENTE, ESPAÑA SE HA TRANSFORMADO EN UN PAís DE INMIGRACIÓN.
ACUDEN A ELLA A TRABAJAR EXTRANJEROS DE TODAS PARTES: EUROPA COMUNI­
TARIA Y DEL ESTE, PAíSES AFRICANOS Y, POR SUPUESTO, DE TODA IBEROAMÉRICA.
LAS ESTADíSTICAS RESULTAN ENGAÑOSAS, SOBRE TODO POR LAS DIMENSIONES
DE LA INMIGRACiÓN CLANDESTINA. HAY, EMPERO, DOS DATOS SIGNIFICATIVOS:
EL PRIMERO ES QUE HAY AHORA 800 .000 CIUDADANOS ALEMANES INSTALADOS
EN ESPAÑA, MÁS QUE LOS ESPAÑOLES QUE EMIGRARON A ALEMANIA EN LOS
AÑOS 60 Y 70; EL SEGUNDO ES LA SANGRíA -CERCA DE UN TERCIO DE SU PO­
BLACIÓN- DE ECUATORIANOS TRABAJANDO, LEGAL O ILEGALMENTE, EN EUROPA
Y PRINCIPALMENTE EN ESPAÑA.
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L
a extens ión e intensidad del fenómeno han

obligado a las Autoridades españo las a im­
provisar una política inmigratoria que.
hasta el momento, está siendo muy poco es­
table, arbitraria y, desde luego, contradictoria

e incompleta. Faltan crite rios para articula r la selec­
ción y atención preferentes de las migraciones pro-

cedentes de países que -corno los iberoamericanos­
se hallan vinculados a España por lazos históricos y
culturales . Sobre todo, falta una acción polítíca y legis­
lativa de origen internacional - un Derecho Internacio­
nal bilateral o multilate ral- destinado a eliminar obstá­
culos de protección social para faci litar la integración
social de las corrientes migratorias.
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FALTA UNA ACCiÓN
POLíTICA Y LEGISLATIVA DE
ORIGEN INTERNACIONAL
-UN DERECHO
INTERNACIONAL BILATERAL
O MULTILATERAL­
DESTINADA A ELIMINAR
OBSTÁCULOS DE
PROTECCiÓN SOCIAL PARA
FACILITAR LA INTEGRACiÓN
SOCIAL DE LAS CORRIENTES
MIGRATORIAS.
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Porque, desde luego, los trabajadores procedentes
de lberoamérica forman un bloque muy numeroso en
el conjunto de extranjeros que llegan a trabajar con
nosotros; España es su preferencia, y ésa deberia ser
también la preferencia española, la del país de aco­
gida. Como se ha dicho, obvias razones culturales e
históricas explican las ventajas que habrían de deri­
varse de dar juego a esa doble preferencia.

Hasta la muy reciente Ley de Extranjería, nuestro
Derecho interno concedía un trato de favor en cues­
tiones de Seguridad Social (cuestiones que, como es
sabido, pueden entorpecer o estimular la voluntad in­
migratoria y que, por supuesto, fo rman parte del " Es­
tatuto del inmigrante") a los inmigrantes iberoameri­
canos (el arto 7 de la LGSS disponía, desde su versión
de 1966, la igualdad de derechos de los iberoamerica­
nos, por contraste con la regla de "reciprocidad" atrí­
buida a los demás extranjeros). Después de sucesivas
reformas, todo el privilegio concedido a los trabajado­
res de Iberoamérica se vio reducido a las prestaciones
no contributivas, cuya conc esión se condicíona a
otros ext ranjeros europeos extracomunitarios y africa­
nos a prueba de reciprocidad. Pero la nueva Ley de
Extranjería ha venido a difumin ar incluso esa mínima
preferen cia residual; ahora todos los extranjeros, en
pie de igualdad entre ellos y con los españoles, dis­
ponen de acceso a las prestaciones españolas no con­
tribut ivas de Seguridad Social. En todo caso, ese pri­
vilegio ahora neutralizado. que afectaba sólo a una
modalidad marginal de las prestaciones sociales, no
era aliciente de peso para contituir sobre él un filtro
selectivo a favor de la inmigración americana.

La Seguridad Social es ahora un obstáculo para la in­
migración procedente de América. La solución estaría
entonces en la const rucción de un Derecho Interna­
cional capaz de eliminar esos obstáculos. Ésa es la ex­
periencia de los países de la Unión Europea, cuyos
Reglamentos y Direct ivas sobre Seguridad Social
constituyen un completo cuadro de medidas desti­
nadas a remover el obstáculo de la Seguridad Social
para facilitar la libre y ordenada circulación de los mi­
grantes.

Así pues, el Derecho interno no sirve ya para ali­
mentar la política inmigratoria iberoamer icana en las
cuestiones relativas a Seguridad Social. Debe ponerse
en manos de disposiciones de forma ción y origen
intern acional.

El panorama internac ional presente, sin embargo,
no es propicio para progresos asistencialistas en favor
de los inmigrantes. Sí lo es, en cambio, para el desa­
rrollo de políticas internacionalmente arm ónicas;
en primer lugar, porque las decisiones restrictivas lo
parecen menos cuando pueden justificarse con el
"mal de muchos" y, además porque existe ahora una
verdadera semejanza en los problemas de todos. La

comunidad de problemas sociales es el recurso prin­
cipal para la definición de objet ivos políticos conver­
gentes por parte de los Estados: el envejecimiento
demográfico, la evolución de las estructuras familia­
res, las transformaciones y la precarización del em­
pleo y el riesgo mayor de la marginación social y de la
nueva pobreza..., son expresión actualizada de tales
problemas sociales comunes. Algunos de ellos, los
principales, son también problemas graves en la co­
munidad iberoamericana. Y de ello resulta la intensifi­
cación antes referida, de los procesos migratorios ac­
tuales.

En consecuencia, España debe plantearse propiciar
un Derecho de Seguridad Social Internacional que per­
mita la coincidencia básica entre las instituciones
protectoras de los países en cuestión, y que ofrezca
unas normas técnicas suficientes para conceder la
asistencia debida a las migraciones. Armonización de
Derechos, por una parte, y coordinación legislativa y
de Admin istraciones gestoras, por otra.

Lo que ahora existe es claramente insuficiente. No
hay, y debería intentarse su consecución, un Código
o Carta Iberoamericana de Derechos de Seguridad
Social que, a modo de instrumento específico y adap­
tado a las necesidades de los países de la Comunidad,
sea capaz de armonizar sus inst it uciones para des­
pués coordinarlas adecuadamente en su incidencia
sobre las migraciones.

Esa coordinación requiere una norma bastante me­
nos simple que el actual Convenio multilateral de
Quito, que es el único instrumento normativo de que
se dispone al efecto. Deberían instaura rse proced i­
mientos de coordinación multilate rales y no sólo bila­
terales para obtener del Derecho Internacional todo el
rendimiento que es capaz de facilitar en orden a la so-

lución de las cuest io­
nes planteadas.

Por otra parte, da­
das las características
peculiares de las Ad­
ministraciones públi­
cas gestoras de los
sístemas nacionales
que deben ser coordi­
nados, se haría nece­
sario dotar a la Comu­
nidad Iberoamericana
de un órgano que sea
capaz de ren o var
efica zmen te esos
instrumentos armo­
nizadores y coor­
dinadores de las ins­
titucio nes d e la
Seguridad Social de
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Sin embargo, los instrumentos armonizadores y co­
ordinatorios existentes en esta área iberoamer icana
son, como se ha señalado ya, y hasta el momento, es­
casos y, sobre todo, muy poco eficaces.

Esta formulación intermedia del Derecho Internacio­
nal de Seguridad Social es, obviamente, tanto más de­
seable y posible cuanto más estrechos sean los vín­
culos históricos, geográficos o culturales de la región
internacional en cada caso considerada; cuanto más
estrecha sea la comun idad de intereses de los países
que la forman, o su coincidencia en unos mismos
ideales y principios de organización de la convivencia
social.

Es incuestionable que tal es precisamente el caso
de los paises miembros de la Comunidad Iberoameri­
cana de Naciones, cuyos factore s comunes comparti­
dos son, sin duda, más poderosos y exigentes que los
que unen entre sí, por ejemplo, a los países asociados
en el Consejo de Europa y que tantas pruebas de vita­
lidad están dando a este respecto: Carta Social Euro­
pea, Convenio Europeo de Seguridad Social, Código
de Seguridad Social Europea....

Por añadidura esos
Códigos y Convenios
de adaptación regio­
nal facilitan compro­
misos más estrictos
entre los Estados a
los que vinculan, y
métodos operativos
(de negociación, de
ratificación, de aplica­
ción y control) menos
complicados y más
eficientes que los
que son propios de
las normas interna­
cion ales de ámbi to
universal.

La capacidad para
promover adhes io-
nes de tales Códigos
de adapta c ión re-
gional, en fin, es su-
perior a la de cua­
lesqu iera otros; la
opinión pública de los 23
paises implicados
aprecia con espec ial
sensi bilidad su con­
veniencia, la ut ilidad
de los vínculos que
establecen y la vali­

dez de los principios que los informan.

HASTA LA MUY RECIENTE
LEY DE EXTRANJERíA,
NUESTRO DERECHO
INTERNO CONCEDíA UN
TRATO DE FAVOR EN
CUESTIONES DE
SEGURIDAD SOCIAL
A LOS INMIGRANTES
IBEROAMERICANOS, QUE
SON EL BLOQUE MÁS
NUMEROSO QUE LLEGA
A TRABAJAR CON
NOSOTROS. PERO DICHA
LEY HA VENIDO A
DIFUMINAR Y NEUTRALIZAR
ESOS PRIVILEGIOS. LA
SEGURIDAD SOCIAL ES
AHORA UN OBSTÁCULO
PARA LA INMIGRACiÓN
PROCEDENTE DE AMÉRICA.

La anter ior es una propuesta planteada como im­
prescindible y urgente. Aunque sea poco original: ex­
periencias internacionales numerosas, y muy en parti­
cular las que resultan de las act ividades al respecto
del Consejo de Europa, recomiendan completar la red
de normas y estudios comparados universales sobre
Seguridad Social con actividades semejantes circuns­
critas a un grupo reducido de paises especialmente
vinculados entre sí por estrechos lazos geográficos o
por pautas culturales comunes.

los Estados, y capaz incluso de operar como un orga­
nismo de enlace y coordinación, actuando incluso
como una instituc ión que interviniera directamente
en el trámite de los expediente s de prestaciones con
objeto de asegurar la diligencia y la exact itud en la so­
lución de los problemas asistenciales de los emigran­
tes . Cierto que la Comunidad Iberoamericana dispone
ahora mismo de una institución que podrla servir para
solucionar las carencias citadas. La Organización Ibe­
roamericana de Seguridad Social (OISS) viene desem­
peñando, es cierto, y de antiguo, tareas de formación
de los funcionarios de las Administraciones públicas
implicadas y tareas de intercambio de información y
experiencias gestoras de los distintos Estados; inter­
cambio de información y exper iencias que, sin em­
bargo, se centran excesivamente en la descripción de
las inst ituciones españolas. Claramente, la OISS se
enfrenta a un panorama absolutamente renovado y
exigente sobre la Seguridad Social en esta Comuni­
dad: un panorama que exige iniciativas legislativas nu­
merosas , impulso para establecer los compromisos
debidos entre Admin istraciones públicas diversas y,
en suma, la promoción de un Derecho de Seguridad
Social iberoamericano (de un Código Iberoamericano
de Seguridad Social) y de un Convenio de Seguridad
Social para resolver los conflictos de leyes en la apli­
cación de las normas nacionales al numeroso con­
junto de emigrantes. Nuestra opinión es la de que to­
das las Administraciones públicas iberoamericanas, y
a la cabeza la española, deberían ponerse manos a la
obra en esa compl icada tarea de promover un Dere­
cho común de minimos para la Seguridad Social ibe­
roamericana, y de instaurar unos procesos de rela­
ción entre las inst it uciones gestoras competentes
para que los migrantes de Iberoamérica puedan tener
garantizados sus derechos pasivos y los beneficios de
los servicios sanitarios y sociales correspondientes.

Las normas de alcance Internacional reg ional
constituyen un medio perfeccionado de enlazar los
sistemas de Seguridad Social de los paises compro­
met idos que asegura la impresc indible adaptación de
los principios armonizadores, de las técnicas coordi­
natorias y de los métodos de contro l de aplicación
universales a las peculiares condiciones socioeconó ­
micas y a las concepciones políticas globales que ca­
racterizan a tales paises.
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EL ACTUAL CONVENIO
MULTILATERAL DE QUITO,
QUE ES EL ÚNICO
INSTRUMENTO NORMATIVO
DE QUE SE DISPONE,
ES CLARAMENTE
INSUFICIENTE. DEBERlA
INTENTARSE LA
CONSECUCIÓN DE UN
CÓDIGO O CARTA
IBEROAMERICANA DE
DERECHOS DE SEGURIDAD
SOCIAL QUE, A MODO DE
INSTRUMENTO ESPECíFICO
YADAPTADO A LAS
NECESIDADES DE LOS
PAíSES DE LA COMUNIDAD,
SEA CAPAZ DE ARMONIZAR
SUS INSTITUCIONES PARA
DESPUÉS COORDINARLAS
ADECUADAMENTE EN SU
INCIDENCIA SOBRE LAS
MIGRACIONES
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Se trata , en pri­
mer lugar, del men­
cionado Convenio
mu lt ilateral d e
Guito, dest inado a
re sol ver d e u n
modo concertado la
conservación y ga­
rant ia de los dere­
chos de Seguridad
Social de los traba­
jadores migrantes.
Su limitado alcance
- meramente coor­
dinatorio, en abso­
luto armonizador,
de las legislaciones
en presencia-, y su
carácter de "Con ­
venio tipo " (es de­
cir, de Convenio no
directamente apli­
cable en las rela­
ciones entre los Es­
tados , en cuy as
manos se deja la fa­
cultad de estable­
cer los arreglos bila­
tera les necesarios
para evitar que la
Segur idad Soc ial
pueda ser obs­
táculo a los movi­
mientos de la mano
de obra) restan inte-
rés a sus preceptos .

Ese es también el caso de la llamada "Declaración
de Seguridad Social de Buenos Aires ", aprobada a co­
mienzos de la década de los 70, y que resume con
una claridad y rotundidad encomiables los principios
contemporáneos -universal idad, integridad, solidari­
dad total y directa responsabi lidad del Estado en su
constitución y mantenimiento-, que deben informar
los sistema s de protecci ón social, pero que no pasa
de ser un documento meramente programático, ca­
rente de todo valor juridico y, por tanto, sintomático

de una etapa muy primaria en el desarrollo del Dere­
cho Internacional de Seguridad Social.

Los merit orios esfuerzos desplegados por algunas
inst ituciones de diverso alcance internacional regional
(OISS sobre todo, pero también Organización Pana­
mericana de Seguridad Social, Asociación Iberoameri­
cana de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social,
Centro Iberoamericano de Relaciones Industr iales...)
no añaden nada signif icat ivo a ese escaso panorama
descrito . Todo lo más, ciertos estudios comparados
sobre aspectos parciales de la ordenación jurídica de
los respectivos sistemas, o recomendaciones puntua­
les - por lo general desatendidas- sobre esta o aquella
institución protectora concretas.

No existe aún, por consiguiente -conviene insisti r
en ello- un Derecho común iberoamericano de Se­
guridad Social; un texto o textos de origen interna­
cional regional adaptado a las circunstancias socioe­
conómicas y a las concepc iones polít icas (o polít ico
sociales ) y juridicas que distinguen a los paises del
área.

Llenar esa laguna parece una necesidad urgente.
Consecuentes con esa necesidad, los paises implica­
dos, a través de la OISS o por otros medios, deberían
comprometer la confección de un Código Iberoame­
ricano de Seguridad Social. Su texto deberia incor­
porar reglas conjuntamente de armonización de
políticas y de coordinación legislativa. Deberia con­
cebirse como instrumento para la cohesión social de
Iberoamérica y para reforzar los programas de ámbito
regional y subregional sobre convergencia de las polí­
t icas económicas que en la actualidad se intentan por
diversos paises; serviría, desde luego, para definir los
servic ios minimos de protección social para Iberoa­
mérica, consi derando preferentemente los destina­
dos a la erradicación de la marginación y la pobreza,
del desempleo de larga duración, y a promover el bie­
nestar de las familias, la protecc ión de la infancia y los
mejores niveles de salud comunitaria. Su aprobación
deberia ir seguida de la instauración lo reinstauración)
de una organización internacional específica capaz
de amparar sus normas, y de los órganos de esa na­
turaleza internacional responsables del control de su
aplicación y de apoyo a su gest ión.
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En este trabajo se analizan las perspectivas que existen en
nuestro país para que, en un futuro más o menos lejano, se pro­
duzca la privatización parcial o total de las pensiones públicas.
Se describe brevemente, en primer lugar, la situación tanto del
sistema público de pensiones de reparto como del sistema de pla­
nes y fondos de pensiones privadas, cuyos indicadores básicos se
comparan. A continuación se analizan las perspectivas financie­
ras del sistema público de pensiones. Finalmente, de manera más
detallada, se analizan los factores de los que depende el atractivo
de las pensiones privadas y su capacidad para resolver o no algu­
nas de las incógnitas relativas al futuro de las pensiones. La
principal conclusión es que la privatización parcial de las pensio­
nes públicas puede presentar ventajas netas para los futuros pen­
sionistas que deberían cosecharse iniciando una reforma radical
de nuestro sistema de pensiones cuanto antes. Un aspecto cru­
cial, poco debatido, es el del coste de las anualidades en las que
se materializarían las pensiones privadas.

1.- Este trabajo ha sido pub licado originariamente en la Revista "Hacienda
Pública Española",

2.- Me refiero al sistema de planes y fo ndos de pensiones complementarios a la
Seguridad Social. En este trabajo aludiré indistintamente al sistema privado o al
sistema complementario.

1. Introducción

En este trabajo me propongo
situar la discusión sobre la pri­
vatización de las pensiones en
España en el análisis de los da­
tos de los que ya empeza mos a
disponer relativos al funciona­
miento de l sistema de pen sio­
nes pri vada s", las característi ­
cas diferenci al e s de ambo s
tipos de pensiones y la profun ­
dización de aspectos, por lo ge­
neral meno s tratados, cuando se
habl a de las pen siones pri va­
das . Tant o la insufic ienc ia fi­
nancier a qu e ame naza a largo
pl azo a l s is te ma públi co de
pensiones como la capac idad
de la ca pitalización para saca r
un mejor partido de las cotiza­
ciones de los trabajadores son
dos razon es para recomendar
qu e se inicie un proceso gra­
dua l de pri vati zación de la s
pen sion es públicas , al menos
parc ial. A u nq ue e n Es paña
ex iste un sistema de pension es



3.- Excepto en el caso de los trabajadores con sala rios brutos anuales superiores
a 4 millones de pese tas, al encontrarse limitadas las bases de cotización anual a
este importe. En este caso la pensión está limitada también y su proporción sob re
IIn salario superior a los 5 millones de pesetas puede disminuir apreciab lemente.
Tanto en este caso como en el caso general, corresponde al propio trabajador o a
Sl/ empresa buscar el complemento más adecuado a la pensión pública de manera
voluntaria.p

26

complementarias basadas en la
capitalización individual volun­
tari a , no pu ed e decirse q ue
me diante tal sistema vayan a
generalizarse las pensiones pri­
vadas, ya que la obligatoriedad
de aportar una parte muy signi­
fi cati va del co ste lab or al de
cada tra baj ador a l s is te ma
p úblico impide un a o pc ió n
eq uilibra da entre ambos tipos
de pensiones.

Las pen siones de Seguridad
Social representan en la actuali­
dad, para los nuevos pensionis­
tas de jubilación , porcen tajes
mu y e lev ados de los sa larios
perdidos con moti vo de dicha
contingencia, cumpliendo la re­
gia de mantener e l estándar de
vida de los trabajadores tras su
jubilación'. Esto se consigue en
la actualidad con suficiencia fi­
nanciera para el conj unto del
sistem a de pensiones contributi­
vas , aunque se adv ierte a menu­
do que el envejec imiento de la
pobl ación pon dr á bajo fuerte
tensión este método fin anciero a
medio y largo plazo. Ello obli­
garía a un aumento de las coti­
zaciones , a una disminu ción de
las pensione s o a ambos ajustes
a la vez, amén de ajustes en las
condiciones de elegibilidad.

La introducción de las pen ­
siones de capitalización permi­
tiría destinar las cotizaciones de
lo s trabajadores a la ac um u­
lación de sus derechos de jubi ­
lación y no al pago de las pen­
siones de l mom ento. Po r otra
parte , las pensiones de capitali­
zac ión han de prese nta r una
combinación de rent abilidad y
seguridad suficiente para poder
resultar atractivas para los indi­
viduos . Idea lmente, éstos debe­
rían poder elegir entre las pen­
s iones pública s y las pri vadas
para acumular sus derechos de
jubilaci ón , invalidez o supervi­
vencia, al igual que eligen entre
di ferentes instrum en tos pa ra
colocar su riqueza acumulada.

Pero dada la masiva presencia
del sistema públ ico, basado en
un reparto transversal entre ge­
neraciones y no en planes indi­
vidua les longitudinales, la re­
forma necesari a implica una
carga que hay que distribuir en­
tre un amplio número de gene­
raciones en el ti emp o; por lo
que la elección amplia de pen­
siones puede verse limitada de
distintas maneras.

La transición desde una situa­
c ión como la actual haci a otra
situación en la que las pensio­
nes privadas coex istan en pie
de igualdad con las públicas re­
qu iere un diseño muy cu idado
para evitar riesgos financieros
para el sistema públi co y para
los individuos, pero no podrá
evitar un cierto coste (en forma
de mayor esfuerzo contributivo
de las ge nerac iones activas pre­
se ntes y futuras) qu e sólo se
just ificaría si las pensiones fu­
turas que se lograsen mediante
una reforma de este tipo fuesen
sobradamente mejores que las
que se obtendrían de no hacer
dicha reform a. La incertidum­
bre del cálc ulo de costes y be­
nefici os es conside rable y se
podría ver complica da por un
mayor riesgo de las pensiones
futuras o una inadecuada distri­
bución del mismo entre las ge­
neraciones en el caso de un di­
seño inc orr e cto de l nu e vo
sistema o de sus fases.

Un aspecto clave para que los
costes que sufran las generacio­
nes activas resulten compensa­
dos consiste en trasladar la má­
xima rentabi lidad posib le que
la capitalizac ión proporcion e a

los propios contr ibuyentes ha­
c ie ndo de la producci ón de
pensiones privadas un proceso
barato y eficiente para éstos. Es
decir, que el cos te de la gestión
de las cot izacione s acumuladas,
primero, y el de generación de
las rentas v italicias , de spués,
sean lo suf ic ientemente compe­
titivos para que la rentabil idad
bruta generada en ambos proce­
sos se traslade en la mayor me­
dida posible a las futuras pen­
siones privada s. Ello depende a
su vez de lo amplios que sean
los mercados de planes de pen­
siones y rentas vitalic ias, de su
estructura de competencia y de
la regulación que los afecte.

La cap ita lizac ió n, por otra
parte , pued e a ume nta r e l in ­
centivo a la actividad laboral y
al ahorro , lo que llevaría a la
economía a una mayor tasa de
c rec imie nto pot en ci al y a un
mayor rendimi ento de las coti­
zac iones ac umuladas, lo qu e
compensaría adic ionalmente a
las gene rac iones que afront en
el coste de la transición. Las re­
glas de l proceso de transición
deberían asegurar, por fin, que
quienes han sufrido su coste se
vean compensados por sus be­
neficio s , s in menoscabar los
derechos reconocidos de las ge­
neraciones ya ju bil adas o a
punto de jubilarse.

2. Pensiones públicas
y privadas en España
en la actualidad

Desde hace poco más de diez
años , nuestro país dispone de
un sistema organizado de pen-
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Cuadro I

Indicadores de pensiones públicas yprivadas en España (1998)
Sistema Sistema Ratios
público privado

Afiliados/partícipes (miles) 14.566 3.454,2 4,22
Pensionistas/beneficiarios (miles) 6.799

Nuevos pensioni stas/nuevos beneficiarios (miles) 456 74 6,16
Cotización/aportación media anual (pese tas) 586.000 168.376 3,48

Pensión/prestación media mensual(pesetas)* 71.900 67.493 1,07

Cotizaciones/aportaciones totales (millones ptas.) 8.540.000 581.600 14,68

Pensiones/prestaciones totales (millones ptas.) 7.460.000 82.490 90,44

Gastos de ges tión (millones ptas.) 311.000 55.007 5,65

Patrimonio (a 31/12 en millones de ptas.) 4.551.092

Gastos de ges tión en % de gastos de prestaciones 4,2 66 ,7 0,06

Gastos de ges tión en % de patrimonio medio 1,4

Prestaciones totales en % del PIE 8,59 0,1 85,90

Patrimonio en % del PIE 5,24

* Por todas las contingencias, 14 pagas al año. En el caso del sistema privado sólo se consideran las prestacio­
nes en forma de renta , el 44,4 % del total de las prestac iones.
Fuente: MTAS, Dirección General de Seguros y elaboración propi a. 27

sio nes privadas. A raí z de la
promulgación de la Ley de PIa­
nes y Fondo s de Pensiones, en
1987, se encuentra regulado un
sector que hasta entonces care­
cía de normas e incentivos para
la provi sión de pensiones priva­
das (Herce, 1988 y 1989). A las
nuevas modalidad es previ stas
en la Ley se han venido adap­
tando en todos es tos años los
anteriores esquemas de pensio­
nes ofrecidas por las empresas
a sus empleados, las mutualida­
des, etc . Las pension es privadas
son compleme ntarias a las de
la Seguridad Social y se basan
obliga toriamente en el método
de capitalizac ión. El desarrollo
de las pen siones privadas e n
España ha sido apreciable, aun­
que presenta algunas limitacio­
nes, especialmente las referidas
a las moder adas ap ortaciones
de los partícipes, su escasa pre­
sencia entre las familias con in­
gresos medios o bajos y el re­
ducido peso de los planes de

empleo frente a los individuales
(Herce y Alonso, 2000a) . En
co ntrapos ic ió n, las pen si one s
co ntribut ivas de la Segurida d
Social, o pe ns iones públicas ,
cubren a la práctica totalidad de
la población.

Con objeto de proceder a una
rápida co mpa rac ión entre lo s
sistemas de pensiones púb licas
y privadas, se ofrecen una serie
de indicadores de ambos siste­
mas en el Cuadro 1. El año de
co mparac ión es 1998, ya qu e
aunque se dispone de informa­
ción muy reciente tanto para el
sistema público (www.rntas.es)
como para el sistema comple­
mentari o (www.ínverco.es),
ha y dato s muy re levantes que
sólo están disponibles a través
del Anua rio de la Di recc ión
Ge nera l de Seg uros, cuya últi­
ma entrega (199 9) trae datos
hasta el año 1998. En el Cuadro
1, pues, puede apreci arse, en
primer lugar, que el sistema pri-
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vado de pensiones tenía a fina­
les de 1998 un número muy im­
portante de partícipes, casi 3,5
millones de per sonas, aunque
cuatro veces meno s que afilia­
dos a la Seguridad Social. Este
dato refleja la importancia que
han adquirido las pen si on es
comp lementarias al menos des­
de el punto de vista de la cober­
tura demográfi ca de la pobla­
ción.

Naturalmente. entre los partí­
cipes se encuentran mucho s in­
divid uos que son a la vez afilia­
dos a la Seguridad Social, pero
también hay personas inactivas
desde el punto de vista laboral,
ya que la participación en el
sistema de pen siones comple­
mentarias puede se rlo a título
individual. Entre los trabajado­
res, por lo general, son los de
mayores ingresos quienes, in­
divid ualmente o mediante un
plan de empl eo o asociado, sus­
c riben p lan e s de pensiones.



•

Téngase en cuenta que los tra­
bajadores de mayo res ingresos
tienen un tope a los salar ios por
los que pueden cotizar al que le
corresponde un tope a la pen­
sión que pueden recibir. Por
ello , las pensiones representan
porcentajes decrecientes de los
sa larios superiores al tope de
cotización a med ida que éstos
crecen. Los trabajadores afec ta­
dos por este fenómeno buscan
las pensiones complementarias
como una manera de completar
su pensión pública para alcan­
zar una mayor tasa de reposi­
ción. Por e l co ntrario , los traba­
jadores cuyos sa la r ios so n
inferiores a la base máxima de
cot ización tienen una tasa de
repos ic ión (pensión/salario)
que es e l 100 por c ie n de la
base reguladora, por lo que la
necesidad de completar la pen­
sión p úbl ica no es ev ide nte

28 cuando se trata de no ver redu­
- cido el nivel de ingresos tras la

jubilación.

En número de benefic iario s
en ambos sistemas, mu y des­
proporcionado según se consta­
ta en el Cuadro 1, requiere una
exp licación adicional. En el sis­
tema público, ade má s de los
nuevos pens io nistas de cada
año, se consigna el número total
de pensionistas ex istentes que
dependen del sistema. En el sis­
tema privado, los pension istas
retiran su pensión en forma de
cap itales de jub ilación o en for­
ma de una renta vitalicia. Dejan
pues de depender de los planes
y fondos de pensiones para pa­
sar a depe nder, los de la última
moda lidad de prestac iones, de
una compañía de seguros. Así,
en el Cuadro l se compara e l
número de nuevos pensionistas
en el año 1998, constatándo se
que por todas las contingencias
(veje z, inva lidez y superviven­
cia) en el sistema público apare­
cen 6 veces más pens ionistas
que en e l sistema privado . Esta
ratio, comparada con la relativa

AUNQUE EN ESPANA
EXISTE UN SISTEMA
DE PENSIONES
COMPLEMENTARIAS
BASADAS EN LA
CAPITALIZACiÓN
INDIVIDUAL VOLUNTARIA,
NO PUEDE DECIRSE QUE
MEDIANTE TAL SISTEMA
VAYAN A GENERALIZARSE
LAS PENSIONES
PRIVADAS, YA QUE LA
OBLIGATORIEDAD DE
APORTAR UNA PARTE MUY
SIGNIFICATIVA DEL COSTE
LABORAL DE CADA
TRABAJADOR AL SISTEMA
PÚBLICO IMPIDE UNA
OPCiÓN EQUILIBRADA
ENTRE AMBOS TIPOS
DE PENSIONES.

al número de partícipes, refleja
el hecho de que el sistema com­
ple me ntario es tá lej os de su
maduración. El número tota l de
beneficiarios del sis tema com ­
plementario, del que no se co­
nocen cifras prec isas, debe de
ser correspondientemente con­
si derable me nte infer ior a los
cas i siete millones de pensionis­
tas que el sistema público tenía
en 1998.

Ot ra dimensión en la que el
sistema público está a una gran
di stan cia de l co mpleme ntar io
es la relativa a las co tizac iones
rea lizadas po r los afiliados o
part ícipes. En e l primer caso
(C uadro 1), las cuotas de em­
pr esas y tr abaj ador es asee n-
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dían, por término medi o , en
1998, a 586 mil pesetas, mien­
tras que las aportaciones me­
dia s a los planes de pensiones
fueron de poco más de 168 mil
pe setas, 3 ,5 veces menores.
Esto refleja el carácter com­
ple mentario de las pen siones
privadas. Ta n sólo e l 8,2 po r
ciento de los partícipes realizó
apo rtaciones s upe riores a las
500 mil pesetas.

Sin embargo, en lo que se re­
fiere a las prestaciones recibidas
de cada sistema, la distancia es
muy reducida. La pensión me­
dia total del sistema público es
sólo un 7 por ciento superior a
la prestación media tota l del sis­
tema complementario. Aunque
desconocemos las historias de
aportaciones de qui enes en la
actualidad están recibiendo ren­
tas del sistema complementario,
cabe pensar que no serán más
largas que las de los nuevos
pension istas de l sistema públi­
co, habiendo sido sus aportac io­
nes medias inferiores. Por ello,
esto s datos sug ieren q ue las
pensiones de l sistema pr ivado
no se van a comparar desfavo­
rablemente a las del sistema pú­
blico en el futuro. Éste es un as­
pec to q ue rec lama atención
prioritaria, ya que la eventuali­
dad de obtener una pensión
e quiva lente a la del s is te m a
púb lico med iante una carrera
menor de cot ización y unas me­
nores aportaciones ha de contra­
pone rse a la incertidumbre natu­
ral sobre la rentab ilidad de las
inversiones y e l e levado coste
de las anualidades.

Los flu jos econó m icos e n
ambos sistemas tienen también
una gran de sproporción. Las
cotizaciones totaJes del sistema
público son casi quince veces
mayores q ue las de l s istema
comp leme ntario , mientras que
los gastos por prestaciones son
noventa veces mayores e n e l
primero que en e l segundo. A



su vez, en el sistema privado,
los gas tos por prestac iones son
mucho menores que los ingre­
sos por co tizaciones, algo ca ­
racterístico en un sistema tan
reciente. Los gastos de ges tión
so n, s in embargo , so lame nte
unas seis veces menores en e l
sistema público que en el priva­
do. En este último los gas tos de
ges tión son a la vez las comi­
siones de las entidades gestoras
y depositarias y equivalen a dos
terceras partes de las prestacio­
nes pagadas. Por e l co ntrar io,
en el sistema público los gastos
de ges tión só lo representan el
4,2 por c iento de los pagos de
pensiones. En realidad, los gas­
tos de ges tión del sistema pri­
vado han de compararse co n
los ca p ita les ges tiona dos por
términ o med io en e l pe riodo .
En este caso, los gastos de ges­
tión representan el 1,4 por cien­
to de dicho patrimonio. Para el
s istema público no es posible
obtener es te indicador, ya que
hasta la fecha no tiene patrimo­
nios acumulados relevantes. La
cifra de prestaciones totales del
sistema privado es toda vía de­
masi ad o reducid a co mo para
poder re fe ri r a e lla cualquie r
otro ind icador de cos te o resul­
tado de l sector. Los patrim o­
nios acumulados por e l sistema
privado de pensiones represen­
taban en 1998 el 5,24 del PIB,
una magnitud apreciable a los
diez años de su introducción.

Las grandes di feren cias que
presentan los indicadores selec­
c ionado s según habl em os de l
s istema público o de l sistema
privado de pensiones son natu­
rales . Enfrentamos un sistema,
el primero , con un siglo de his­
toria y plenam ente maduro, con
un sistema de poco más de una
década de vida tod av ía en su
despegue. En el sistema públi­
co toda la población potencial­
mente beneficiaria se encuentra
ya encuadrada, las carreras de
coti zación so n por lo ge ne ral

completas y las prestaciones re­
ponen la prácti ca totalidad de
los ingreso s perdidos par a la
mayoría de los nuevos benefi­
ciarios . En el s istema privado
participan muc hos menos in­
div iduos, los beneficiario s de
pre staciones son tod av ía muy
pocos, las carreras de aporta ­
ciones redu cidas y las aporta­
ciones mismas mucho menores.
Pero las prestac iones son equi­
parables a las del sistema públ i­
co , habi éndose obte nid o co n
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menores aportaciones, menores
carreras de aportac ió n o un a
me zcl a de ambas c ircunstan­
c ias. También los patrimoni os
acumulados por el sistema pri­
vado empiezan a ser relevantes
si los medimos, por eje mplo, en
porcentaje del PIB.

3. El futuro de las
pensiones públicas

No me extende ré e n es ta
cues tión ampliame nte deb ati -
da en numerosas publicacion es
rec ien te s (He rce y A lon so,
2000b ; Jimeno, 2000) sa lvo
para indicar que el sistema es-
paño l de pensiones contributi-
vas está abocado a una seria in­
suf iciencia financi era a partir
de 2015 a medida que se acele-
re el envejecimiento de la po­
blación españo la y se agoten 29
los márgenes de actividad de la
misma. Ni siquiera el aumento
previsible de la fecundidad o de
los flujos migratorios añadiría
los suficientes recursos huma-
nos para evitar ese deterioro,
excepto en una medid a modera-
da (He rce y A lonso , 2000b).
Con las ac tua les fó rmulas de
pen sion es y co tizac io nes de l
sistema españo l, y dados los es­
cenarios macroecon ómi co s y
dem ogr áficos habi tu almente
co ns iderados en es te tipo de
eje rcicios, el déficit del balan ce
del sistema de reparto español
tendría la evo lució n que se
aprecia en el Gráfico 1, pudie n-
do llegar a ser un déficit de más
del 6 por c ie nto d el PIB e n
205 0. Para su mejor compara-
ción con la evolución del factor
de mográfico de l s is te ma de
pensiones, se ofrece también en
el Gráfico I la evolución de la
ratio afiliados/pensiones.

Tales perspectivas, estableci­
das a legislación constante, no
se cumplirían si el sistema ajus­
tase sus fórm ulas de pensiones



Gráfi co 1

Balance del sistema de pensiones de reparto yrelación afiliados/pensionistas
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y co tizaciones de maner a que
los gastos por pensiones dismi­
nuyeran en relación con los in­
gresos por cotizaciones a lo lar­
go del tiempo. El equilibrio del
sistema requeriría pues un au­
mento de las co tizac iones o una
disminuc ión de las pen siones
respecto a las que las fórmulas
actuales determinaran en cada
momento del tiemp o. El Gráfi­
co l sugiere que tales var iacio­
nes habrían de ser de una mag­
nitud cons iderable.

Frente al método del reparto
y su extrema sens ibilidad a la
evolución demográfi ca, dados
los límites para un aumento de
las cotizac iones , otra alternati­
va co nsiste en sacar un mejor
par tido de las co tizac iones pa­
gadas por trabajadores y em­
presari o s . Una v ía par a e llo
consiste en la capita lizac ión de
lo s com pro misos futu ro s de

pen siones ac umulando di ch as
cotizaciones en un sistema de
planes y fondos de pensiones.
Pero a diferencia del actual sis­
tema de pensiones complemen­
tarias, en el que participan vo­
luntariament e los trabajadores
de mayores salarios, se trata de
generalizar este métod o a todos
los trabajadores para que al me­
nos una parte de sus co tizacio­
nes pase a la ca p ita lizac ió n .
Pero , a pesar de los beneficios,
ésta no es una alte rnat iva sin
costes , co mo se argumenta en
las secciones siguientes.

4. Rentabilidad de las
cotizaciones

La noción de rentabilidad de
las co tizac iones es central a la
hora de comparar los diferentes
método s ex istentes par a obte-

ner una pens ión. Aunque esta
comparación no puede hacerse
al margen de toda otra conside­
ración relativa a la base demo­
gráfica del sistema en cues tión,
los aspectos redi stributivos o
los cos tes de ajuste en el paso
de un sis tema a otro. es mu y
ilu strativo analizar e l margen
ex is te nte e ntre lo s di feren te s
métodos, para ver de qué facto­
res dep ende y en qué medida
es te margen proporcionaría re­
cursos suficientes para costear
un proce so de transi ción. Si las
mi sm as cot izac io ne s rinden
mayores pensiones en un siste­
ma que en otro o bajo unas cir­
c unstanc ia s qu e baj o otras,
ex iste un caso genuino para e l
cambio de sistema si los cos tes
de dicho cam bio pueden ser so­
bradamente sufragados con car­
go a l rendimiento di feren ci al
mencionado. En los epígrafes
siguientes se establecen las fór-
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mulas que determinan la tasa
int erna de rendimiento de las
pensiones de reparto y de capi­
talización y se comparan dichas
tasas aislando los factores que
en mayor medida pueden deter­
minar la diferencia entre am­
bas.

• Pensiones de reparto :

La pen si ón de jubilaci ón del
sistema público español se cal­
cula medi ante una fórmula en
la que se tienen en cuenta la
edad, el número de años cotiza­
dos y la base media de cotiza­
ción actualizada de los últimos
doce años", pero no las cotiza­
cio nes efe ctivamente pagadas.
Es ta fórmula por lo tanto no
permite un cálculo de la tasa in­
terna de ren dimiento de las
pensiones recibid as por un indi­
viduo típi co , ya que no consi­
dera todas la s co tizac io nes
efectuadas por una doble caren­
cia: ni se tienen en cuenta todos
los años de cotización en el cál­
culo de las bases medias ni las
cotizaciones efectivamente pa­
gadas en cada uno de los años
co nsiderados. E l número de
años de cotización sólo se tiene
en cuenta para calcular los pun­
tos totales de la base regul adora
que pasan a formar la pensión
antes de someter a la resultante
a la posible pen ali zación por
jubilación anticipa da . La fór­
mul a simplificada para el cál­
culo de la pensión de jubilación
en el sistema español de reparto
es la siguiente:

PR"Mf¡= [ 1-o,osmáx(65- i,O)] *

[

o.s m'" lmo, (C- 14.0). I I+ ]
0,03mí n lmáx(C -1 5,0),10 1+ '" 11
0,02 mín 1máx(C - 25,0), 10)

[B_,+B_,+f B_,( IH )'J,', 11 1J.,

[ 1]

es la carrera de cot ización del
pensionista expresada en núme­
ro de año s co mpletos durante
los que ha pagado cotizaciones .
En el bloq ue 111 de la expresión
[1] se calcula la base regul ado­
ra como la media de las bases
de coti zaci ón de lo s úl timos
doce años (serán 15 en 2002),
actualizá ndose con e l IPC las
de los 10 años más alejados del
momento de la jubilación . En el
bloque 11 se calcula el porcen­
taje de la base reg uladora que
correspond e dado el número de
años completos de cotización,
co rres pondiendo e l 50 % a los
primeros 15 años (no se percibe
pensión por menos de 15 años
de cotización), un 3% adicional
por cada año hasta los 25 y un
2% adicional por cada año has­
ta los 35 en que dicho porcenta­
je Llega al 100% de la base re­
guladora . Es te porcentaje no
aumenta a partir de los 25 años
de cotización. En el bloque 1 se
aplica un a penali zaci ón de 8
puntos porcentuales por ca da
año en el que se adelanta la ju­
bilación respecto a los 65 años
que es la edad legal (no obliga­
toria). No se puede solicitar una
pensión antes de los 60 años de
edad . Si la pensión así calcula­
da es superior a un máximo, se
recorta hasta dicho máximo y si
es inferior a un mínimo se ele­
va hasta éste. Una vez determi­
nada la pensión que correspon­
de a ca da pen sionist a és ta se
actualiza cada año con el IPC.

Se puede genera lizar y, a la
vez , s implif icar la ex pres ión
anterior suponiendo: (i) que las
bases de cotizac ión, B, equiva­
len a los sa larios, W, (ii) que
éstos crecen a una tasa constan­
te, g", y (iii) que no hay desfa­
ses en la ac tua lización de los

sa la rios pasados co n la infl a­
ción . Bajo es tos supues tos, la
pen sión inicial , ex presada en
términos del salar io inmediata­
mente anterior a la jubilación,
será:

PR,J=8 (e,Cl - 1 tW}) _I_t '
X k=l ~1 + g7

[2]

donde ees el porcentaj e del sa­
lario, que depende de la edad y
la carrera de cotizaciones del
individuo, y X es un número de
años arbitrario para el cá lculo
de algo así como un "salario
medio pensionable" equivalen­
te a la base reguladora del siste­
ma espa ñol. Pue de indicarse ,
adicionalme nte , que e(e,c)~,
Llegando a la unidad si los indi­
viduos se retiran a la edad legal
(65 años ) y su carrera de coti- 31
zac iones es igual o superior a
los 35 años, pero pudiend o des­
cender hasta un mínimo de 0,3
para quienes se jubilen a los 60
años con sólo 15 años de coti­
zaciones.

A partir de la a expresión [2]
puede obtenerse la "tasa de re­
posición", tr, del sistema de re­
parto como:

P I x~)'- 'Ir=~ 8 (e,C)-L
WJ_ 1 X k= 1 1+ g

[3]

Por lo di cho anteriorme nte ,
aumenta con la edad de jubila­
ci ón y la carrera de cotizacio­
nes y no puede ser superior a la
unidad , pero el resto del lado
derecho de la expresión [3] será
menor (mayor) que la unidad si
g es positivo (negativo) y, dado

en la que B es la base de cotiza­
ción en pesetas de cada año y e

4.- En 2000; pasarán a trece en 2001 y a quince en 2002.
5.- Nótese que g aquí reprsenta no solamente el crecimiento del salario con la pro­
ductividad sino también con la antigüedad del trabajador en su puesto de trabajo.
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6. - No se considera por lo tanto incertidumbre sobre la/echa de f allecimiento.
Véase Jimeno y Licandro ( 1999) para un tratamiento con incertidumbre y pa ra cál­
culos sobre la TlR del sistema espa ñol de pensiones.

7.· Samuelson (1975) establece que un sistema de reparto tiene equilibrio presu­
puestario, en el estado estacionario, si ofrece tasas de rendimiento equivalen/es a
la suma de las tasas de crecimiento de la productividad y del empleo. En 1m con­
texto de transición demográfica con dism ínucíon de la poblaci6n activa, la tasa re­
suitante puede ser reducida y si las fo rmulas de pensiones estab lecidas dan lugar a

32

g positivo (negativo) , disminui­
rá (aumentará) a medida que X
crece. Cuando g = O, I r = (J y la
variac ió n de X no afec ta a la
tasa de reposición de las pen­
siones.

Es evidente que la tasa de re­
posición de las pensiones, en el
sistema de reparto español, no
g ua rda nin gun a re lac ió n con
las cotizaciones efec tivamente
pagad as s ino con parámetros
como la edad de ju bi lación , nú­
mero de años en el sistema,
otras condiciones de eleg ibili­
dad , un puntaj e ar bitrario por
cada año cotizado, la evo lución
de las bases de co tización y el
número de éstas que se toman
para el cálculo de la base regu­
ladora . De masiados elementos
a rbitrariamente f ijados como
para que el comportamiento es­
tratégi co de los individ uos no
se vea e stimulado a l mar ge n
de la racionalid ad eco nómica.
Tampoco el cálculo de la pen­
sión tiene en cuenta la esperan­
za de vida de los ind ividuos ni
el cos te de los aj ustes por infla­
ción, rie sgos que se cubren ín­
tegramente a cargo del sistema.
Ta mb ié n e s e vi den te qu e e l
equilibrio financ iero de l siste­
ma depende crucia lmente de l
balance de activos y pasivos, ya
que el cálculo de las pensiones
o cotizaciones no se ajusta para
conseg uirlo ni instantáneamen­
te ni a lo largo de un cierto pe­
riodo temporal.

La tasa íntema de rendimien­
to real (TIR) de la pen sión de
j ubilación de reparto (rRJ guar ­
da, sin emba rgo, un a relaci ón

con la tasa de reemplazamiento
anteriormente definida. Se defi­
ne la TIR com o aquella tasa de
descuento que permite estable­
ce r la siguiente igualdad :

[4]

en la que J es una ed ad norma­
lizada de j ubi lación (la edad le­
gal me no s la edad inmediat a­
mente anterior a la de entrada
en el mercado de trabajo), M es
J má s la expectativa de vida a
partir de la jubilación y e es el
tipo de cotización sobre el sala­

. 6 T I ·n o, anta sa afia s co mo pen-
siones se expresan en términos
reales y se supone, por simpli­
c idad, que los sa la rios reale s
so n co ns tantes, mi entras las
pensiones. una vez causadas en
el instante J. se actualizan con
la infla ción. Es decir, rR es la
tasa real de descuento que igua­
la el va lor present e de las coti­
zac iones pagadas al de las pen­
siones rec ibidas. Puesto que la
pensión (de prestac ión defini­
da ) está ligada a los salar ios a
través de la tasa de reposición,
la T IR caracte rí st ic a de un a
pen sión de reparto ve ndrá de­
termín ada por está ligazón. Uti­
lizando la expresión [3] se pue­
de transformar [4] en:

J-'( 1 )1-1 M ( 1 )1-1e¿ - =tr¿ -
' ..1 l + rR j. J l +rR

[5]

Tanto e como Ir son ex ógenos
respec to al ciclo ac tivo y pasi­
vo del indi viduo y, por lo tanto,
rR depende de ambos (disminu­
ye si e aumenta y aumenta si tr
aume nta) y de la longitud de di­
chos períodos (aume nta si, eae ­
teris paribus, J dism inuye o M
aumenta) . Ha de qued ar cl aro
que este aná lisis de la tasa de
rendimiento de las pen si on es
públicas no implica necesaria­
men te que e l pr esupuesto del
sistema de pensiones esté equi­
librado; para que es to suceda,
ha de darse una rel aci ón mu y
prec isa entre d icha tasa de ren­
d imiento y las dem ás variables
de la economía que por lo ge­
neral no se atendrá a la formu­
lación anterior' . La tasa de ren -
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una tasa de rendimiento mayor que la de equilibr io, el sistema en su conj unto pre­
sentará défic it. Una propuesta para acercar las tasas de rendimiento de las pensio­
nes de reparto a la condici6n de equilibrio del sistema es la de establecer las
"cuentas nacionales" individuales en las que se registrarían las coti zaciones paga­
das, acumulándose éstas a una tasa de interés técnico cercana a la de equilibrio
del sistema aj ustando las formula s de pensiones para que la pensi ón guardase una
correspondencia actuarial con las cotizaciones pasadas (Valdés-Prieto, 2000 ). Ello
implicaría un desc enso de las tasas de rendimiento actualmente obtenidas en la
mayor parte de los sistemas de reparto , por debajo incluso del rendimiento de act í­
vos financieros convencionales.
8.- En el sistema de repar to la pensi ón no es enteramente ex6gena y la TIR corres­
pondiente tampoco lo es, aunque en su determinaci6n influyen muchos elementos
ex6genos. En el sistema de cap italizaci ón la TIR viene determinada por los merca­
dos financieros y la pensi ón depende enteramente de las cotizaciones efec tiva­
mente realizadas, de la longitud de los períodos activo y pasivo de los individuos y
de dicha TlR, por lo que se la puede considerar endógena. Ambos sistemas se cono­
cen respectivamente como de "prestaci óndefinida" y de "co tízací ón definida".

di miento de las pe ns iones de
reparto se ve, por lo tanto, in­
flui da por num erosas dec isio­
nes institucionales, aunque pue­
de verse también influid a por la
tasa de crecimiento de los sala­
rios (po r la v ía de e, aunque
aquí no se considere esa posibi­
lidad), y la longitud de los ci­
clos activo y pasivo de los indi­
viduos.

• Pensiones
de capitalización

Cuando se consideran esque­
mas e n los que las pen sion es
son de contribución definida y
en base a la acumulac ión previ a
de las cotizac iones pagadas a lo
largo del ciclo activo por los in­
dividu os, el anális is de la tasa
interna de rendimiento es con­
side ra bleme nte más senci llo.
En primer lugar, en lo que se
refie re a su definición , puesto
que la pensión se calcula actua­
rialmente a partir de los cap ita­
les ac um ula dos hast a el mo­
mento de la jubilación , la tasa
int erna de rend imiento ha de
ser una media de la tasa de ren­
dimiento de los activ os fin an­
cieros en los que las cotizacio­
nes hayan venido invirtiéndo se
a lo largo del tiempo hasta la
jubilación y de los capitales de
jubilación de los que la pensión
se deriva hasta el fallecimiento
del pen sionista, una vez des­
contados los gastos de adminis­
traci ón y el coste de las anua­
lid ad es correspondientes. Por
otra parte, la pensión no es exó­
ge na, como en el sistema de re­
parto , s ino e ndóg ena dep en ­
diente, entre otros factores, de
la prop ia tasa interna de rendi ­
miento mencionadas que queda
determinada fuera del esquema
de pensiones.

La pensión de capitalizac ión
deb er á sa t isface r, pues, la s i­
guiente expres ión:

J-'(l-a)' M-'(I+V)'cWL: - = Pe.J L: -
¡.o 1+ r ¡_J 1+ r

[6]

expresión muy similar a las [4]
y [5] salvo por los parámetros a,
que es la tasa anual de gastos de
administración y gestión de las
cotizaciones ac umuladas, y v,
que es el coste anual de la renta
vitalicia o pensión que otorga el
sistema. El primero, a , entra con
signo negativo a la izquierda del
signo igual, ya que representa el
coste, en tanto por uno anual de
las cotizac iones acumuladas, a
pagar por el individuo mientra s
cotiza: el segundo, v, entra con
signo positivo a la derecha del
signo igual, ya que representa el
coste, en tanto por uno anual del
capital de jubilación remanente,
a pagar por el individuo mientras
recibe la pensión que le corres­
ponde en forma de renta vitalicia.

Puede apreciarse, en la ex pre­
sión [6], que, cae teris paribus,
cuanto mayores sean e o e l sa­
lari o, ma yor será la pen sión,
pero la TIR no cambiará , ya
que depend e excl usivamente de
r (será mayor cuando ma yo r
sea r), de a y de v (la TIR dis­
minuirá con un a ume nto de
cualquiera de estos costes). El

s is tema de cap ita lización no
presenta problemas de equili­
brio año tras año , ya que , al
prese ntar todas sus cuentas in­
dividuales (longi tudi nales) un
equil ibrio actuarial, su cuenta
de flujo s de fondos tiene ade­
cuadamente provisionado cual ­
quier defecto de caja, mientras
que los exce dentes se añade n al
activo acumulado.

5. Una comparación
ceñida a la
rentabilidad de las
cotizaciones

Pueden extraerse , de todo lo
anterior, algun as concl usiones
útil es compara ndo té rmin o a
término las expres iones [5] y
[6] ada ptadas a ta les efec tos.
En primer lugar:

( J
'-'_- -t d-;;

cW = P
R J-'( 1 J'-'fr l +rR

[5']

para el sistema de reparto, en la
que se ha supuesto que el indi­
viduo se jubila ahora a la edad
legal con una carrera completa
de cotizaciones y en la que rR

es endóge na y PR exógena (vir­
tualmente igual al salario), y:
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M-'(I+v);I -=cW = P. ;.J I+r .

e I(I-~)'
1-0 1+ r

[6' ]

para e l sistema de ca pita liza­
ción, en la que el individuo se
jubila a la misma edad que en
el caso anterior y en la que r , a
y v son exógenas y Pe es endó­
gena.

A iguaJes cotizaciones, e l sis­
tema de reparto, al margen de
su equilibrio financi ero año tras
año, proporc ionará una mejor
(peor) pensión si el coc iente de
la parte derecha de [5'] es me­
nor (mayor) que el de la parte
derecha de [6 '], lo que pued e
aproximarse por la condición:

(
_ _ J - 1 _ _M_--,.-J-,.---+_I)r > r - o---v

R M M

Es decir, si la TIR del sistema
de reparto es mayor que la TIR
efectiva del sistema de capitali­
zac ión. Esta última viene a ser
la di feren ci a e nt re e l rendi-
miento de los acti vos del siste-
ma de capitalización y el coste

9.- No hago diferencia entre activos en los que se invierten las cotizaciones durante
el período de creación de derechos de pensión y activos en los que se invierten los
capitales de j ubilación durante el período de disfrute de las anualidade s.
Obviamente hay diferencias en las posibles estrategias de inversión entre ambos
pe riodos . Laposib le diferencia en las lasas de rendimiento de cada t ípo de activo
vendría captada por diferencias entre a y v.
/0.- Ciertamente, la ref erencia al pasado puede ser unfactorde confusión en esta
materia. En el estado estacionario, la rentab ilidad de los activos financieros tan
sólo deber fa superar a la rentabilidad del capital fís ico en una prima de liquidez
más o menos moderada. Si un sistema de capitalización incrementa el ahorro, no
obstante, su rentabilidad sería superior. Samwick (2000 ) encuentra que los países
que tienen sistemas de pensiones de reparto ahorran menos, lo que se agudiza con
la generosidad del sistema, sin embargo no encuentra evidencia suficie nte de que
las reformas recientes para introducir pensiones de capitalización hayan producido
hasta el presente un aumento de la tasa de ahorro en los países que las han
acometido.
1/. - Ello es así porque las compañías de seguros encargadas de transformar los
capitales de j ubilación retirados del sistema de planes de pensiones en rentas vita­
licias practican inversiones conservadoras y se cubren del riesgo de supervivencia
excesiva con tablas de mortalidad ajustadas correspondientemente. Otros factores
que encarecen las anualidades son su indiciación con la inflación y lo reducido de
este mercado. véase la sección 6 a continuación.
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medio ponderado de gestión de
cotizaciones y rentas vitalicias9.

La literatura reciente sugiere
que en el caso estándar (jubila­
ción a los 65 años tras 35 años
de cotizaciones) un trab ajador
podría obtener de l sistema ac­
tual de reparto una TIR alrede­
dor del 3 por ciento (Jimeno y
Licandro, 1999), aunque, si se
impusiera al sistema de reparto
manten er su equilibrio presu­
puestar io año tras año , esa TIR
podría ser sens ib leme nte in­
ferior (Va ld és-Prie to , 2000) ,
incluso la mitad de la cifra an­
terior. Por otra parte, el rendi­
miento real a largo plazo de los
activos fi nanci eros ha ven ido
siendo claramente superior al 3
por ciento en el pasado . Para el
sistema complementario espa­
ño l, la rentabi lidad bruta real
anualizada se acerca al 7 por
ciento en los últimos ll añosto
(Herce y Alonso, 2000a), aun­
que los gastos de gestión repre­
sentan el 1,2 por ciento al año,
con tendencia al alza, y el coste
de las anu alidades es descono­
cido , aunque hay razones para
pensar qu e e s m uy e le vado
acercándose casi al rendimiento
real bruto de los capitales de ju-

H

bil ación . Si e l co ste de un a
anual idad fuese similar al coste
de administración de las cotiza­
ci ones ac umuladas, las cifras
anteriores sugieren que las pen­
siones privadas podrían alcan­
zar una rent abilidad real neta
efectiva dos veces más elevada
que la de las pensiones públicas
en la actualidad.

6. El coste de las
anualidades

Pero si el coste de una anuali­
dad fuese tan elevado como el
rend imiento rea l bruto de los
capitales de jubilación , la renta­
b ilid ad de las pen siones pri ­
vadas di sminuiría apreciable-



mente pudiendo calcularse
aproximadamente , a partir de
[6 '] , como (r-a) (l -l)/M . Supo­
niendo que r-a = 5,5; M = 55 y
1 = 36, la tasa de rendimiento
de las pensiones pri vadas des­
cendería hasta 3,5, sólo ligera­
mente superior a la de las pen­
siones públicas. El coste de las
anua lidades es , pu es , cruc ia l
para el atractivo de las pensio­
nes privada s.

El problem a del coste de las
anualidades viene siendo una
con stante en la literatura espe­
cializada en la que se enfatiza
el escaso desarrollo del merca­
do corres pondiente incluso en
paí ses como los Estados Uni­
dos, donde las pen siones priva­
das es tán sin embargo amplia­
mente desarrolladas (M itchell
et al, 1999). Multitud de facto­
res explican el que entre la pri­
ma pagada (el capital de jubila­
ción) y el valor presente de las
anualidades adquiridas por los
jubilad os ex ista una divergen­
cia a fav or de la s compañías
que comercializan las anualid a­
des. Por lo general, serán los
costes de administrac ión y co­
merciali zación y el coste de se­
lección adversa (tienden a ad­
quirir las anualidades qu ien es
esperan vivir más tiempo) los
qu e ex pliquen es ta diferencia,
pero también la insuficiente ex­
tensión del mercado de anuali­
dades.

Co mo se ha visto en las ilus­
traciones anteriores, la varia­
ció n de la rentabilidad de las
pen siones pri vadas puede ser
muy importante en función de
cua l sea el factor de cos te de
las anualidades; pero , además,
otras cons ide raciones deberían
ll ev ar a focali zar la máxima
atención de los respon sables de
la política de pen siones sobre
este aspecto de la cues tión. Un
excesivo cos te de las anualida­
des puede hacer inviable, desde
el pun to de vista del bienestar

UN COSTE MODERADO
HARíA DE UN
SISTEMA MIXTO, LA
COMBINACIÓN DE
PENSIONES DE
CAPITALIZACiÓN y DE
REPARTO, LA SOLUCiÓN
ÓPTIMA, AUMENTANDO
EL PAPEL DE LAS
PENSIONES PRIVADAS EN
FORMA DE ANUALIDADES
CUANTO MÁS SE
ACERQUEN LOS
MERCADOS DE LAS
MISMAS A LA
EQUIVALENCIA
ACTUARIAL.

de lo s futuro s pensioni stas ,
cualquier reforma tendente a la
generalización de las pen siones
de capitalización. Un coste mo­
d erado haría de un s is te m a
mixto , la combinación de pen­
siones de capitalizac ión y de
reparto, la solución óptima, au­
mentando el papel de las pen­
siones privad as en forma de
anualidade s c ua nto más se
ac erquen los mercados de las
mismas a la equivalencia actu a­
rial (Miles , 2000) .

7. Conclusión

Frente a las dificultades a las
que se enfrentará el sistema pú­
blico de pensiones en nuestro
país si se confirman las negati­
vas perspectivas demográficas,
la capitali zación generali zada
representa una alternativa para
ev itar la di sminución de la s
pensiones futura s y mantener el
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bienestar de los futuros pensio­
nistas. La transic ión desde la si­
tuación actual hacia un sistema
mixto ha de estudiarse cuidado­
sa me nte s in embargo. ya qu e
impli ca un doble cos te para las
generaciones activas durante la
mi sma. D icho coste puede fi­
nanciarse co n cargo a la rent a­
bilidad diferencial que ofrece la
capitalizaci ón. Aho ra bien, e l
que dicha rentabilidad se mani ­
fie ste co mo suficiente depende
de una se rie de fac tores entre
Jos qu e destaca especialmente
el fun cionamiento de l mercado
de rent as vitalic ias o anu alid a­
des dentro de parámetro s de
equivalencia actuarial qu e re­
duzcan el coste de dichas anua­
lidades.

En el Cuadro 2 se ofrece una
rápida panorámi ca de las venta­
jas e inconvenientes de las pen-
siones pública s (de reparto) y 35
pri vadas (de capitalización) en
relación con una serie de proce-
sos económicos y demográficos
cuyos efectos hay que tener en
cuenta a la hora de plantear la
política de pensi on es . En su
e la borac ió n se ha ten ido e n
cuenta que los sistemas de pen-
siones públicas, ante una insu­
fici encia financiera , evitarán la
di sminución de las pen sion es
ya causadas y aumentará n las
cot iz aci ones o los impuest os
generales presentes o futuros.
Respecto al sistema de pensio-
nes privadas, cua lquier riesgo
propio se traducirá en un au-
mento de los costes de ges tión
que sufr irán lo s pensionistas
presentes o futuros en forma de
menores pen siones. Finalmen-
te, só lo se alude a los efectos
directos a través de las fórmu-
las de pen si one s propi as de
cad a sistema, no aludiéndose a
otros efectos por la vía de me­
canismos macroeconómicos de
equilibrio general .

Si bien la demografía puede
afectar sensiblemente a las pen -
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Cuadro 2

Desarrollos económicos y demográficos y sus efectos sobre
las pensiones públicas y privadas

Pensiones públicas Pensiones privadas ¿Quién soporta el riesgo si este
(anualidades) desarrollo es negativo?

Se actualizan por ley Se actual izan implícitamente P.públicas: Los
con el IPC por la rentabilidad nominal de contribuyentes activos.

Inflaci ón
los capitales de jubilación y

pueden adquirirse anualidades P. privadas: El pensionista si
que practiqu en la la actualización no está

actualización explícita indexada.

El pensioni sta tiene El pensioni sta tiene garantiza- P. públicas: Los
garantizada su pensión da su anualidad y las de sus contribuyentes activos.

Es pe ranza de y las de sus supervivientes en los términos

vida superv iv ientes de su contrato específico al P. p r ivadas: Por lo general, el
co ste correspondiente co lec tivo de pensioni stas con

algunos casos de selección.

Las pensiones, una vez El crecimiento de la P. públicas: El crec imiento
causadas, no se productividad puede de la productividad hace a los

benefician del aumento trasladarse a las anualidades a pensionistas más pobres en

Crecimiento de
de la productividad través del rendimiento de los relación a los trabajadores.

la productividad capitales de jubilación

o de los salar ios P. privadas: La baja
producti vidad perjudica a los
pensionistas, pero no más que
a los trabajadores.

Favorecen la No afectan a las pensiones ni P. públicas: Los
sufic iencia financiera antes ni después de su contribuyentes activos .

Fecundidad! del sistema, pero no causación

inmigración afec tan a la pensión P. privadas: No hay riesgo
una vez causada por es ta vía en e l s istema

privado.

Son muy bajos dado el Son gignificativos , P. pública s: Los
Costes de volumen de recursos espec ialmente los costes de contribuye ntes activos.

adminis tración gestionados las anualidades
del sistema P. privadas: El pensionista.

Riesgo general de insu- Riesgo de baja rentabilidad, P. públicas: Puede traducirse
fic iencia financiera del excesiva varianza de la gama en mayores cotizaciones o
sistema ante adversas de rentabilidades, mala impuestos presentes y futuros

circun stancia s gestión o quiebras o menores pensiones futuras.
Riesgos demo gráficas

esp ecíficos P. privadas: Los pensioni stas
presentesy futu ros, que
pueden limitarlo incurri endo
en un coste adicional.
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s iones púb licas, las pensiones
privadas también son sensibles
al alargamiento ines perado de
la esperanza de vida , aunque el
margen de maniobra es mayor
en el sistema de capitalización.
Por otra parte, aunque las pen­
siones púb licas son inmunes a
la inflación, ello no quiere dec ir
que ésta no tenga costes que al­
guien ha de pagar , dándose ade­
más el caso de que la inflación
anticipada estará recogida en la
rentabilidad nominal de los ca­
pitales de jubilación de l sistema
privado. Todos estos riesgos, y
cualesq uiera otros, pueden ser
cubiertos a un cier to coste que
un sistema público trasladaría,
por lo general, a las generacio­
nes jóvenes y futuras y el siste­
ma privado a las generaciones
adultas y de pensioni stas, aun­
qu e les permite a lcanzar una
mayor rentabilid ad por sus coti­
zac iones acumuladas.

Es evidente, sin embargo, que
no hay una clara di stribució n
de los riesgos asociados a los
diferentes desarro llos y, por lo
tanto, la es trategia de caminar
hacia un sistema mix to en e l
que se combinen pensiones pú­
blicas y privadas parece la más
indicada. Ello implicar ía, en el
ca so de España y en el de la
mayor parte de los países euro­
peos, dar un paso decidido ha­
cia la privatización parcial de
las pensiones públicas. •
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LA GLOBALIZACION,
EL ESTADO DE BIENESTAR

I
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1. Introducción

Q uis iéramos sinte tizar aq uí
los pr inc ipa les men sajes qu e
para el mundo financie ro y del
trabajo se desprend en de nues­
tros anteriores análisi s y refle ­
xiones; quizá la mejor manera
sería reproducir los siguientes
párrafos ya destacados al mar­
gen de las anteriores colabora­
ciones: "La tranquilidad de las
finan zas internacionales y, qui­
zá lo más importante, la seguri­
dad del ahorro de las fa milias
de todo el orbe bien merecen el
intento de reglamen tar la s
transacciones financ ieras de
calado especu lativo en un mun­
do globalizado cada vez más
in terdependien te ", Y, po r lo
que respecta al ámbito laboral y
de las relaciones industriales,
ca br ía insist ir en que "... Son
urgentes e indispensables nue-

vas fo rma s de coordinación
económica y so cial entre las
organizaciones internacionales
con compe tencias en las rela­
ciones de trabajo y áreas de
actuación afines ". Dicho de
otra fo rma, la búsqu eda de la
eficiencia eco nómica, que a un
tiem po impul sa la glo ba liza­
ción y esta misma proporciona
demand a, a su vez, la globali­
zación de los medios adecuados
para corregir los efec tos adver­
sos de aquélla sobre la estabili­
dad de la economía mundi al y
el propio orden social. En efec­
to , e l "atavismo de la justicia
social" , según Friedrich Ha­
yek calificó a esa insoslayable
aspiración, cuyo preciso signi­
ficado todos intuimos desde las
premisas de nuestra cultura oc­
cidental, y que nada tiene que
ver, desde luego, con el morbo­
so igualitarismo que ha inspira-
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do num erosas or ie ntac io nes
polít icas felizmente superadas,
ex ige la ine lud ib le coord ina­
ción o, si se prefiere, armo niza­
ción, de las políticas eco nómi­
cas y sociales de los diver sos
Estados .

Los fallos del ca da vez más
amp l io mer cad o glo ba lizad o
precisan de la oportuna correc­
ción de instancias de autoridad
tam bién globales, com o hasta
ahora los mercados nacionales
han requerido la más O menos
discreta disciplina eje rcida por
sus propi os Go biernos. No se
trata de reivindicar para la eco­
nomía mundial un intervencio­
ni sm o di scu tibl e y superado ,
sino de exte nder al plano inter­
naciona l globalizado los bue­
nos principi os de la economía
social de mercado, consagrados
en nuestro ordenamiento cons-



titucional como en el de otros
muchos países . La econom ía,
nos ha reco rdado recientemente
E d wa r d Luttwak -un eco­
no mista nad a desafec to a l
mecani sm o f unda menta l del
mercado- debe estar siempre al
se rv ic io de la soc iedad y no
al revés.

No otra conclusión cabe ant i­
cipar respecto a las implicacio­
nes de la globalizac ión en esa
perfectible , pero indi scutible ,
co nqu ist a hi s tór ica de l s ig lo
que aho ra concl uye, a la que
llamamos Estado de Bienestar.
y lo mismo debe afi rmarse en
relación con buena parte de los
aspectos que ofrece la pol ítica
fiscal de cada una de las econo­
mías nacionales, entre otras co­
sas, porque de ellas depende la
viabilidad del Estado benefac­
tor. Veamos.

2. La política fiscal
y el Estado de
Bienestar

Como sa bemos, dado que la
capacidad de lo s Gobie rno s
para sos tener sus s istemas de
protección social depende, a su
vez, de su capacidad recaudato­
ria, ésta debe quedar hasta cier­
to punto fuera de l a lca nce de
ciertas exigencias fiscales de la
globalización. La competitivi­
dad fiscal que ésta imp lica su­
pone normalmente. en efecto,
la rebaja de los impuestos que
inciden sobre el capital, el des­
plazamiento de la presión tribu­
taria hacia otras rentas dotadas
de menor movilidad -corno las
rentas del trabajo- y, en suma,
una tendencia general a la dis­
minución de dich a pre sión , lo
que pon e en te la de juic io la
po sibilidad de seg uir mante­
niendo los niveles de gasto so­
cial que caracterizan hoy a las
economías mínimamente evo­
lucionadas. Cierto que , co mo

oportunamente ha señalado en­
tre nosotros G uillermo de la
De hesa , e l proceso de incre­
mento del gasto púb lico que ha
acompañado hasta aho ra a la
globalizac ión no parece ava lar
los agoreros pro nósticos de la
literatura disponible sobre esta
materia.

La razón estriba - para el au­
tor citado , y ello resulta eviden­
te- en que la globa lización, a
pesar de su reci en te ace lera­
ción , dista aún de ser total, con
lo que las diversas fuente s de
rendimiento fiscal son bastante
menos móviles de lo que pudie­
ran pa rece r en princ ip io : " El
capital fi nanciero se mueve con
fa cilidad de un país a o tro ,
pero una vez que está invertido
en capital físico en luga r de
inst rumentos fina ncieros. es de­
cir, en ac tivos como edificios o
fá bricas o equipos, es muy difí­
cil moverlo de un sitio a otro.
No es tan fácil pa ra las multi­
nacionales sa lirse del país en
el que están ubicadas, especial-
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mente si tienen plantas de pro­
ducción importantes ".

En realidad , si bien es cierto
que el proceso de apertura ha­
cia e l exterior de las diversas
eco nomías ha ido hasta hace
poco acompañado de la franca
expansión de su gasto público
en relación con el PIE - lo que
s ue le ex p lica rse en fun c ión
de la llam ada ley de Wagner,
como ley del desarro llo econó­
mi co-, lo cierto es que la etapa
actual de la globalización es tá
suponiendo una ralentización
de aquella magnitud macroeco­
nómica, cuando no una percep­
tible disminución de la misma
en los términos re lativos indi­
cados. Así lo confirma el com­
portami ento de la mayor ía de
los países desarrollados. Visto
el asunto desde el lado de los
ingresos públicos, puede dec ir-
se que la necesaria compresión 39
fiscal que ello supone, así como
e l cambio de estructura de la
presión tributaria hacia el ma-
yo r gravame n re lat ivo de los
factores de la producc ión me-
nos mó viles , y e l pape l más
destacado confe rido a los im­
pu es to s in directos sobre e l
consumo. va a suponer -está
suponiendo ya- un red imensio­
namiento de sus sectores públi-
cos , en busca de su mayor efi­
ciencia.

Mani fes tación en España de
lo que antecede es el equilibrio
presupuestario logrado a través
de una mayor disciplina en el
gas to que ha ido aco mpañada,
no obstante, de una significati­
va rebaja en la presión tributa­
ria nom inal , co nsi stente en la
reducción de los tipos marg ina­
les del IRPF desde el 20-56 por
c iento en que se encontraban
hasta el 18-48 por ciento actual
(Ley 40/1998). Y consec uencia
también de los impera tivos de
la glo ba lizac ió n es el nuevo
planteamiento del gravamen de
las plusvalías a largo plazo en
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nuestro país, que han pasado a
es tar gravadas al tipo fijo de l
20 por ciento desde 1996 (la s
gene radas a más de dos años) y
al 18 por ciento desde e l pre­
se nte ejercicio, co n reducc ión a
un año en cuanto a su período
de generación. Lo cual no deja
de plan tear graves prob lema s
desde e l punto de v ista de la
equidad tributaria, pues ganan­
c ias de cap ital prácticam ente
es pe c ulat ivas, e n todo caso,
pueden resu ltar gravadas a un
tipo 30 puntos porcentuales in­
ferior al marginal que afec te a
otras ren tas regulares, co mo
son las del trabajo o las de acti­
vidades empresariales o profe­
s io na les corres po nd ientes a l
prop io per íodo impositivo. No
ca be duda de que e l trade off
equidad-e f iciencia, s iempre di­
fícil de armo nizar, se está esco­
rando peligrosamente del lado
de es ta última como co nsecuen­
c ia de la competenc ia f isc a l
ex ig id a po r la glo ba lizac ión.
Razones de este tipo son las
que han sugerido en la VE defi­
nir la armonización fisca l con­
ve n ie nte , de m anera qu e la
co mpe tencia impo sitiva e ntre
los Estados miembros no ponga
en riesgo la equidad exigible a
sus respectivos sistem as tr ibu­
tarios.

No deja de resultar curios o,
por otra parte, que la limitación
a la ten den cia secular ascen­
dente del gasto público, en otro
tiempo pretendida incluso a tra­
vés de la reforma constitucional
-recuérdese la famosa propu es­
ta Niskanen en Estados V nidos,
a fi na les de los años se tenta­
haya venido naturalmente de la
mano de la nuev a cultura de
la es tabilidad imp uesta por la
VME, y ésta , a su vez , de los
cond icionantes der ivados de la
globalización.

He aquí uno de los aspectos
indudablemente más positivos
de l fenómeno que nos oc upa ,

pu es s i bien la g lobalizac ión
puede afectar negati vamente a
determinados principios funda­
me nta les de la im po si ci ón
--como acabamos de señalar en
relación con el de la nece saria
eq u ida d en e l rep ar to de las
cargas comunes-, va a obligar
también a mejorar la efic iencia
de los gastos públi cos. Los po­
lí ticos va n a ten er, en efe cto,
que someterse a una más sana y
rigurosa disc iplina en la progra­
maci ón de dichos gastos, pues
ten drán que dar preferencia a
las necesidades co lec tivas ve r­
da deram ente priori tari as, ya
que las restricci ones impuestas
al Presupuesto global no permi ­
tirán atenderlas todas. Dicho de
otro modo: como no cabrán en
el Presupuesto todos los gas tos
"políticamente" deseables, ten­
drán que optar por aquellos que
mejor encaje n en una inevitable
escala de priorid ades inspirada
no sólo por la prim acía jerár­
qui ca de c ie rtos valores, s ino
también por los es trictos crite­
rios de eficacia y eficiencia.

En este marco ha de encajar,
preci sam ente , la reforma del
Estado de Bienestar, la inapla­
zable política de su racionaliza-
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c i ón. Pero el sanea miento de l
gas to social no debe entenderse
únic ame nte , n i s iquie ra pre ­
ferentemente, en el sentido res­
tri cti vo hast a ahora propug­
nado . Ha de insi sti rse en lo s
riesgos que la g loba lizac ión
económica y la crisis demográ­
f ica entrañan para la supervi­
venci a de los actuales sistemas
de protección social, tan inteli­
gentemente creados y sosteni­
dos por e l s istema capita lista
para garantizar su supervive n­
cia y su propi a eficacia. Hasta
ahora, no sólo en España, sino
en toda la VE, las reformas se
han orientado , sobre todo, hacia
el recorte de las prestaciones de
la Seguridad Social, tanto de
fo rma d irecta (rebajando sus
cuantías) como indirecta (endu­
reciendo las co ndic iones ex igi­
das para su disfrute). Como sa­
bem o s, han sid o var io s lo s
países que han puesto en cues­
tión , e inclu so han suspendido
temporalmente , la indexación
de las prestaciones sociales con
sa larios y prec ios. Ya indi ca­
mos, por otra parte , có mo la
despu blificación de las estruc­
turas de la Seguridad Social y
la sustitución de prestaciones
pu bl icas por pri vadas, sobre
todo en al ámbito sanitar io, está
siendo acom pañada por una re­
orientación de aqué lla haci a su­
peradas posici ones proasisten­
c iales o de mera benef icencia
pública, según lo pone de mani­
fiesto el desarro llo de las pres­
taciones no co ntributivas y, en
la Europa comunitaria, la susti­
tución de prestaciones basadas
en la técn ica de l seguro por
o tras de carácte r as is te nc ial
fundamentadas en e l ni vel de
renta de los beneficiarios.

Todo lo anterior no viene sino
a confirmar la ten denc ia a la
baja del Estado protector, como
conse cuenc ia de la lim itación
que a los recursos fiscales impo­
ne el proc eso globa lizado r. Y
esa tendencia parece abocar a



una situac ión en la que habrán
de ser los propi os ciudadanos
con nivel sufic ie nte de renta
qui enes as uman e l cos te de su
propi a protec ci ón frente a las
contingenc ias tradicion almente
contempladas por el sistema de
Seguridad Social, de modo que
el sector púb lico sólo asumiría
un mínimo de protección en re­
lación con las personas de me­
nores recursos, quedando el res­
to a disposición del mercado de
los seguros privados de diversa
índole (sanidad, pensiones, etc.).

Un peligro señala Dani Ro­
drik en re lación con lo ante ­
rior, poco probabl e, a nuestro
juicio, al menos en el horizonte
inmediato de la globalizac ión.
Si los Gobiernos se ven obliga­
do s a reducir progresivamente
la presión fisca l y a desp lazarla
hacia el gravame n de las rent as
del trab ajo como fac to r de la
producci ón dot ad o de men or
m ovili d ad , la g lo ba l iz ac ió n
puede topar co n el rechazo so­
cial. Aunque las circunstancias
de nuestro mun do ac tual difie­
ren notablemente de las que lo
ca rac terizaban a princ ip ios de
esta centuria, y aunque no cabe
habl ar de globalizac ión propi a­
mente di ch a e n rel aci ón con
aquella época, sino más bien de
intern acionalizaci ón, no carece
de se ntido recordar - como lo
hace Joffrey Williamson- las
causas sociales que cercenaron
el tímido impulso globalizador
del período inmedi atamente an­
terior a la Pr imera Guerra Mun­
dial, en 1914.

En suma, el logro de los pro­
pios benefi cios que se espe ran

de la globalizac ión, aco nseja la
máxim a prud encia en e l des­
pliegue de ésta, sobre todo, en
lo relativo a sus implicaciones
en el orde n social.

3. Una advertencia
acerca del futuro
de la política fiscal
en un contexto
económico
globalizado

La actua l config urac ió n de
los mod ernos sistemas tributa­
rios obedece , en buena medid a,
al propósito de que los mismos
c umpla n co n un conj unto de
principios acuñados por la doc­
trina científica, al objeto de que
merezcan se r cons iderad o s
como una "buena estructura fis­
cal". Tales principi os --<le sufi­
ciencia recaudatoria, de flexibi­
lidad , de equidad, de eficiencia,

de eficacia y desarrollo eco nó­
mico, etc.- son jerá rquico s y,
además, muestran entre ellos,
con frecuencia, una relativa in­
compatibilidad . Así oc urre co n
el princi pio de eficienc ia o e l
de eficac ia y desarrollo eco nó­
mi c o , e n rel a ci ón co n e l de
equidad o ju sticia en el reparto
de la carga tributar ia.

Una atenta ojeada al proceso
históri co de formación de los
sistemas fiscales contemporáne­
os pone de manifiesto las difi­
cultades que han tenido que ser
supe radas para conseg uir, a l
menos formalmente, un acep­
table grado de equidad en la dis­
tribución de dicha carga. El lo­
g ro de su personali zaci ón a
tra vés , sobre todo , de un im­
puesto sintético sobre la renta
integral, no ha sido tarea fác il.
Pues bien, cuando culmina ese
proceso (en España no antes de
fina les de la década de los años
setenta) las ex igenc ias de una
mayor efic ienc ia debid as a la
globalizac ión parecen poner en
riesgo tan ansiada met a. Desde
lu e go , la co ns ec uc ió n de un
nuevo orden económico que im­
pon ga la subordinac ión de la
equidad a la efic ienc ia - lo que
supone una auténtica subversión
de valores- no parece un ideal
plausible, preci samente. Espere­
mos que una adecuada globali­
zación de las instancias discipli­
nad aras de la eco no m ía, ta l
como proponíam os al principio
de estas notas, perm ita, si llega
el caso , una oportuna armoniza­
ción tributaria que haga posible,
a su vez , superar las consec uen­
cias negativas de la competen­
cia fiscal internacional. •
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DOCUMENTOS
Acuerdo para la mejora y~

desarrollo del Sistema de
Protección Social

El Gobierno, los empresarios y el sindicato Comisiones Obreras
firmaron, el pasado día 9 de abril, en el Palacio de la Moncloa,

en presencia del Presidente del Gobierno, José María Aznar,
quien también rubricó el documento, el "Acuerdo para la mejora

y desarrollo del Sistema de Protección Social". Este pacto
profundiza y desarrolla las Recomendaciones del Pacto de Toledo

y el contenido del anterior acuerdo social, firmado en 1996. Dadas
las repercusiones y las nuevas normas que pueden emanar del

acu erdo, pensamos que puede ser de interés para los lectores de la
revista "Foro de Seguridad Social" y por ello lo publicamos

íntegro a continuación.

Introducción

Las partes firma ntes de l presente
Ac uerdo, en el marco de las Reco­
mendaciones del Pacto de Toledo y
de l Ac uerdo Soc ia l de oc tu bre de
1996, y dentro del objetivo de conso­
lidación del Sistema de la Seguridad
Social, han considerado la necesidad
de que los modelos de Seguridad So­
cial se embarquen en una senda de
reformas que permi tan su moderni­
zac ión en función de la evolución de
las necesid ades soc iales. Reformas
que deben incidir de manera positiva
sobre los dos apoyos ese nciales del
Sistema: el crecimiento económico y
la creación de empleo.

Estas inicia tiva s deben llevarse a
cabo dentro de un marco de diálogo
social, ya que éste es un instrumento
sustanc ial en la definición y puesta
en marcha de las adaptaciones nece-

sarias en nuestro Sistema de Protec­
ción Social.

Por todo ello, en aras a la perv iven­
cia de un Sistema estable, saneado y
equilibrado, las part es cons ideran
que, dada la naturaleza no contribu­
tiva de los complementos a mínimos,
es el momento oportuno de esta ble­
cer la ubicación definitiva de los mis­
mos en cuanto a su financiación, así
como el plazo máximo en el cual de­
berán se r financiados a través de
aportac iones consignadas en los Pre­
supuestos Generales del Estado.

Del mismo modo, es preciso esta­
blecer cuál es la cuantía idónea que
debe alcanzar e l Fondo de Reserva
de la Seguridad Socia l, e leme nto
central que permite garantizar su fu­
turo. Tambi én es preciso determinar
el destino de los exce dentes que el
nive l co ntributivo pued a pre sentar,
con la finalidad de atender a los dis-

tintos intereses que confluyen en el
Sistema.

Por ello, se considera que a la vez
que se dota el Fondo de Reserva, los
excedentes, s i los hubiese , han de
destinarse también de forma equili­
brada a la mejora de las prestaciones
y la reducción de las cotizac iones so­
ciales , y todo ello de acuerdo con las
Recomendaciones del Pacto de To­
ledo.

Asim ismo, las partes creen llegado
e l mom ent o de abordar inic iativa s
que per mitan al Sistema de Seguri­
dad Social enfrentarse a los retos fu­
turos. Por eso, se considera necesario
introducir la jubilación flexib le, se­
guir avanzando en la eontributividad
y equidad del Sistema, así como en la
mejora de las prestaci ones, prestando
atención a las situaciones de depen­
dencia.
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A su vez , y desarro llando las Reco­
mendaciones del Pacto de Toledo , se
sigue avan zando en la convergencia
de los Regímenes Espec iales, en las
medidas de lucha co ntra e l fra ude,
así como en la responsabilidad en el
cumplimiento de las obligac iones
con la Segurida d Socia l. De igu al
forma, se considera necesario avan­
zar en la tem ática relativa a la pre­
vis ió n soc ial comple mentaria. Fi­
nalm ent e , e l Ac uerdo aborda la
estructura organizativa del Sistema al
establecer el compromiso de la remi­
s ión a las Co rtes Ge ne rales de un
Proyecto de Ley de creación de la
Agencia de la Segurid ad Socia l, en el
plazo de un año.

En conso nancia co n lo expues to ,
las Partes firma ntes ac uerda n la
adopción de las med idas que se con­
tienen en los apartados siguientes.

l. Separación de las
fuentes de financiación
del Sistema de
Protección Social

Se culminará el proceso de separa­
ción de los recursos para la financ ia­
ción de la acción protectora de la Se­
guridad Social, en la línea marcada
por la Recomendac ión l.' del Pacto
de Toledo y las previsiones de la Ley
24/ 1997, de 15 de julio, de consoli­
dación y racionalización del Sistema
de la Seguridad Social.

En tal sentido, y dada la naturaleza
no contributiva de los complementos
a mínimos, se establecerá con carác ­
ter definitivo su ubicación , proce­
diendo a las modi ficaci ones norma­
t ivas prec isas en la legislación de
Seguridad Social (artículo 86 .2 y
Disposición Transitoria 14 .' de la
Ley Genera l de la Seguridad Social,
Texto Refundido aprobado por Real
Decreto-Leg islativo 1/1 994, de 20 de
ju nio).

Asimismo, se fijarán en las Leyes

de Presupuestos sucesivas aportacio­
nes del Estado hasta la financiación
to ta l de tales co mpleme ntos co n
cargo a las aportaciones del Estado ,
en un plazo que no superará los 12
años.

11. Aplicación de
excedentes

Las partes firmantes consideran
que sería un elemento útil de garantía
para la consolidac ión del Sistema de
la Seguridad Social que el Gobierno ,
previa consulta con las Organizacio ­
nes sociales, de ac uerdo a las posí­
bilidades económicas de cada mo­
ment o y a la situac ión económica
prevista, dedicase prioritar iamente a
la dotación del Fondo de Reserva los
excedentes en co tizaciones sociales
pro venient es de las liqui daciones
presupuestarias.

En todo caso, el Gobierno, a la vez
que se dota el citado fondo y previa
consulta con la Com isión de Segui­
miento que se constituye en el apar­
tado XIIJ del presente Acuerdo, esta­
blecerá el destino de los excedentes
si los hubiere, de forma equilibrada a
la mejora de las prestaciones y a la
reducción de las cotizaciones socia­
les , y todo ello de ac uerdo co n las
Recomendaciones de l Pacto de To­
ledo.

111. Fondo de Reserva

Part iendo de la importancia que la
constitución del Fondo de Reserva ha
tenido para el Sistema de Seguridad
Socia l, las pa rles fir mantes fij an
la cuantía que deb e a lcanza r dicho
Fondo en una mensualidad ordinaria
del total de pago de prestaciones pe­
riódicas que realiza la Tesorería Ge­
neral de la Seguridad Social, más el
correspondiente pror rateo de las pa­
gas extraordinarias de ju lio y diciem­
bre, mensualidad que se estima se si­
tuará en e l año 2004 en torno a los
800.000 millones de pesetas.

Sería deseab le, de acuerdo con las
or ientaciones contenidas en el Plan
de Estabilidad, incrementar la cuan­
tía de l Fo ndo hasta un import e de
1.000.000 de millones de pesetas.

Las Partes firmantes co nside ran
que la cuant ía indicada de 800.000
millones deberá dotarse en la medida
que lo perm itan las posibi lidades fi­
nancieras, de forma que quede ínte­
gramente ingresada en la cuenta
abierta por la Tesorería General de la
Seguridad Social en el Banco de Es­
paña a finales del año 2004 .

El Gobierno, en el plazo máximo
de un año y previa consulta co n la
Comisión de Seguimiento a que se
hace referencia en el apartado ante­
rior, dictará las normas prec isas que
regulen los mecanismos de inversión
del Fondo de Reserva, instrumentos
de contro l y rend ición de resultados,
así como los supuestos de realización 43
del referido Fond o de Reserva, que
deber án limitarse a s ituac iones es­
tructurales de déficit financ iero de l
Sistema de la Seguridad Social en el
nivel contributivo de las prestaciones
del mismo.

IV. Jubilación flexible

En los pa íses de nuest ro ento r­
no político-geográfi co y, concreta­
mente, en el ámbito de la Unión Eu­
ropea se están estableciendo medidas
en orden a que la jubi lación esté do­
tada de ca racte res de flexibi lidad y
gradualidad, coo rdinando tales medi­
das con la repercusión que, cada vez
con mayor inc idenc ia, tiene la demo­
grafía en la evolución de los sistemas
de pensiones.

En tal sentido, resulta conveniente
modificar la regulación actual de la
pensión de jubilación, de manera que
la mism a no impida una presenci a
social activa de los c iudadanos, te ­
niendo en cuenta, a su vez, que esta
per ma nenc ia rep ercute en la pro­
pia autoestim a del trabajador, tiene
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efectos positivos sobre el sistema de
pen siones y, de modo más general,
presenta indudables ventajas para el
conjunto de la soc iedad que, de esta
for ma , puede aprovec har las ex pe­
riencias y los conoc imientos de los
trabajadores de más edad.

Consc ientes las Partes firmantes
de la importancia de tales hechos, y
atendiendo a la Reco mendac ión 10'
del Pacto de Toledo , sobre flexibili ­
dad de la edad de jubilación, dotando
a la misma de los caracteres de gra­
dua lidad y progresividad, acuerdan:

1. Se mantiene en 65 años la edad
mínima general de acceso a la pen­
sión de jubilación en el Sistema de la
Seg uridad Social.

El Gobiemo se compro mete a pre­
sentar un estudio sobre la edad de ju­
bilación, que recoja las experiencias
del derecho com parado en esta ma­
teria.

2 . En el objet ivo de lograr una ma­
yor permanencia en la acti vidad, el
Gobierno se compromete a introdu­
cir las modificaciones legales nece­
sarias que posibiliten la adopción de
las siguientes medidas:

a) La modi ficación de la regul a­
ción de la jubil ación parcial, de ma­
nera que se posibilite la compatibili­
dad entre el percibo de una pensión
de jubilación y el desarrollo de acti­
vidades laborales desde el momento
en el que se co mience a percibir una
pe ns ión de j ubilac ión a cargo del
Sistema de Seg uridad Social.

b) La exo neración del pago de co­
tizaci ones soc iales, por co ntinge n­
cias comunes de los trabajadores de
65 o más años , en los términos pre­
vistos en el apartado XII del presente
Acuerdo.

c) La aplicación de la medida ante­
rior obli ga. a su vez, a introducir en

la legislación de la Seguridad Soc ial
otras modificaciones, como:

• La posibilidad de acceder a las
pen siones de incapacidad perm a­
nente, aunque el trabajador tenga 65
o más años y reún a las condiciones
de acceso a la pensión de jubil ación ,
cuando la causa originaria de la inca­
pacidad derive de un acc ide nte de
trabajo o de una enfermedad profe ­
s ional.

• Se modificará la regulación ac­
tual del subsidio por desempl eo para
mayores de 52 años de fo rma que
éste ya no se extinguirá por el hecho
de que el beneficiario alca nce la
edad a la que pueda tener derec ho a
una jubil ación en su modalidad con­
tributiva.

• A efectos del cálculo de la pen­
sión de jubilación, que corresponde
al trabajador, la base de cot ización a
part ir de los 65 años no podrá verse
incrementada, res pec to a la vigente
en el ejercicio anterior, en un por­
centaje superior al índice de precios
al consumo más dos punt os porcen­
tuales.

d) Las medidas señaladas en las le­
tras b) y c) ante riores se aplicarán a
los tra bajado res inclu idos en cual­
quiera de los Regímenes del Sistema
de la Seguridad Soc ial con la excep­
ción del párrafo segundo de la letra e).

e) Se estudiará el desarrollo de me­
didas que posibiliten que el porcen­
taje aplicable a la base reguladora de
la pensión de jubilación pueda supe­
rar el 100%, respecto de aquellos tra­
baj adores que permanezcan en ac ­
tivo más allá de los 65 años de edad
y 35 años de cotización.

3. Se modificarán las condiciones
de acceso a la jubilación anticipada,
del modo siguiente:

a) Se mantendrá en su regulación
actual el acceso , por aplicac ión del

derecho transitorio, a la ju bilación a
partir de los 60 años.

b) A su vez, podrán acceder a la ju­
bilación anticipada, a partir de los 61
años , los trabajado res afil iado s a la
Seguridad Social con posteri oridad
al l de enero de 1967, siempre que
reúnan los siguientes requi sitos:

• Estar incluidos en e l campo de
aplicación del Régimen Generala de
alguno de los Reg ímenes Especiales
que contemplan, actua lmente el de­
recho de la ju bilación anticipada .

• Acreditar un período mínimo
de cotización efect ivo de 30 años,
sin que, a tales efectos, se tenga en
cuenta la parte proporcional de pa­
gas ext raordinarias.

• Que el cese en el trabajo no se
haya originado por causa impu table
al trabajador. En el caso de despidos
co lectivos, se requerirá que se trate
de trabajadores pertenecientes a em­
presas sujetas a expedientes de regu­
lación de empleo.

• En el supuesto de exti nción de
contratos de trabajo derivados de un
expediente de regulación de empleo,
promovidos por empresas que no se
encuentren incursas en un procedi­
miento co ncursa l, aquél deberá lle­
var como anexo un acuerdo en cuyas
cláusulas se obliguen a financiar un
co nve nio espec ial co n la Tesorería
General y hasta la edad de 65 años,
y cuyo coste deberá ser soportado.
salvo pacto en contrario, por empre­
sario y trabajadores en la misma pro­
porción en que se cot iza por contin­
genc ias co munes en el Rég ime n
General de la Seg uridad Social.

• Asimismo será necesario que el
trabajador se encuentre inscrito en
las oficinas del Instituto Nac ional de
Em pleo co mo dem andante de em ­
pleo durante un plazo de, al menos,
seis meses a la fecha de solicitud de
la jubilación anticipada.
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e) El coeficiente reductor aplicable
a la pensión de jubilación cuando se
acceda a la misma a una edad infe­
rior a los 65 años, en cualquiera de
los supuestos señalados en las letras
a) y b) anteriores, será el siguiente:

Años de cotización % porcada año que
efectivaacreditados fal te para los 65años

40 ó más 6

38-39 6,5

35-37 7

31-34 7,5

30 o meno s 8

Por otro lado , se estudiará la actual
situación de aquellos pen sionista s
que ya hayan accedido a una pensión
de jubilación anticipada, en orden a
posibilitar la mejora de la pensión de
jubilaci ón que vienen percibiendo,
todo ello de acuerdo con las posibili­
dades financi eras del Sistema.

V. Contributividad y
equidad del Sistema

En el marco de las orientaciones de
la Recomendación 9.' del Pacto de
Toledo, y teni endo en cuenta , a su
vez, los principios que inspiraron el
apartado J) del Acuerdo So cial de
1996, resulta nece sario profundizar
en los criterios de contributividad, de
manera que se logre una mayor pro­
porcionalidad entre el esfuerzo de
cotización y e l nivel de prestación al­
canzado , en aras a lograr una mayor
equidad en las pension es y dar una
mayor estabilidad al Si stem a, todo
ello sin perjuicio del reforzamiento
de la solidaridad.

En es te marco, y manteniendo el
actual método de actualización de
las bases de coti zación, se revisará el
sistema de cálculo de la base regula­
dora, de manera que se tenga en

cuenta, de form a progresi va, el es ­
fuerzo realizado por el trabajador a
lo largo de su vida laboral.

En este sentido, deberá estudi arse
en profundidad e l efecto que en las
prestaciones han produ cido las me­
dida s adoptadas en 1996, y ello con
el obj eti vo de reforzar e l ca rác te r
contributivo y la equidad del Si s­
tema en el cálculo de aquélla s.

Por ello las partes firmantes del
presente Acuerdo se comprometen,
en el año 200 3, una vez finalizado el
período transitorio de ampliación del
cálculo de la base reguladora hasta
15 años, a tomar las medidas oportu­
nas para que se adopte la forma más
idónea para el cálculo de las presta­
ciones.

VI. Mejora de
prestaciones del
Sistema

La solidaridad es un principio bá­
sico de un sistema público de Seguri­
dad Social. En la pasada legislatura,
y como consecuencia de los Acuer­
dos alcanzados entre ambas Partes,
se ha logrado un reforzami ento del
principio indicado , lo cual ha moti­
vado la mejora de determinadas
prestaciones del Sistema.

Convenc idas ambas Parte s de la
necesidad de profundizar en la apli­
cación de la solidaridad, con especial
incidencia en aquellas situaciones de
mayor necesidad o de cuantía de
pensión más reducida, acuerdan las
siguientes medidas:

1, Pensión de viudedad,

Se introducirán , respecto de la
pensión de viudedad, las siguientes
modificaciones:

a) Mejora, con carácter general y
de forma progresiva, del porcentaje
aplicable a la correspondiente base

reguladora, a efec to del cálculo de la
pensión de viudedad. Este porcentaj e
pasará de form a gradual del 45% al
52%.

b) En el supuesto de pensioni stas
de viudedad con cargas familiares , y
que la pen sión de viudedad const i­
tuya la principal fuente de rentas, el
porcentaje aplicable a la correspon­
diente base reguladora queda rá fi­
jado gradua lme nte en el 70%. A
tales efectos, el concepto de cargas
famili ares será el apli cabl e en las
pensiones mínimas de viudedad para
beneficiarios con menos de 60 años
y cargas famili ares.

e) Se aprobará un nuevo marco de
co mpa tibilidades de la pen sión de
viudeda d, permitiend o el manten i­
miento en el percibo de es ta pensión ,
aunque e l pensionista contraiga nue-
vas nupcias. en los supuestos en que 45
concurran simultáneamente las s i­
guientes circunstancias:

• Que se trate de personas mayores
o incapacitadas.

• Que la pen sión de viudedad
constituya la principal fuente de in­
gresos del pensioni sta.

• Que se trate de personas con me­
nores niveles de renta.

2. Pensión de orfandad.

Se increment ará el lími te de edad
para la percepción de la pensión de
orfandad, en los supuestos de que el
huérfano no trabaj e o cuando, ha­
ciéndolo, los ingresos percibidos no
superen el 75 % del sa lario míni ­
mo interprofesional, de la forma si­
guiente:

• Con carácte r genera l: 22 años .

• En los supuestos de orfandad ab­
soluta: 24 años .
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3. Pensiones mínimas.

Se increment ará la cuantía de las
pensiones mínimas siguientes :

• Pensiones mínim as de jubilación
co n benefici arios de menos de 65
años.

• Pensiones mínimas de viudedad
para beneficiarios con menos de 65
años.

• Pe nsiones no conc urrentes del
ex tinguido Seguro Obliga torio de
Yejez e Invalidez (SOYI).

VII. Convergencia de
Regímenes Especiales

En aplicación de los principios de
la Recomendaci ón 4 ' del Pacto de
Toledo y del apartado 1) del Acuerdo
Soc ial de 1996 , durante la presen te
legislatura se han ido produ ciendo
avances en la convergencia de deter­
minados Regímenes Es peci ales de
la Seg uridad Social con el Régimen
Ge neral, básicamente en el ámbito
de la cotización.

Teniendo en cuenta la favorable
evolución del Régimen de Aut óno ­
mos, resulta conveniente introducir
las medidas que mejoren su marco
de acción protectora, de forma que la
mi sma vaya acercándose a la dispen­
sada en el Régimen General, ante su­
puestos homogéneos.

En tal sentido, se acuerda incluir
en la acción protectora di spensada
por el Régimen de Autónomos la
prestación de incapacidad perma­
nente total "cualificada", cuando e l
trabajador autónomo tenga 55 años o
más años y no ejerza una actividad.
ni sea titular de un establecimiento
mercanti I o industrial.

La medid a anterior se aplicará, de
igual modo y con los requi sitos seña­
lado s, a los trabajadores por cuenta

propia de los Regímenes Especiales
Agrario y de Trabajadores del Mar,
s i bien la refer encia al estableci­
miento mercantil o industrial se en­
tenderá reali zad a a la ex plotación
agraria o marítimo -pesquera.

De igual modo, se incluirá en la ac­
ción protectora dispensada en el Ré­
gimen de Autónomos la cobertura de
los rie sgos profesionales, estab le­
ci éndo se , as imismo , las co rrespon­
dientes cotizaciones.

A su vez, aparte de la estruc tura­
ción del Sistema en dos niveles, con­
tributivo y no contributivo, para su­
perar la deficiente estructura formal
actual, se estimulará la simplificación
e integración de Regím enes, de ma­
nera que se vaya haciendo realidad la
Recomend ación número 6 del Pacto
de Toledo para que, "a medio o largo
plazo, todos los trabajadores o asimi­
lados queden encuadrados o bien en
el Rég ime n de Trabajadores por
Cuenta Aje na o bien en el Rég imen
de Trabajadores por Cuenta Propia",
sin perjuicio de contemplar " las pe­
culiaridades especí ficas y objet ivas
de los colectivos encuadrados en los
sectores marítimo-pesquero y de la
minería del carbón, así como de los
trabajadores eventuales del campo" .

Dicha convergencia y simplifica­
ción deberá inici arse por la inclu sión
de los trabajadores por cuenta propia
del Régim en Especial Agrario en el
Régimen Especial de Tra bajadores
A utónomos y seg uirse suces iva ­
mente respecto de los trabajadores
autónomos incluidos en e l Régimen
Especial de Trabajado res del Mar,
sin perjuicio de mantener las espe­
cialidades que procedan y, en defini ­
tiva, instituir e l s istema o los sis te ­
ma s espe c ia les que se con sideren
procedentes en materia de afiliación,
altas, bajas, cotizac ión o inclu so re­
caudación.

Asimi smo, se adoptarán las med i­
das nece sarias para ev itar la discri­
minación de la mujer agraria en or­
den a su inclusión en e l Régim en

Espec ial Agrario , as í como se im­
plem entarán las medidas legal es
oportunas tend entes a aseg urar e l en­
cuadramiento y afiliac ión co rrecto s
de los trabaj adores agrario s.

Fina lme nte , las Partes fi rman tes
acuerdan la co nstitución de una Me­
sa que tenga como misión el anális is,
de la integración en el Régimen Ge­
nera l de los trabajadores por cuenta
ajena del Rég imen Especial Agrario,
de ac uerdo con las Recome ndacio­
nes del Pacto de Toledo.

VIII. Dependencia

La Segurida d Soc ial, en cumpli­
miento de los mandatos co nst itu­
cionales, se ha implicado, de manera
directa, en una serie de políticas glo­
bales y coordinadas dirigid as a las
per son as mayores o minusválidas,
que están incidiendo en una triple di­
rección:

• En el establec im ien to de un
ma rco de pres tac iones eco nó micas
sustitutivas de salarios o compensa­
doras de necesidades que protegen a
las personas mayores frente a cual­
qui er contingenci a y propic ian un
entorno de cobertura que, tras las im­
portantes reformas introdu cidas en
los últimos años com o consecuencia
del desarroll o del Pac to de Toledo ,
conjuga de manera eq uilibrada los
principios de contributividad, equi­
dad y solidaridad.

• En el despli egue de un mod elo
sanitario universali zado que tiene en
cuenta las con cretas necesidad es de
este colectivo mediante el desarroll o
de especialidades a las que tienen ac­
ceso con toda la amplitud requerida
y en condiciones de igualdad.

• En el desarrollo de un conjunto
de servicios que complementen a las
pensiones y a la asi stenci a sanitaria a
través de múl tipl es programas que
promo cionan la co nv ivencia y la in­
tegración social y familiar de las per-
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sonas mayores dentro de un entorno
más humano y parti cipati vo. En tal
sent ido, debe recordarse e l permiso
parent al recogido en la Ley 39/1999,
de 5 de noviembre, para promover la
co nciliac ión de la vida fam iliar y la­
bora l de las personas trabajadoras.

Aho ra bien, las pa rtes fir ma nte s
son co nsc ientes de que el fenómeno
de la dep enden cia es tá adquiriendo
actualmente una dimensión inédita,
debido, básicament e, al aumento de
la esperanza de vida y de que su so­
lución eficaz exigirá de l esfuerzo de
todas las Administrac iones y del
conjunto de la Sociedad , y de res­
puestas imaginativas en los diversos
órde nes que comportan la atenc ión
adecuada de las personas que requie­
ren espec iales cuidados y de aquellas
que las as istan.

Al estar tran sfer idos los Serv icios
Soc ia les a las Co munidades Autó­
nom as y e n algunas materias a las
Corpo raciones Loca les , y es ta ndo
próx ima la culminac ión de las trans ­
ferencias san itarias, la atención de la
dependenc ia debe se r impu lsada y
compart ida por las tres Admin istra­
cio nes Públicas, sin pe rjuicio de que
la Adm inistración Ge ne ra l del Es­
tado deba jugar un papel de impu lso
en la co bertu ra social de la co ntin­
ge nc ia ind icad a contribuyendo , de
esta forma, a garant izar la igualdad,
en todo el Es tado , de acceso a presta­
cio nes y programas por parte de las
personas dependientes.

Se co nsidera, por tanto, necesario
abrir un período de análisis y debate
soc ial sobre como debe garantizarse
la ate nción a la depend encia en nues­
tro país y el pape l que ha de jugar el
S istema de Protección Social en su
co njunto, en orden a que, antes de fi­
nalizar la presente legislatu ra, pueda
estar diseñada y apro bada una po lí­
tica de atenc ión a la dependenc ia ,
co n e l rango normativo oportuno .

En consecuenc ia, en e l plazo de
tres meses desde la firma del Acuer­
do, se co nsti tuirá una Comis ión de

Trabajo co n la par ticipación de los
ámbitos co mpetentes de las tres Ad­
ministraciones Públicas. con la fina­
Iidad de llevar a ca bo un análisis y
elaborar las prop uestas adecuadas so­
bre el marco ju ríd ico en el que ha de
incardinarse la cobertura de las situa­
ciones de dependencia, así como para
la elaboración de las líneas básicas de
actuación en esta materia. cuyos tra­
bajos deberán estar final izados antes
de l 30 de juni o del año 2002.

IX. Agencia de la
Seguridad Social

La actual es tructura organizativa
de la Seguridad Social, que supuso
una indud ab le mejora frente a los es­
quemas de gestión anteriores, no res­
ponde adec uadamente a los nuevos
planteamientos que se der ivan de la
real idad actual. Por ello, resulta con­
veniente llevar a la práctica el conte­
nido de la Recom endac ión 7.ª del
Pacto de Toledo, medi ante la consti­
tución de una Age nc ia de la Seg uri­
dad Social que logre una integración
orgán ica y funcional de las func iones
de afiliación y recaudación y de ges ­
tión de prestaciones.

Para ello, el Gobierno se co mpro­
mete, previa co nsulta co n las Orga­
nizaciones Sociales, en el plazo má­
ximo de un año, a remitir a las Cortes
Genera les el Proyect o de Ley de
creación de la Agencia de la Seguri­
dad Social, a fin de que la gestión y
administrac ión de la Seguridad So­
c ial se lleve a cabo co n sujeción a
principios de simplificac ión, racio­
nalización, economía de cos tes yefi­
cacia social, adem ás de descentrali ­
zac ión funcional.

X. Lucha contra el
fraude

1. In capacidad temporal.

En el marco de la Recomend ación
13' del Pacto de Toledo, resul ta pre-

c iso continuar con las medidas de
mejora de ges tión de la incapacidad
temporal (IT) de modo que, dando
cobertura a las situacio nes reales de
imposibilidad de acceder al trabajo
en caso de enfermedad o acci de nte,
se ev ite la uti lizac ión indebida de
esta prestación:

En este objetivo:

• Se establece rán las medidas ne­
cesarias que impidan la concatena­
ción abusiva de la IT co n la presta­
ción de desemp leo.

• Se articu larán las medidas qu e
ev iten la prolongación indeb ida de la
prestación, en los casos en que el tra­
bajad or que es llamado a reconoci­
miento médico por los servicios mé­
dicos de la Entidad responsab le del
pago de la prestac ión no acuda a los
mismos sin causa justificada.

• Se incrementarán las med idas de
coo rdinación necesarias entre las En­
tid ades respo nsa bles de l pago de la
prestación de IT y ellNSALUD y los
Serv icios de Salud, que perm itan un
mejor control de las situaciones de IT.

2. Otras medidas.

• Se adoptarán las med idas norma­
tivas necesarias para incluir a los tra­
bajadores en el Sistem a de la Segu­
ridad Social y en el Régimen qu e
co rresponda, de form a que se adecúe
co rrectamente e l encuadramiento a
la activ idad económica realizada.

• As imismo, también se adoptarán
las medidas adec uadas para ev itar
afiliac iones de trabaj adores de for­
ma inde bida en el Régimen Espec ial
Agrario.

• A su vez, deberá estudiarse la si­
tuación de las personas que, carentes
de las debidas licenc ias o permisos
administrativos de actividad , hoy es­
tán encuadrados indebidamente en el
Sistem a.

47
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XI. Responsabilidad en el
cumplimiento de las
obligaciones en materia
de Seguridad Social

La reg ulación actual da ta del año
1966. La evoluc ión expe rimentada
por el Sistema de la Seg uridad Soc ial
desde entonces ha or iginado un des­
fase entre la citada regulación y las
nuevas realid ades soc iales , de ma­
nera que result a notori a su fa lta de
adecuación a las circunstancias pre­
sentes .

De ello der iva la neces idad de
abordar una reforma de las líneas le­
ga les que han de configurar el insti­
tuto de la responsabilidad en el cum­
plimiento de las obligac iones de
empresarios y trabajadores en mate­
ria de Seg uridad Social, reforma que
ha de tener como pilares fundamen­
tales los siguientes principios:

• Mantenimiento de las ga rantías
del trabajador para acceder a la pro­
tecc ión del Sistema de la Seg uridad
Soc ial.

• Una adec uada combinac ión del
alcance y de las consecuencias del in­
cumplimiento de las obligaciones de
afi liación y/o de cot ización por parte
de las empresas, de ma nera que la
ap licac ión del principio anterior no
orig ine, de forma total o parcial , una
exonerac ión de la respon sabilidad .

• La necesid ad de preser var el
equilibr io financiero del Sistema de
la Seg uridad Social.

De acuerdo con tales principios, se
co ns ide ra co nve niente la adopción
de las siguientes medid as:

1. Adecuar la aplicac ión del prin­
cipio de automat icidad de las pres­
taciones, limitand o el an ticipo por
parte de la Entidad Ges tora o Cola­
bo radora exc lus ivame nte hasta la
cuantía de dos veces y media el sala­
rio mínimo interprofesional.

En orden a la ap licación de la ci­
tada medida. la Tesorer ía Ge neral re­
mitirá anualmente a cada trabajador
un documento-in forme expresivo de
la cuantía y número de las co tizacio­
nes que consten en sus registros fruto
de las declaraciones e ingresos efec­
tuados por los empresarios.

2. Proceder al desarroll o nor­
mat ivo oportuno en esta materia, a
efecto s de dotar de mayor eficacia y
ag ilidad al actua l proced imiento
decl arat ivo de la resp onsabilidad
empresa rial, pud iendo atribuir las
competenc ias necesarias a las Enti­
dades Gestoras, fundamentalme nte
en relación co n las prestaciones que
reconoce el Sistema de la Seg uridad
Soc ial.

2. Co nd ic iona r e l re integro, por
parte del Instituto Nac ional de la Se­
guridad Soc ial, a las Mutuas de Ac­
cidentes de Trabajo y Enfermedades
Profesionales de la Seg uridad Social
del importe de las prestaciones anti­
cipadas por dichas Entidades Co la­
boradoras a que, con carácter previo
a la efec tividad de dicho reintegro ,
se proceda a la declaración admi ­
nistrat iva o judici al de inso lvenci a
de l empresario decl arado respon­
sable.

XII. Reducciones
y bonificaciones
en la cotización

En este ámbito, se co nsidera pro­
cede nte establecer las siguientes me­
didas:

1. Co n la fina lidad de ampliar y
mejorar la s ituac ión de las mujeres
trabajadoras, se ampliarán las boni ­
f icac iones que actualmente reciben
las mujeres en activo. Co nsecuente­
men te , en los supuesto s de suspe n­
s ión de l contra to de trab ajo por
maternidad, los empresarios, cuando
se produzca la re incorporación al
puesto de trabajo, tendrán derecho a
una bonificación de l 100% de la

aportac ión empresarial de la cot iza­
ción a la Seguridad Social por con­
tingencias comunes, dur ante el pe­
ríodo máx imo de un año.

2 . Los trabajadores con más de 50
año s tienen prob lem as para mante­
nerse o reintegrarse en el me rcado
laboral. Medidas como la rev isión de
la oferta for mativa, la implement a­
ción de políticas activas específicas
o el desarrollo de programas de ase­
soramiento y orientación a las em­
presas deben ser acompañadas de re­
ducción de cotizaciones sociales ,
co n la fina lida d de mantener en la
v ida laboral a es te co lect ivo . Co n
ello se estará contribuyendo a lograr
el obje tivo de que permanezcan la­
bor almente ac t ivos más allá de la
edad ordinaria de jubi lación , seg ún
la Reco mendación 10' del Pacto de
Toledo.

Los trabajadores co ntra tados con
55 o más años de edad y que tengan
una antigüedad en la empresa de 5 o
más años gozará n de una bonifica­
ción O reducción gradual de la apor­
tación empresarial en la cotización a
la Seguridad Social por continge n­
cias comunes, salvo en lo que se re­
fiere a la incapacidad temporal, hasta
cumplir los 65 años. En el supuesto
de que no se acredite la antigüedad
citada , la medi da ante rior será de
aplicac ión a partir del moment o en
que e l trabajador cumpla d icho re­
quisito.

Dicha me dida co me nza rá a ha­
cerse efectiva a partir del prim ero de
enero del año 2002, de forma que las
bonificaci ones o reducciones de la
cuota patronal por contingencias co­
munes, salvo en lo que se refiere a la
incapacidad temporal, sean del 50
por ciento respecto a los trabajadores
de 60 años de edad, aumentando gra­
dua lme nte de modo que a los 65
años de edad las misma s alcancen el
100 por cien.

Las boni ficacion es o reducciones
deberán ex tenderse sucesivame nte
hasta que sean de aplicac ión a las co-
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tizaciones de l co lec tivo de trabaja­
do res con más de 55 años de edad.

3. Asimismo y con la finalidad de
incentivar la prolongación en la act i­
vidad laboral de los trabajadores que
alcancen la edad legal de jubilación,
se exo nerará del pago de cotizacio­
nes sociales, por continge ncias co­
munes, salvo en lo que se ref iere a la
incapac idad temporal, co rre spon­
dientes a los trabajadores que reúnan
las siguientes circunsta ncias perso­
nales:

• Tener una edad igual o superior a
65 años.

• Acreditar 35 años efectivos de
cotizac ión a la Seg uridad Social, sin
tener en cuenta, a es tos efec tos, la
parte proporcional de las pagas ex­
traordinar ias.

En el supuesto de que no se acre­
dite, en la fecha del cumplimiento de
los 65 años, 35 años efectivos de co­
tización, la exo neración de las coti­
zaciones sociales indicada se iniciará
a part ir de la fecha en que se acred ite
el número de años de cotización se­
ñalado.

• La voluntariedad del trabajador,
en orden a dec idir libremente la con­
tinuación o la reiniciac ión de su acti­
vidad laboral.

XIII. Previsión social
complementaria

La prev isión social complementa­
ria prevista en la Constitución como
parte del sistema de protección so­
cia l ha ten ido un importan te desa­
rrollo en los últimos años. Con el fin
de favorecer es ta misma evolución
en aque llo s ámbitos donde ac tual­
mente es menor , se co ns ide ra ne­
cesario abordar el marco regul ador
vigente, con objeto de, valorando la
situac ión actual, introducir modi fi­
cac iones al mismo.

Deberá estudiarse la actual situa­
ción de los planes de pensiones de
em pleo , a fin de potenciar los mis­
mos, favoreciendo su de sa rrollo e
implantación , faci litando la incorpo­
ración de las PYMES y de los em­
presarios ind ividua les, así como de
sus trabajadores, a planes de emp leo
de promoc ión conjunta o, en su caso,
prop ios. La actuación se dir igirá,
preferentemente, a impu lsar la utili­
zación de los planes de pensiones de
promoción conjunta.

Se mejorará la interacc ión de los
planes de empleo con la negociación
co lectiva , compatibilizando el ám­
bito supraempresarial con los acuer­
dos a nivel de empresa para tener en
cuenta c irc unstancias específicas .

Se concretará la definición de las
contingencias previ stas en la norma­
tiva de planes de pensiones.

Asim ismo, las parte s se compro­
meten a estud iar la s ituac ión de la
prev isión social co mp lementaria,
con el propósito de propo ner las me­
joras nec esarias que permitan su
adaptación permanente a la rea lidad
en que se desenvuelve. Entre otras
cuestiones, se abordará la problemá­
tica de las Com isiones de Control de
los Planes y Fondos de Pensiones,
fac ilitando que , en determ inados su­
puestos, la negociación colectiva es­
tablezca cr iterios al resp ecto. Asi­
mismo, se ana lizará co n detalle el
pape l de la negociación colectiva en
materia de Planes y Fondos de Pen­
siones .

Debe rán modernizarse las posibili­
dades de gestión e inversión de los
fondos de pen siones en el co ntexto
de la Unión Europea.

El desarrollo de los trabajos y con­
versac iones que se van a desarrollar
en esta mater ia, con atención especial
a la mejora de la interacción de los
planes de pensiones de empleo con la
negociación colectiva, deberá reali ­
zarse en el marco del diálogo social.

XIV. Comisión de
seguimiento del Acuerdo

Para el aná lisis y e l seguimiento
del Acuerdo y, en general, de la evo­
luc ión del Si stema de la Seguridad
Social , se acuerda la const itución de
una Com isión integrada por las par­
tes firmantes de l presente Ac uerdo.

Dicha Comi sión aprobará sus pro­
pios procedi mie ntos y co ntará con
los medios q ue resulten preci so s
para el cump limiento de la misión y
func ión que tienen encome ndadas .

La Co misió n se co nsti tuirá e n el
plazo máx imo de un mes, desde la
firma de l presente Acuerdo, rea li­
zando sus func iones durante la vi­
gencia de l mismo. La Adm inistra ­
c ión faci litará a este re specto los
medios técnicos y los recursos opor-
tunos para e l adec uado func iona- 49
miento de esta Comisión.

XV. Duración
del Acuerdo

El presente Ac uerdo extenderá su
vigencia hasta el año 2004. No obs­
tante, este límite temporal no será de
aplicació n para aquellos supuestos o
medida s para las que se establece es­
pecíficamente un lími te dife rente.

Madrid, 9 de abril de 2001.

• Por el Go bie rno: José María
Aznar López, Presidente del Go­
bierno.

• Por la Confederación de Comi­
siones Obreras: José María Fidalgo
Velilla.

• Por la Co nfederac ión Española
de Organi zaciones Empresa ria les :
José María Cuevas Salvador.

• Por la Co nfederación Española
de la Pequ eña y Med iana Empresa:
An tonio Masa Godoy.

[!]~OO~ DE SEG URIDAD SOCIA L



INTERNAC üNAl

50-

ARGENTINA

Se ha anuncia do un programa de reestructuración
operativa para mejorar la gestión de la Administración
Nacional de Seguridad Social. Entre las medidas que
se plantean se encuentran las de reducir el número y
mejorar la capacidad profesional de sus gerentes, rea­
lizar un reordenamiento administrativo que la equipare
con una empresa de servicios y poner las medidas ne­
cesarias para luchar contra el fraude en la Seguridad
Social y hacer frente a la evasión en el pago de las co­
t izaciones por parte de los trabajadores y autónomos,
que está poniendo en peligro el sistema de jubilacio­
nes para un futuro.

AUSTRALIA

El Gobierno australiano trabaja en la reforma del Sis­
tema de Seguridad y Asistencia Social, apoyándose en
el Libro Blanco o Informe Final elaborado por un grupo
de expertos. En palabras de la ministra responsable,
esta reforma es fundamental para aumentar las opor­
tunidades de todos los australianos y prevenir y redu­
cir la dependencia respecto de los subsidios y pensio­
nes del sist ema actual. El objetivo que se pretende
lograr es el de establecer una red de seguridad ade­
cuada para las personas en situación de verdadera ne­
cesidad e incentivar, por otro lado, el auto-sosteni­
miento y la integración laboral y social.

BRASIL

Según los resu ltados provisionales del análisis que
está llevando a cabo el Instituto de Invest igación Eco­
nómica Aplicada IIPEA) sobre la evolución del mer­
cado de trabajo y sus efectos en la Seguridad Social
brasileña, el nivel de cobertura entre 1997 y 1999 des­
cendió del 81% al 59% de la población activa. Esta
caída tuvo lugar en todos los sectores de la economía,
salvo en agricultura. Las razones de esta disminución,
según el Secretario de la Previdencia Social, han sido
el aumento del trabajo informal y los efecto s de la
apertura económica del país, que indujeron a muchas
empresas a la "tsrciarización" de los servicios, con la
consiguiente migración de trabajadores hacia activ ida­
des autónomas. Esta situación de baja cobertura y ex­
clusión social justif ica el énfasis del Minister io en in-

tentar incorporar a la Seguridad Social a los 38 millo­
nes de personas que, actualmente, se encuentran
fuera del régimen general.

DINAMARCA

Se prevé una refo rma en la pensión de invalidez ba­
sada en la capacidad laboral que mantenga el afectado,
en contra del criter io anterior, que era la pérdida de esa
capacidad. Con este nuevo proyecto se pretende que
las personas con una minusvalía puedan continuar en
el mundo laboral desarrollando otras funciones. La re­
forma también plantea una simplifi cación de las cuan­
tías reduciendo las cuatro prestacione s diferentes ac­
tuales a una sola, sujeta a impuestos, y la creación de
una "pensión laboral" del 4%, en la que las cotizacio­
nes serán de un tercio para el interesado y dos tercios
para el Estado. El límite f ijado para la ent rada en vigor
de esta reforma es el 1 de enero de 2003.

EL SALVADOR

El Instit uto Salvadoreño de Seguridad Social (ISSS) va
a emprende r el denominado" Plan Estratégico de Mo­
dernización", que contempla la cobertura gradual de
nuevos grupos de población activa, la ampliación de
los servicios que ya presta la entidad y la incorporación
a la Seguridad Social de los famili ares de los salvado­
reños en el extranjero.

Para emprender la modernización, el ISSS requie re
una refo rma en el marco legal consti tucional. Act ual­
mente, una parte de su presupuesto la dedica al pago
de los salarios de sus 11.000 trabajadores y el resto a
la comp ra de medicamentos, mantenimiento de edif i­
cios y hospitales y atención a los enfermos. La Seguri­
dad Social cubre a un 15% de la población del país y a
un 22% de la económicamente activa.

GRECIA

El M inist ro de Trabajo ha presentado las líneas de ac­
tuación para la reforma del sistema de pensiones. Los
puntos principales son el aumento gradual de la edad
de jubilación a los 65 años para todos (actualmente el
límite es de 60), el cambio en el método del cálculo de
la pensión, que ya no se hará sobre el último sueldo,
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con reducción del 20%, sino sobre la media de los 10
mejores años y la necesidad de haber cotizado 40 años
(hasta hoy 35) para obtener el máximo de pensi ón.
Además se reducirán los dist intos fond os de pensio­
nes y no se privatizará el sistema, continuando con la
obligatoriedad de cotizar al sistema público. La trans i­
ción a las nuevas medidas se realizará, gradualmente,
a partir del 1 de enero de 2007.

ITALIA

La Seguridad Social italiana cuenta con dos nuevos
elementos: un fondo comp lementario de pensiones
para las amas de casa y un texto único sobre ma­
ternidad y permisos. El primero se trata de un fondo
cerrado, en régimen de capitalización, al que podrán
afil iarse amas de casa, trabajadores atípicos, en
part-time y disconti nuos y cuyas cuentas se f inancia­
rán a través de cuotas voluntarias, sin periodicidad fija
y con "p untos " otorgados por las compras diarias de
la fam ilia. El segundo tiene el interés de aunar, en un
único texto, todas las disposiciones en materia de ma­
ternidad, permisos parentales e igualdad hombre-mu­
jer, que se encontraban dispersas hasta ahora, ade­
más de reorganizar el sistema y aclarar aspectos de
su aplicación.

Frente a estas nuevas incorporaciones se encuentra
dete nida la revisión del sistema de pensiones, cuya
estabi lidad se ve amenazada por una disminución de
afiliados, un aumento de las prestaciones, unos ina­
decuado s coeficientes de transformación y la situa­
ción de parálisis de los fondos complementarios de­
bido a la limitada participación de los jóvenes.

NICARAGUA

De acuerdo con la Ley de creación de la Superinten­
dencia de Pensiones (SIPI. las Adrn inistradoras de
Fondos de Pensiones (AFPI, mediante un sistema de
capitalización, recibirán las cot izaciones de todos los
trabajadores rnenores de 43 años y serán las encarga­
das de manejar el Régimen de Pensiones de ahora en
adelante. Los mayores de 43 años continuarán con el
sistema actual, considerado defic iente, por lo que al­
gunos piensan que sus ingresos por jubi lación podrían
quedar en el aire. El presidente ejecutivo del Instituto
Nicaragüense de Seguridad Social (INSS) opina que la
aprobación de las AFP era necesaria porque el sis­
tema actual de reparto es obsoleto e injusto, mientras
que, con el nuevo, los cotizantes , una vez que se jubi­
len, percibirán su pensión de acuerdo a un sistema de
capitalización más justo y acorde con sus coti za­
ciones.

PORTUGAL

Portugal se enfrenta a reformas en su sistema de Se­
guridad Social. Ha entrado en marcha el "principio de
complementariedad", que consiste en la articulación
de varias formas de prote cción social pública, a las
que los trabajadores pueden acceder, y se está estu­
diando la imposición paulatina del cálculo de las pen­
siones basado en toda la carrera contr ibutiva.

Por otro lado, los fondos de capitalización de la Segu­
ridad Social serán subcontratados en una pequeña
parte a la gest ión privada, para estudiar si resulta más
beneficioso en eficiencia y reducción de los costes fi­
jos. Estos fondos de capitalización necesitan una revi­
sión de su reglamento, según el dimit ido presidente
del Insti tuto que los gestiona, ya que existe el riesgo
de que el M inisterio de Finanzas se aproveche de
ellos desviando su dinero para fi nanciar las cuentas
públicas. El prop io reglamento dice que " las aplica­
ciones del fondo deben tener en consideración los
objetivos de las políticas macroeconómicas y finan­
cieras del Estado portugués, principalmente las refe­
rentes a la f inanciación de la deuda pública" .

REINO UNIDO

El pasado mes de abril entró en vigor la nueva pen­
sión de participes Istakeholders pension), que obliga
a las empresas británicas, con más de cinco emplea­
dos a poner a su dispos ición una pensión participada.
Ésta se une a la nueva pensión básica en vigor y a una
segunda pensión estatal adicional , para proteger la
contingencia de vejez, y puede ser subscrita volunta­
riamente por cualquier ciudadano , trabajador o no,
que no esté incluido en ningún fondo ocupacional. Se
recomienda a los ciudadanos con ingresos medios y
se encuen tra incentivada con deducciones fisca les.
Sin embargo, son muchos los que desconfían de esta
nueva medida y no creen que proporcione ganancias
muy superiores a las que el Estado garantiza para los
pensionistas sin otro tipo de ingresos. Los empresa­
rios, por su parte, son críticos por los problemas que
plantea su aplicación, refiriéndose a la carga burocrá­
tica y a las tensiones que podría generar en el seno de
la empresa. Pese a ello, el Gobierno insiste en que la
nueva pensión de partícipes constituye un pilar clave
de la reforma del Estado del bienestar . El objet ivo gu­
bernamenta l es el de reducir progresivamente la de­
pendencia de los ciudadanos de la tercera edad, de
las pensiones no contributivas, y hacer desaparecer
el sistema de pensiones proporcionales a los salarios
cot izados, a la vez que transfiere parte de la respon­
sabilidad del Estado a los individuos.
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AUDIENCIA NACIONAL
ADMINISTRACiÓN DEJUSTICIA
Sala de lo Contencioso-Administrativo .
Sección Se xta
Núm . Recurso: 1033/1997
Núm . Registro General: 06004/1997
Demandante: FEDERACiÓN DE
ENSEÑANZA DE COMISIONES OBRERAS
Letrado: Sra. PERONA MATA
Demandado: MINISTERIO DE
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
Pon e nte:
Ilma . Sra.: D.' CONCEPCiÓN MÓNICA

MONTERO ELE NA

SENTENCIA N.º:
limos. Sres.:
Presidente :
D. FERNANDO DELGADO RODRíGUEZ
Magistrados:
D.' MERCEDES PEDRAZCALVO
D. JOSÉ MARíA DEL RIEGO VALLEDOR
D.' CONCEPCiÓN MÓNICA MONTERO

ELENA
D. SANTIAGO PABLO SOLDEVILA

FRAGOSO

Madrid, a 7 de no viembre
de 2000 .

Vi sto el recurso contencioso ad­
mini strativo que ante la Sa la de lo
Contenc ioso Ad ministrativo de la
Audiencia Nacional ha prom ovid o
Federación de Enseñanza de Co mi ­
sio nes Obreras y en su nombre y
representación la Letrada Sra. D '
Carmen Peron a Mata, fren te a la
Ad ministrac ió n del Esta do , diri­
g ida y representada por el Sr. Abo­
gado del Estado, sobre Reso luc ión
del Mini stro para las Ad minis­
trac iones Públicas , de fecha 19
de sept iem bre de 1996 , s iendo la
cuantía del presente recurso inde­
terminada.

Antecentes de hecho

PRI MERO : Se interpone recurso
contencioso administrativo por Fe-

de ració n de En señanza de Co mi­
sio nes Obreras y en s u nombre y
representación la Letrada Sra. D.'
Carmen Perona Ma ta , frente a la
Adm inis trac ión del Es tado , diri­
gida y representada por el Sr. Abo­
gado del Estado, sobre Reso lución
de l Mini stro para las Ad ministra­
c iones Pú blicas , de fec ha 19 de
se ptiembre de 1996 , solicitando a
la Sala , se decl are la nulid ad del
acto impugnado.

SEG UNDO : Recl am ad o y reci ­
bido el ex ped iente administrativo ,
se co nfirió tra slado del mi smo a la
pa rte recurrente par a qu e en pla­
zo legal fo rm ulase escrito de de­
manda , hacién dol o en tiempo y
form a, alegand o los hechos y fun­
dam entos de derecho que est imó
oportunos, y suplicando lo qu e en

el esc rito de dema nda co nsta lite­
ralmente .

Dentro de plazo legal la Adm i­
nistración demandada formuló a su
vez escrito de co ntestación a la de­
mand a, oponiéndose a la mism a y
alegando lo que es timó oportuno a
tal fin .

TERCERO: No habiéndose soli­
citado el recibimiento a pru eba, y
evacuado el trámite de conclus io­
nes, quedaron los autos conclusos y
pendientes de votac ión y fallo , para
lo qu e se aco rdó señalar el d ía 3 1
de oc tubre de 2000.

CUA RTO : En la tramitación de
la presente causa se han observado
las prescripcion es legales previ stas
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en la Ley de la Juri sdicción Con­
tenc iosa Administrati va, y en las
demás Disposiciones concordantes
y supletorias de la misma.

Fundamentos jurídicos

PRIMERO: Es obje to de impug­
nación en autos la Resolución del
Mini stro para las Adminis tracio­
nes Públi cas, de fecha 19 de sep­
tiembre de 1996.

Es necesario en primer término
delimitar la concreta actuación ad­
mini strati va impugn ada. para, a
co ntinuac ión, analizar si la mism a
es suscept ible de co ntro l en es ta
es pec ializada jurisdi cción , y por
últim o, de ser competente para
e llo, la Sala habrá de ex aminar,
desde parámetros jurídicos, su ade­
cuac ió n al Ordenam iento. Pues
bien , el confli cto que se nos plan­
tea tiene su origen en las manifes­
taciones que e l Ministro para las
Administrac iones Públicas verti ó
en el seno de la Mesa Ge neral de
Negoc iación de la Administración
del Estado, comunicando a los re­
presentantes en ella de los funcio ­
nari os , la deci sión de la Admi ­
nistración de no incrementar las
retr ibuc iones a lo s fun ci on ario s
para el año 1997. Tal decisión en­
co ntró su posterior refl ejo en las
part idas presup uestar ias de los Pre­
supues tos Ge nerales del Estado,
que no consignaron como gasto el
incremento de las retribuciones de
los funcionarios.

Así las cosas hem os de aclarar
q ué naturaleza j urídica co rres­
po nde a tal mani fest aci ón . E l
Ministro de Administraciones PÚ­
blicas actuaba en la mesa de nego­
c iac ión como ó rgano administra­
tivo habilitado para reali zar la
negociación con los representantes
de los funcionarios, en orden al es­
tab lec imiento de las condiciones
de trabajo de éstos. En tal sentido,
realizó la manifestac ión de volun­
tad administrativa de exclusión de

la negociación de un elemento re­
lativo a la retribu ción de los fun­
cionarios, cual es el incremento de
la misma.

Tenemos pues un órgano admi­
nistrativo que emite una declara­
ció n de voluntad en e l ámbito de
sus competencias y que tiene inci­
dencia en la esfe ra jurídica de los
receptores interesados en dicha
mani festación de voluntad . Se ha
producido pues un acto adm inistra ­
tivo co n incide ncia en la esfera ju­
rídi ca de qui enes mantienen una
relación jurídica de subordinac ión
espec ia l co n la Adm inistrac ión
- los funcionarios- , y emitida por
e l órga no adminis trat ivo co mpe­
ten te para conocer de las relacio­
nes funcionaria les entre adminis­
tración y funcionarios, en el seno
del estatuto de la función pública.

En aplicación del artíc ulo 12 de
la Ley de la Ju risdicción de 1956,
reg ido ra del presente recu rso en
virtud de la fecha de su interpos i­
ción, corresponde a esta Jurisdic­
ción e l conoc imie nto del acto ad­
ministrativo que nos ocupa, al
es tar so me tido a Derech o Admi­
nistrativo, en su aspecto regulador
de las relaciones func ionariales
-artículos 11 3 y siguientes de la
misma Ley-, y emanar de una Ad­
ministración Pública. Que la com­
petencia corresponde a esta Sa la es
evidente si atendemo s a que el acto
admini st rativo ha sido produc ido
por el Mini stro de Administracio­
nes Públicas -artículo 66 de la
LOPJ- . Sin embargo, y por los ra­
zonamientos que después se ex­
pondrán, co nviene reali zar dos
precisionesen relación a la compe­
tencia de esta Sala para el enj uicia­
miento del presente recurso:

l . La competencia de es ta Sala
fue fijada en auto de 14 de mayo de
1997 por el Tr ibunal Supremo, que
se inhibió a nuestro favor para el
conocimiento del presente recurso.
y hemos de advertir que aunque el
último dígito del señalado año es

un 4, es evidente que se trata de un
error material de transcripción;
pues basta co mprobar que e l re­
curso se presentó ante el Alto Tri­
bunal el 2 1de octubre de 1996 (vé­
ase e l se llo de l Regi stro Ge nera l
estampado en el escrito de interpo­
sic ión); y que el núm er o del re­
curso que consta en el propio auto
es el 677/1996, lo que indica que el
año de entrada fue 1996.

2. El acto que se impug na emana
de l Ministro para las Adm inistra­
ciones Pública s, competente para
la regulación de los aspectos esen­
cia les de la relación j urídica fun­
cionarial.

Lo que se ventila en es te litigio
es una cuestión de personal. Y es
important e se ña lar es to porque,
tratándose una de las c ues tiones
que se nos somete, de retribuciones
a los funcionarios, en tal aspecto
intervienen otras instancias consti­
tucionales en la medida en que las
retri buciones de los funcionario s
han de tener su reflejo en los Pre­
supues tos Genera les del Estado .
Sin embargo, ello no altera la com­
petenc ia de l Ministro a utor de l
acto en relac ión a los aspectos fun­
c ionaria les de la Adm in ist rac ión
Pública, porque cada titular de De­
partamento tiene las competencias
que le corresponde sin que los as­
pectos económicos de las misma s
que hayan de reflejarse en los Pre­
supuestos alteren tal competencia.

A sí las cosas, el acto recurrido
encierra dos aspectos:

a) Negativa del órgano adm inis­
trativo competente a negociar en
relación con la Ley 7/90.

b) Negativa a incrementar las re­
tribuciones en relación con el ¡PC
para el año 1997 en aplicación de l
Acu erd o de 15 de se ptiembre de
1994.

SEGU N DO : Establ ecida la
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naturaleza de la decisión impu g­
nada y la competencia para su co­
nocimi ento, hemos de examinar,
desde criterios jurídicos, su ajuste
al Ordenamiento. A tal fin comen­
zaremos analiz ando la normati va
de aplicación, la cual viene consti­
tuida en esencia por la Ley 7/1990
de 19 de juli o, Ley de 9/198 7 de 13
de mayo y Convenio de la OIT n."
151. El Co nve nio c itado, y en lo
que ahora interesa, determina en su
artíc ulo 7 Q el deber de ado pta r
medidas para el pleno desarrollo y
utili zación de procedim ient os de
negociación entre autoridades pú­
blicas competentes y las organiza­
ciones de empleados públicos so­
bre las con dic iones de empleo , o
cualesquiera otros medios que per­
mitan a los empleado s públicos
participar en el establecimiento de
estas condicio nes.

Siguiendo el espíritu de tal pre­
cepto, que poster iormente anali za­
remos detenidamente, la Ley 7/90,
que modificó la 9/87, reguló la ne­
gociación colectiva entre Adminis­
tración y funcionarios públicos. De
entre las disposiciones legales de
la c itada norma interesa ahora re­
saltar las que siguen:

A) El artículo 32 de la Ley 7/90
determina como ámb ito materi al
de la negociación co lectiva, entre
otros aspec tos, el incr em ento de
retribuciones de los funcionarios
y del person al esta tuta rio de las
Administraciones Públicas, la de­
terminación y ap licac ión de la re­
tribución de los funcionarios pú­
blicos y las ma terias de índole
económ ica de prestación de serv i­
cios - Jetras a), b) y k) del citado
precepto-.

B) El artíc ulo 33 establece que
serán obje to de negociación colec ­
tiva las materias que ambas partes
estimen oportuno de las contenidas
en el artículo 32.

C) El artículo 34 excl uye de la
obligator iedad de la negociación

las decisiones adoptadas en ejerci­
cio de potestades de autoorg aniza­
c ión administra tiva , ejercic io de
derechos de los ciuda da nos ante
los funcion arios públicos y proce­
dim iento de form ación de actos y
di sposiciones administrativo s.

D) El artículo 35 determ ina la
posibilidad de establecer Acuerdos
y Pactos entre las Adm inistra­
ciones Pública s y los represen ­
tantes de los funcionarios; siendo
los Ac uerdos rel ativos a materias
competencia del Co nsejo de Mi­
nistros, Co nsejo de Gob ierno de
las Comunidade s Autónomas y ór­
ganos correspondientes de la Enti­
dade s Loca les, requiriendo para su
valide z y eficac ia la aprobac ión
expresa y formal de tales órganos
en su ámbito respectivo; y los Pac­
tos relativos a materias que se co­
rresponden con el ámbito compe­
tencial de l órgano adm inistrativo
que lo suscriba y vinculará directa­
mente a las partes. De la reg ula­
ción legal ex puesta podem os ex ­
traer las siguientes concl usiones:

l . Que las cuestiones relativas al
increm ent o de retrib uci ones son
objeto de negociac ión co lect iva.

2. Que existe una obligatoriedad
de negociar sobre tal cuestión en
cuanto ex iste una obliga toriedad
de negociar sobre todas las mate­
rias conte nida s en el artículo 32 .
Así resulta del artículo 34, a sensu
con trar io, puesto que tal precepto
excluye expresamente de la obli­
gación de negoci ar determin ados
aspec tos, entre los que no se in­
cl uye la cues t ión retributi va que
nos ocupa.

3.- La excl usión de la negoc ia­
c ión de las materias contenidas en
el artículo 32, siempre que no se
encuentren en algun o de los su­
puestos del artículo 34, solo puede
realizarse de acuerdo entre las par­
tes, co mo resulta del artículo 33.
Quiere ello decir, que dado que la
negociación tie ne por objeto las

materias de l ar tíc ulo 32, que por
excl usión no es obligatoria la ne­
goc iación en los supuestos del artí­
culo 34 y que el art ículo 33 esta­
blece que se negociará so bre las
materias que ambas partes estimen
oportunas, resulta ev idente que la
excl usión de la negoc iación de al­
guna de las cuestiones del artícu lo
32, sólo podrá hacerse con el con­
sentimiento de ambas parte s nego­
ciadoras. Estab lecida la obligac ión
de negociar y la imposibilidad de
excl usión unil ateral de alguna de
las materias recogida s en el artí­
culo 32 de la Ley 7/90, hemos de
concluir que la excl usión del incre­
mento retributivo de la negoci a­
ción que nos ocupa, por dec isión
del órgano administrativo compe­
tente en materia de relac ión fun­
cionarial, vulneró los artíc ulos 32,
33 Y34 de la Ley 7/90.

TERCERO: Pero sentado lo an­
terio r, y a e fectos de l reconoci­
miento de la situación jurídica pe­
dida en la dem anda , hemos de
analizar el alcance de la obligación
de negociar. Y lo harem os desde
dos aspecto s, el primero, en la afir­
mación de l princi pio de buena fe
en la negociación que ha de regir el
comportamiento de las partes en la
misma, acuñado ya en la jurispru­
dencia y el De rec ho laboral ; y el
segundo, e l espíritu que encierra e l
artículo 7 del Convenio 151 de la
OIT.

En e l primer aspec to seña lado,
hemos de af irmar que los princi ­
pios de sar rollados en la rama so­
cia l de l Derecho han de servir de
criterio inspirador en la so lución
de los co nfl ictos de los func io­
narios públi cos en sus re laciones
de trabajo con la Administración,
pues to que tales re laciones tienen
las notas de prestación de servic ios
y aje nidad propi as de las relacio­
nes laborales, si bien con las espe­
cialidades derivadas de la natu ra­
leza func iona ria l de la relación
jurídica. Ahora bien , la obligación
de negociación de buena fe es pre­
dicable en el ámbito de la función
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pública, no ya sólo porque la ac­
tuación de buena fe es un Principi o
General del Derecho, sino tambi én
porque ninguna especialidad de la
func ión pública afecta a la nego ­
ciación a la luz de tal principio. La
buena fe engloba la imposibilidad
de obstruir una negociación colec­
tiva con medios de presión mien­
tras la mism a se produ ce , pero
también, y funda me nta lmente, e l
intento serio y razonado de llegar a
acuerdos sobre el obje to de la ne­
goc iació n.

Tal principi o se dedu ce igual­
mente del artículo 7 2 del Conv enio
15 1, al señalar que las medidas que
ha Sin embargo e l pri nc ipio que
venimos examinando: negociación
efectiva y de buena fe, no impl ica
la n En este punto hemos de seña­
lar: Que la Adm inistración vulneró
la Ley - en los términos señalados
- de llegar a un acuerdo sobre tal
aspecto.

CUARTO: Ahora bien, existe un
elemento más de especial trascen­
dencia en la solución de la presente
liti s, que aún no hem os tratado y
que examinaremos seguidamente,
cual es la existencia de un Acuer­
do de 15 de septiembre de 1994 ,
adop tado entre la Ad ministrac ión
del Estado y los Sindicatos sobre
co ndiciones de trabajo en la fun­
c ión pública para el período de
1995 a 1997, aprobado por el Con­
sejo de Ministros e l 16 de septiem­
bre de 1994 y publicado en el BOE
de 20 de septiembre de 1994.

El Capítulo VI del citado Acuer­
do establece e l incremento de las
retribuciones de los funcionarios
púb licos conforme al ¡PC para los
años de 1996 y 1997, Y la obliga­
ción de negociar un mayor incre­
mento atend iendo a otros factore s.
Pues bien , tal capítu lo conte mpla
un incremento automát ico, se dice:
"Las retr ibuciones de los emplea­
dos públicos para los años 1996 y
1997 experimentará n un incre­
mento según las prev isiones presu-

puestarias dellPC"; y la obligación
de negociar incrementos superio­
res al señalado en ate nc ión a los
factores establec idos en e l propio
Acuerdo y capítulo. Co nforme al
art ículo 35 de la Ley 7/90, tal
Acuerdo -que fue publicado en el
BOE -, vincula a la Ad min istra­
ción del Estado, desde su aproba­
ción, en este caso por el Gobierno ,
según el citado art ículo 35 y el 3.2
b) de la Ley 30/1984.

Per o e l problem a jurídico que
surge a partir de es te momento es
complejo y podría resumirse en los
siguientes términos: conforme a
los artículos 66.2 y 134. 1 de la
Co nst itución, a l Gobi erno de la
Nación corresponde la elaboración
de los Presupuestos Generales del
Estado y a las Cor tes Genera les su
exame n, enmienda y aprobación,
lo que impediría la vinculación de
tales Presupuestos a pactos previos
adoptado s por la Administrac ión
con los 6 representantes de los fun­
cionarios, puesto que la competen­
c ia en materia presupuestaria es
originaria del Gobierno y las Cor­
tes Generales y la obligatoriedad
de los Pactos y Acuerdos regula­
dos en el artículo 35 de la Ley 7/90
viene referida al ámbito competen­
cial del órgano administrativo que
se vinculó.

La construcc ión jurídica que nos
lleve a la solución de la contienda
que examinamos ha de partir de
dos pr inc ipios j urídicos qu e han
de ser conciliados : las compete n­
cias atribuidas por la Constitución
- como norma jurídi ca de mayor
rango en nuestro ordenamiento-,
no pueden verse afectadas o limita­
das en su configuración como nor­
mas ju rídicas de inferior rango, ni
en su eje rcic io por deci siones o
acuerdo s de autoridades u órganos
admin istrativo s que no sean los
titulare s de la competencia . Pero,
de otra parte, las Leyes, como su­
prema manifestación de vo luntad
de autoorganizac ión jurídica del
pueblo español en el que reside la
soberanía nacional - artículo 12 de

la Co nstituc ión-, a través de sus
representan tes integr ados en las
Cortes Generales, no son meras de­
clarac iones retóricas, sino auténti­
cas normas jurídicas integradas en
el Ordenam iento, de la mayor je­
rarq uía, some tidas a la Const itu­
ción y a los Estatutos de Autono­
mía, que, como fuente de Derecho,
vinculan a todos los poderes públi­
cos y a los c iudadanos -art ículo
9. 1 de la Constitución- , y que son
generales, con vocación de perma­
nenci a, ob ligatorias e imperativas
salvo que ellas mismas permitan su
excl usión por voluntad de los inte­
resados -el caso del Derecho dis­
positivo-, y que se prod ucen en el
ejercicio de la potestad legislativa
por las Cortes como mani festación
de aque lla soberanía popu lar. Este
principio nos lleva a no interpreta r
nunca una ley de forma que su con­
tenido quede vacío o su efectividad
y eficacia anu lada, puesto que las
Leyes se producen para ser aplica­
das en su alcance y contenido.

Desde tales principios hemo s de
examinar la norm ativa de aplica­
ción para determinar el grado de
vinculac ión y los efectos de in­
cumplimiento del Ac uerdo de 15
de septiembre de 1994.

A) El artíc ulo 28.1 de la Consti­
tución reco noce el derecho de los
funcionarios a la s indicac ión y e l
artículo 37 de la misma el derecho
de los trabajadores y empresarios a
la negociación colectiva. Tales de­
rechos admiten modul aciones res­
pecto de los funcionarios públicos,
dado el carácter esencial que para
la comunidad tienen los servic ios
por ellos prestad os, modul acion es
que establecerá la Ley.

Así , como correctam ente señala
el Sr. Abogado del Estad o, el Tr i­
bunal Co nstitucional ha dec larado
en su sentencia 96/1990 y de fecha
8 de abril de 1981, que el estatuto
de los funcio nar ios públicos puede
encontrar pecu liaridades que no
son discriminatorias en re lac ió n

55



56

con los emp leados sometidos a De­
recho laboral, dada la espec ialidad
de la función pública.

Pero oc urre que la Constitució n
al admitir las pec uliaridades de es­
tos derechos en relación a los fun­
cionario s públicos, rem ite a una
Ley su regulación y contenido, lo
que supone que, en la extensión del
derecho reconocido en la norma
con rango de Ley que lo regule, tal
derecho es esencia l e inderogable
singularmente como consecuencia
de la nota de obligatoriedad y ge­
nera lidad propia del instrumento
jurídico, la Ley que lo configura. Y
así las cosas , no podemo s olvidar
que es el Poder Judic ial el garante
de los derechos fundamenta les y li­
bert ades públi cas de los ciudada­
nos y a tal Poder corresponde deli­
mitar su alcance y contenido en la
interpre tac ión y aplicación de las
Leyes que los regu lan , ya que en
nuestro sistema jurídico e l recurso
de amparo ante el Tribunal Consti­
tuc iona l opera para la tutela de l
mínimo esencial de esos derechos
reconocidos en la Constituc ión,
pero nunca co mo delim itador del
contenido máximo de e llos que
pueden ser refo rzado s en su conte­
nido, extensión y garantía por el le­
gislado r, estableciendo un ámbito
juríd ico para e l derecho, superior
al mínim o reconocido por la
Constitución. Por todo ello, la doc­
trina del Tribuna l. Co ns tituc io­
nal en vía de amparo constitu­
cional vincula a los Tribunales de
Justici a en cuanto establece un mí­
nimo contenido esencial del dere­
cho inm une incluso a la acción del
legi s lador, pero nunca en rel aci ón
al máximo contenido que al dere­
cho pueda darle la Ley, que queda
fuera del recurso de amparo al no
ser tal contenido e l esenc ial esta­
blecido en la Constitución, pues no
se olvide que el Texto Fundamen­
tal garantiza mí nimos esenc iales
de derechos pero no impide ni pro­
híbe el desarrollo máximo de los
mism os, s iempre, claro es tá, que
tal desarrollo no vulnere el conte­
nido esencial de otro dere cho tam-

bién constituc ionalme nte garanti­
zado, porque en tal caso, la tutela
constitucional devendría como
consecuencia de la vulnerac ión del
contenido esenc ial de un derecho
nunca del desarro llo máximo de l
otro.

B) Admitido que e l leg islador
puede, sin vu lneración constitucio­
nal, ampliar el contenido de los de­
rechos fundamenta les más allá de
su co ntenido esencial, dotándolos
de una configuración legal más in­
tensa que e l propio mínimo co nsti­
tucion al , hem os de co nsidera r e l
contenido que al derecho a la ne­
goc iac ión colec tiva de los fun­
c ionarios ha dado la Ley 7/1990
porq ue , aún no siendo de rango
constituc ional, tal contenido lo es
lega l, y por e llo co n la fuerza de
obliga r prop ia de tal norma j ur í­
dica.

y ya decíamo s que la Ley ha es­
tablecido una autén tica obligación
de negociar -art ículo 33 en rela­
ción con el 34-, unas materias so­
bre las que recae tal obligación de
negoci ar - artíc ulo 32-, unos as­
pectos exc luidos de esa obligación
de negoc iac ión -artículo 34-, y
una auténtica vinculación para las
part es de los Ac uerdo s y Pac tos
- art ículo 35-. És te es e l alca nce
del derecho de negociación co lec­
tiva de los func ionarios a través de
sus representantes, aún por confi­
gurac ión legal.

C) De todos los aspectos que in­
tegran el contenido legal del dere­
cho a la negociación colectiva de
los empleados públicos, nos inte­
resa resaltar uno de ellos: la vincu­
lación a los Ac uerdo s y pactos.
Pero tal vinculac ión viene referida
al ámbito competencial del órgano
administrativo que sea parte en la
negociación - Io cual es lógico por ­
que nadie puede comprometerse a
cumplir con lo que excede de sus
fac ultades, en es te caso , atribuc io­
nes ju rídicas- o Y ocurre que en el
caso que analizamos el órgano ad-

ministrativo que firmó, y por ello
asumió, el Ac uerdo lo era el Minis­
tro para las Administrac iones PÚ­
blicas y el Consejo de Ministros al
aprobarlo, y posteriormente publi­
carlo en el BüE el 20 de septiem­
bre de 1994.

Ahora bien , como los aspecto s
retributivos de los funcionarios pú­
blico s tienen necesariamente que
esta r conte mplados en los Pre­
supues tos Genera les de l Estado
porq ue es gas to público - los fun­
c ionar ios co mo emplea dos de la
Ad ministración que son, reciben
sus retr ibuci on es con ca rgo a los
gastos de la misma, y tales gas tos
son uno de los aspectos, el otro es
la previsión de ingreso, que o rde­
nan los Presupuestos- , hem os de
considerar otras instituciones con
competencia para regular ta les re­
tribuciones: Cortes Genera les - ar­
tículo 134.1 de la Constitución- o

y así las cosas, si aceptamos que
los Acuerdos y Pactos sólo vincu­
lan si han sido convenidos directa­
mente por las entidades con com­
petencia para elaborar y aprobar el
gas to público por med io de los
Presupuestos, llegamos al absurdo
de que lo s mismo s nunca serían
vinculantes, cuando el prop io artí­
culo 35 declara su fuerza y eficacia
v inculante ex pres ame nte, po rque
los órganos que según la prop ia
Ley 7/90 tienen apti tud para la
negociación colectiva, no son las
Cortes Generales. Ello supondría
una contradicción interna en la Ley
que haría inexistente el derecho a
la negociación col ectiva, en e l con ­
teni do y alca nce por e lla mism a
declar ado, esto es, los Pactos y
Acu erdos vincu lan , en los térmi­
nos del artículo 35 de la Ley 7/90,
siempre que se cumplan las form a­
lidades en él establecidas , y vincu­
lan respecto de todas las materias
co ntenidas en el artículo 32, que
son objeto de l ejercicio del dere­
cho que se reconoce , ya que no
ex iste excl usión respec to de nin­
guna de ellas.
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Partiendo de tal afirmación ex­
presa de la Ley, hemos de conciliar
todo s los preceptos de aplicación:

1. El artículo 134.1 de la Con sti­
tución , es tablece que el Gobierno
-como poder ejecutivo, artícu lo 97
de la Con stitución- ha de elaborar
los Presupuestos Generale s del Es­
tado, y las Cortes Generales, tras
su examen y enmienda, aprobarlos.
Pero ta l aprobac ión no se rea liza
en el ejercicio de la potestad legis­
lativa , y así resulta de l artícu lo
66.2 del Texto Constit uciona l que
d istingue de modo claro entre ta l
pote stad , la aprobac ión de presu­
puestos y el control de l Go bierno ;
siendo todas ellas potestades clara­
mente dife renciadas en su conte­
nido y naturaleza.

2. El sistema diseñado por la Ley
7/90 da fuerza vinc ulante a los
Acuerdos y Pactos adoptados en el
seno de una negociación colectiva ,
entre Administrac ión --empleado­
ra- y func ionarios --emp leados-,
cuando ver sen sobre las mater ias
contenidas en el artículo 32 -entre
las que se incluyen los aspectos re­
tribut ivos-, y siempre que no afec­
ten a las excl us iones de l artículo
34. Por ello la Ley ha configurado
tale s instrum ento s, como auténti­
cos convenios entre Admin istra­
c ión y empleados públicos, que
obligan a ambos en sus respec tivas
prestaciones.

De ta les normas hemos de ex ­
traer :

A) Que las Co rtes Ge nerales al
apro bar el gas to púb lico lo hacen
con somet imiento a las Leyes por
las mismas aprobadas, y ello por­
que tal acto no es más que la deter­
min ación de la finalidad que ha de
aplicarse a lo ingresado por el Era­
rio, reali zado al margen de la po­
testad legislativa, y que como acto
del poder público , se encuentra so­
metido a la Constitución y al resto
del Orde namiento Jurídi co - art í­
culo 9. 1de la Constitución-o Por la

misma razón el Gobiern o, en su
e labo rac ión de los Presupuestos,
ha de respe tar igualmente el Orde­
namiento.

B) La Ley 7/9 0 ex presamente
atribuye fuerza vinculante a los
Pactos y Acuerdos vá lida mente
adoptados en la negociación co lec­
tiva, que han de ser cumplidos por
las partes en la negoci ación; siendo
una parte la Admini stración del
Estado, ella queda vinculada por el
Acuerdo que nos ocupa - respecto
de l cual la Ley de aplicac ión no re­
conoce ius variandi-; y no ya por
la naturaleza jurídica del Acuerdo ,
que lo es de convenio entre em­
pleador y emp leados ni tampoco
como con secuencia de la vincula­
ción de los Conve nios Co lec tivos
laborales cuya regulac ión no es
aquí ap lica ble, sino co mo co nse­
cuencia de la aplicac ión de la Ley
7/90 que expresamente reg ula en el
ámbito func ionaria l el alca nce y
co nsec uencia s de la negoc iación
co lec tiva en dicho ámbito, y que
determina la vincu lación y ob liga­
toriedad del Acuerdo.

y ahora hemos de salir al paso de
uno de los razonami entos esgrimi­
dos por la demandada como justifi­
cación del incumplimiento de lo
acordado en materia de retribucio­
nes a los funcionari os. Se afirm a
por esa parte que superiores inte­
reses soc iales -concretamente el
saneamiento de la econom ía es­
pañola a efectos de la convergen­
cia europea- , hacían necesario el
incremento cero en las retribu­
ciones de los funcionarios con el
con siguiente incumplimi ento del
Ac uerdo que anal izamos. Pero tal
argumentación no es aceptable ,
prec isa mente porq ue tanto el Go ­
biern o como las Cortes Generales
- art ículo 9. 1 de la Const itución- y
las Administraciones Púb licas - ar­
tículo 103 de l mismo Texto-, en la
consec ución y cumplimiento de los
intereses públicos , se encuentran
somet idos a la Co nst itución y al
resto de l Ordenamiento . y lo que
ocurre es que en materia de retri -

buciones de los funcionario s se en­
cuentran implicadas institu cion es
con intensos podere s reconocidos
en la Constitución , precisamente
porque tales retribuciones se en­
cuentran incluidas en el concepto
de gas to público, y se ven afecta­
das por los contro les y garantías
que respecto al mismo se estable­
cen , pero sin que ello suponga una
alte rac ión a la regul ación que en
tales aspectos establece la Ley, que
opera como un límite a la facultad
de decidir e l destino de los in­
gresos púb licos y ordenación de l
gasto público , mientras la Ley se
e nc uentre vigente; o lo que es lo
mismo, e l Gobierno y las Cortes
Genera les, estas últimas en el ejer­
cicio de potestades no legislativas,
enc uentran un lími te legal en la po­
testad de ordenación de l gasto pú­
blico y por ello en la elaboración y
aprobac ión de los Presupuestos
cuando el Ord enamiento de ter­
m ina de forma vi nculante un deter­
minado gasto público.

C) La Admini stración igu al­
mente, y como hemos venido di­
ciendo, se encuentra vinculada por
el Acuerdo de 15 de septiembre de
1994 , co mo con secuen cia de la
aplic ación de la Ley 7/90.

Establ ecida la vinc ulac ión y
obligatoriedad del Acuerdo, hemos
de afi rmar que el mismo ha sido in­
cumplido -y ello es algo no discu­
tido por las part es- , y hemos de
examinar las consecuencias de tal
incumplimiento.

QUINTO: El incumplimiento de
una norma con fuerza de Ley, en lo
que ahora interesa, de carácter im­
perativo - ius cogens-, tiene como
consecuencia su aplicación en los
supuestos en que ello sea posible,
como medi o de restableci mien to
de la situación jurídica pertu rbada,
y la indemnización de daños y per­
jucios cuando no lo sea, o aun sién­
dolo, su ap licac ión no restablez­
ca íntegramen te e l Orden jurídico
per tur bado . Pues bien , en el pre-
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sente caso observamos que el acto
impugnado -decisión del Ministro
para las Administraciones Públicas
por la que se excl uía increm ento
retributivo alguno y se excluía de
la negociación co lectiva las cues­
tiones relativas a tal incremento-,
vulneró en dos as pec tos la Ley
7/90:

l. El ar tículo 35 otorga fuer za
vincul ante al Ac uerdo de 15 de
septiembre de 1994, s in que e l
mismo pudiese se r modificado uni­
lateralm ente por las part es en la
negociación, al hacerl o as í el Mi­
nistro, como órgano administrativo
con competencia para llevar a cabo
la negociación, vulneró la vincula­
ción legalmente establecida, y ex­
cluyó el incremento automático en
relación al IPC que se contenía en
el Capítulo VI.

2. La exclusión de la negociación
de cualquier otro incremento retri ­
butivo - no ya el previsto de forma
auto mátic a por el Capítulo VI­
vulneró el principio de obligatorie­
dad de negociar de buena fe con­
templado en los art ículos 33 y 34
de la Ley 7/90 , sobre las materias
contenidas en e l artículo 32 de l
mismo texto legal.

El restablecimi ento del orden ju­
rídico perturbado por ambas vulne­
raciones legales ha de ser resuelto
de diferente manera según el con­
tenido de la propia vulnerac ión:

l . Respecto a la inaplicación del
Ac uerdo de 15 de se ptiembre de
1994 con vulnerac ión del artículo
35 de la Ley 7/90 , la consecuencia
jurídica ha de ser la correcta apli­
cac ión de los contenidos de dicho
Ac ue rdo en aque llos e leme nto s
que permiten su automática aplica­
ción sin necesidad de negoci ación
alguna; este aspecto no es otro que
el automático incremento de las re­
tribuciones según e l crecimiento
de IPC en el año 1997.

2. En relación a otros incremen­
tos retributivos que pudieran aco r­
darse en el seno de la negociación
considerando los facto res señala­
dos en e l propio ca pítu lo VI del
Acuerdo , la consec uenc ia jurídica
es la e fec tiva negociación de la
Administración y los representan­
tes de los funcio narios, en los tér­
minos recogidos en el Ac uerdo y
con efec tividad de lo que resulte de
la negociación co lect iva , al año
1996, que es el momento a l que
viene referido el incumplimiento.

SEXTO: Hemo s dicho que en el
aspec to del incremento retributivo
en relación al crecimiento del IPC ,
establec ido de forma auto mática
en el Acuerdo incumplido, el resta­
blecimiento del orden jurídico per­
turbado impone la apli cación de
dicho incremento , por imperativo
del artículo 35 de la Ley 7/90, que
da fuerza vinculante para la Admi­
nistración y los funcionarios públi ­
cos de los Ac uerdos que en aplica­
ción del c itado precepto asum an.
Pues bien, en relación a tal incre­
mento hemos de resaltar:

A) Como hemos visto, tanto las
Cortes Genera les en la aprobación,
como el Go bierno en la e labora­
ción del gasto público, se encuen­
tran vinc ulado s por co mpromi­
sos previ os legalm ent e asumidos
-pién sese en pagos co nsec uencia
de la co ntratación de obras o serv i­
cios administrativos, renta s que
hayan de ser abonadas por disfru­
te de inmu ebles, devoluciones de
impuestos c uando procedan, sub­
venc iones recon ocid as que supo­
nen un gas to que la Adminis­
tración unilateralmente no puede
e lí minar-, que imponen que las
partidas presupuestarias contem ­
plen los desembolsos necesarios
para el cumplimiento de esas obli­
gac iones asumidas por la Admi­
ni str ación ; porque lo que no es
posibl e es que, so pretexto de la
elaboración de los Presupuestos, se
eliminen compromi sos de gas tos
validame nte asumidos por la Ad­
mini str ación , y cuya ex igibilidad

viene establecida en la Ley; puesto
que los Presupuestos , en su ve r­
tiente del gas to pú bl ico , han de
orde nar e l mism o, pero desde e l
respeto a la legalid ad y los co m­
prom isos as umidos v álidamente ,
pues no inn o van e l Derec ho , ni
alteran las obligac iones jurídicas
de la Administración, sino que es­
tablece n e l dest ino de las partidas
pres upuesta rias , ate nd iendo a l
Derec ho y las obligac iones jurídi­
cas ex igibles a la Administración.
Pue s bie n, un co mpromiso jurí­
dico, cuya obligatoriedad respalda
la Ley, es e l increm ento automá­
tico de las retribuciones de los fun­
ci onarios en la medida del crec i­
miento del IPe.

B) El derecho al incremento au­
tomático que nos ocupa, ha de ser
reconoc ido a favor de todos los
funcionarios incluidos en el ámbito
de aplicación del Acuerdo de 15 de
sept iembre de 1994 , en los tér­
min os de l Capítulo I del propi o
Acuerdo : personal al servicio de la
Administrac ión Civil de l Estado ,
de sus Organismos Autónomos, de
la Administració n de la Seg uridad
Soc ial y Entes Públicos representa­
dos en la Mesa General de Nego­
ciación; si bien respecto del perso­
nal al servicio de la Administración
de Justicia, Correos, Instituciones
Sa nitarias Públicas, per sonal do­
cente y no doce nte de las Universi­
dades, se apli cará e l incremento
que ana liza mos , siempre que las
peculiaridades de su concreto esta­
tuto lo permitan,

C) Tal incremento habrá de pro­
ducirse de manera automática por
la propia Administrac ión, puesto
que lo hace en cumplimiento de un
Acuerdo que le vincula sin necesi­
dad de interpelación por los intere­
sados, y habrá de comprender los
increm entos del IPC corres pon­
di en tes al año de 1997 , má s las
cantidades dejadas de percibir en
los años suces ivos por la inaplica­
ción del incremento . Si bien los
plazos de pre scripción para la re­
clamación de la deuda y en rela-
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ción a cada situación jurídica indi­
vidu ali zada comen zarán a correr
desde la notificaci ón de esta sen­
tencia a la recurrente. momento al
que ha de referirse el reconoci­
miento de la deuda a cargo de la
Administración y en el que termina
la litispendencia que ha interrum­
pid o la pre scripción - ha exi st ido
válida reclam ación por quien tiene
la defensa colectiva de los intere­
ses económi co s de los afectados.

D) En cuanto a la legitimación de
la entidad actora para el ejercicio
de la pretensión que se reconoce, y
aunque no ha sido discutida en au­
tos, es evidente que la ostenta, por
se r una asoc iación sind ica l que
puede actuar en defen sa de la lega­
lidad en el ámbito de los intereses­
cuya defe nsa le viene atribuida
- artículo 28. 1de la Ley de la Juri s­
dicción de 1956-, y es un aspecto
de tal legalidad, el efectivo cumpli­
miento de compromisos adoptados
por la Administrac ión Púb lica, vá­
lidamente y con la vinculación le­
gal que hemos analizado. La legiti­
mación alcanza al reconocimiento
de un derecho emanado de un
Ac uerdo vincu lante en virtud de
disp osición legal , no así al con­
creto restablecimiento de la situa­
ción jurídica individual pertur­
bada , esto es, el posible impago a
cada funcionario de las concretas
cantidades debidas y reconocidas
en virtud de esta sentencia, para lo
cua l rige e l artículo 28.2 de la
misma Ley, y es el propio intere ­
sado el que habrá de instar al pago.

SÉPTIMO : Respe cto de la ex ­
clu sión unilateral de la materi a
retributiva de la negociación colec­
tiva, hemo s dicho que el restableci­
miento de l orde n jurídico pertur­
bado exige la efectiva negociación
con efe ctos a la fec ha en que la
misma debió producirse, pero no
puede da r or igen a la indemniza­
ción de daños y perjui cios a favor
de las entidades sindicales, puesto
que los daños morales que la limi­
tación al de rec ho de negociación
colectiva recogido en la Ley 7/9 0

ha podido causar, resultan sanados
desde que se reconoce la vulnera­
ción del derecho y se ordena la re­
alización de una efectiva negoc ia­
ción sobre los extremos señalados
con efectos al momento en que se
produjo la vulnerac ión del de­
recho .

De lo expuesto resulta la estima­
ción del recurso en cuanto que la
Resolución discutida no es aju s­
tada a Derecho.

No se aprec ian méritos que de­
term inen un especia l pronuncia­
miento sobre costas. conforme a
los criterios contenidos en el artí­
culo 131 .1 de la Ley Regu ladora
de la Juri sdicción Contencioso Ad­
ministrativa.

VISTOS los preceptos citados y
demás de genera l y pertinente apli­
cac ión, por el poder que nos otorga
la Constitución:

Fallamos

Qu e estimando e l recurso co n­
tencioso admini strativo interpues­
to por Federación de Enseñanza de
Comi siones Obreras y en su nom­
bre y representac ión la Letra­
da Sra . D.' Carmen Perona Mata,
frente a la Administración del Es­
tado , dirigida y representada por el
Sr. Abogado del Estado, sobre Re­
solución del Mini stro para las Ad­
mini straciones Públicas, de fecha
19 de se ptiembre de 1996, debe­
mos declarar y decl aramos no ser
ajustada de Derecho la Resolución
impugnada, y en consecuencia de­
bemos anularla y la anulamos, de­
clarando el derec ho de los funcio­
nar ios inc luidos en el ámbito de l
Acuerdo de 15 de septiembre de
1994 objeto de autos , a percibir el
incremento en su retribución. se­
gún la prev is ión presupues ta ria
del crec imiento del IPC en el año
1997, más las ca ntidades dejadas
de percibir durante los años suces i-

vos como consecuencia de la ina­
plicación del señalado incremento,
y ordenamos a la Admini stración
demandada que proceda a llevar a
efecto en el menor plazo posible,
negociaciones sobre el incremento
retributivo previsto en el Capítu lo
VI, Título 11 del Acuerdo señalado,
con efectos al año 1996 , momento
en que dicha negociación debió
producirse. sin expresa imposición
de costas.

A sí por esta nuestra sentencia,
que se notificará haciendo constar
que contra la mi sma no cabe re­
cursode casación, siguiendo las in­
dicaciones prescritas en el artículo
248 de la Ley Orgá nica 6/1985, y
testimonio de la cual será remitido
en su momento a la oficina de ori­
gen a los efectos legales junto con
el expediente, en su caso, lo pro­
nun ci am os. m andam os y f i r­
mamos.

VOTO PARTI CULAR QUE
FORMULA EL MAGISTRADO
DE LA SECCIÓN SEXTA DE LA
SALA DE LO CONTENCIOSO
ADM INISTRATIVO DE LA
AUDIENCIA NACIONAL, DON
JOSÉ M.' DEL RIEGO VALLE­
DOR, A LA SENTENCIA DE
7 DE NOVIEMBRE DE 2000,
DICTADA EN EL REC URSO
1033/1997.

Al discrepar de la tesis mayorita­
ria respecto del alcance y eficacia
de determinados extremos de l
Acuerdo Administración-Sindi ­
catos para el periodo 1995- 1997 ,
sobre condi ciones de trabajo en la
Función Púb lica, formuló respe­
tuosamente Voto Particular, enten­
diendo que los criter ios que debía
haber seguido la Sa la son los que
se expresan en los siguientes razo­
namientos:

PRIMERO.- Es cierto que no
puede dudarse de la admisión de la
negociación colectiva en el seno de
la fun ción pública. A la negocia­
ción colectiva se refiere en primer
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término la Ley 30/1984, que en su
artículo 3.2.b) es tablece la co m­
petencia del Gob iern o para dar
instrucciones a las que deberán
atenerse los representantes de la
Administración del Estado cuando
proceda la negociación con la re­
presentación sind ica l de los fun­
cionarios públicos de sus condicio­
nes de empleo. Más ade lante, la
Ley Orgánica 11/ 1985, de 2 de
agosto, de Libe rtad Sindica l, que
de acuerdo con su artíc ulo 1.2 ex­
tiende su ámb ito de aplicación a
los sujetos de una relación de ca ­
rácter administrativo o estatutario
al servic io de las Ad ministrac iones
Púb licas, reconoce expresa mente,
en sus artículos 2.2.d) y 8.2, que
entre los derechos de las organiza­
ciones s indicales figura el derecho
a la negociación colectiva.

Este reconocimiento de la nego­
ciac ión co lectiva ha sido desarro ­
llado por la Ley 9/1987, de 12 de
mayo, de Órganos de Representa­
ción, Determ inación de las Condi­
ciones de Trabajo y Partic ipac ión
del Persona l al Servicio de las Ad­
min istraciones Púb licas y, de ma­
nera es pec ial, por la Ley 7/19 90,
de 19 de julio, que ofrece una
nueva redacción del Ca pítu lo Il
de la Ley 9/1987, inclu yendo una
nueva denominación de dicho Ca­
pítulo, que pasa titularse "de la ne­
goc iación colectiva y la parti cipa­
ción en la de terminac ión de las
condiciones de trabajo" .

SEGU NDO.-Sin embargo, la
introducción del derecho a la nego­
c iación colec tiva en la func ión pú­
blica no es un hecho simple, dad o
e l modelo de organizac ión de la
función púb lica por el que ha op­
tado nuestra Constitución.

El artículo 103.3 de la Constitu­
c ión indica que " la ley regulará el
es tatuto de los funcionarios públi ­
cos, el acceso a la función pública
de ac uerdo con los prin cipios de
mérit o y capac idad, las peculiari­
dades del ejercicio de su derecho a
s indicación, e l sistema de incorn-

patib ilidades y la garantía para la
imparcialidad en el eje rcicio de sus
funciones".

Al respecto, el Tr ibunal Consti­
tucional confirma que " la Co nsti­
tuc ión ha optado por un régimen
estatutar io, con carácter genera l,
pa ra los serv idores púb licos", y,
aproximándose a la cuestión obje to
del recurso, añade el 'L C, que "es
innegable que el régimen retribu­
tivo de los funcionar ios púb licos
interesa de modo directo a su Es­
tatuto propio. de necesario esta­
blecim iento por ley" (se ntenc ia
99/1987, de I I de junio, E J. 3.0).

TERCE RO .-EI artículo 35 de
la Ley 7/1990 prevé que los repre­
sentantes de la Administrac ión y
de las organizaciones sindicales al­
cancen Acuerdos y Pactos, siendo
naturalmente primer requi sito para
la validez de tales Acuerdos y Pac­
tos, que los mismos se celebren so­
bre materias que se correspondan
estrict ament e co n el ámbito de
competencias del órgano adminis­
trativo que los suscriba. Es lógico,
pues no cabe que sea obje to de ne­
goc iac ión lo que es té fuera de la
disponibilidad de las partes.

Por ello es perfectamente posible
la negoc iación co lec tiva en materia
de incremento de retribuciones,
pero con la importante limitación
que recoge el artículo 32 de la pro­
pia Ley 7/1990 antes citada, que
indi ca "serán objeto de negoci a­
ción en su ámbito respecti vo y en
re lación con las co mpetencias de
cada Administrac ión Pública las
materias s iguientes:

a) El incremento de retri buciones
de los funcionar ios y del personal
estatutario de las Administraciones
Públicas que proceda incluir en el
Proyecto de Presupuestos Genera­
les del Estado de cada año".

Está claro por tanto que la nego­
ciac ión co lectiva puede tener por
obje to el incremento de retribucio-

nes, con la consec uencia de que, de
culminar la negociación en un
A cuerdo o Pacto, éste consistirá
necesariamente en la inclusión del
increm en to negociado e n el Pro ­
yec to de Presupu estos Ge ne rales
del Estado del año de que se trate.

CUARTO.-EI ar tíc ulo 134 ,
apartado 1 y 2 de la Co nst itución
indica que "corres po nde al Go­
bierno la elaboración de los Presu­
puestos Gener ales de l Estado y a
las Cortes Gen er ales su ex ame n,
enmienda y aprobac ión. Los Pre­
supues tos Ge nerales de l es tado
tendrán carácter anual (e) incluirán
la totalidad de los gastos e ingresos
del sector público estatal".

La relación de los preceptos cita­
dos, artículo 32 de la Ley 7/1990 y
134 CE, produ ce la consecuencia
de que el incremento de retribucio­
nes de los fun cionari os públi cos
está suje to, en último térm ino, a la
voluntad del titular de la potestad
legislativa, las Co rtes Gen era les,
que no están obviamente vincula­
das a aceptar el pacto de terceros y
que pueden desde aprobar la ini­
ciativa, hasta modificar la sustan­
cialmente o rechazarla.

Las Cortes Generales, en la Ley
12/1996, de 30 de diciembre, de
Pre supuestos Ge nera les del Es­
tado , optaron por la co nge lación
sa larial para lodos los trabajadores
del sector púb lico.

Dice la LPGE de 1997 en su artí­
culo 12.2 que: "Con efec tos de 1
de enero 1997, las retribuciones ín­
tegras del personal al servicio del
sector público no pod rán ex peri­
mentar variación con respecto a las
del año 1996".

QU INTO.-La negociación co­
lectiva en materia de incrementos
retributivos como los examinados
tiene como límite la falta de efica­
cia direc ta de los acuerdos o pactos
logrados, pues los efectos del pacto
o acuerdo alcanzan únicamente a



incluir el incremento pactado en el
Proyecto de Presupuestos Genera­
les de l Es tado.

Dicha limitación estápresente en
el Acuerdo Admin istrac ión-Sindi­
ca tos pa ra el períod o 1995 -1997,
sobre condiciones de trabajo en la
func ión pública , apro bado por el
Consejo de Minist ros en su reu ­
nión de 16 de septiembre de 1994
(B.O. E. de 20 de se ptiembre de
1994).

En e l Títu lo III -"Re tr ibuc io­
nes"- se establece un tratamient o
perfect am ente diferenci ado par a
los increm entos del año 1995, de
un lado, y de los años 1996 y 1997
de otro:

a) Para el año ¡995 , el Capítulo
" del Título III indica que "s e
acuerda incluir en e l Proyecto de
Ley de Presupu estos Generales del
Estado para dic ho ejercicio (1995 )
un incremento de las retribuciones
de los empleados púb licos igual al
incre mento del IP C previ sto en
el Pro yecto de Presupuestos para
1995".

b) Para los años 1996 y 1997, el
Ca pítulo VI del mismo Título III
dice que " las retribuciones de los
empleados públicos par a 1996
y 1997 ex pe rime ntarán un incre­
mento según la pre visión presu­
puestari a del crecimiento del IPC
para dichos eje rc icios".

Por tanto, ex iste un Acuerdo ,

dentro de los límites de la negocia­
c ión co lec tiva es tablec idos en el
artíc ulo 32 de la Ley 711990, para
e l año 1995 , de inclu ir un deter­
minado incremento retributivo
para los em pleados públicos en el
Proyect o de Ley de Presupues­
tos Ge ne ra les del Es tado, y un a
orientación O directriz , para una
negoci aci ón co lectiva posterior,
respecto de los años 1996 y 1997,
de increm entar también las retribu­
ciones en esos años conforme a la
previsión presupuestaria del creci­
miento del IPC. No se puede en­
tender, por e l co ntra rio , qu e e l
pacto de increment o de retribucio­
nes para 1996 y 1997 tiene eficac ia
directa, porque esa eficac ia, como
se ha visto, ni está prevista en
la Ley 7/ 1990, ni en e l prop io
Ac uerdo Adm inistración-S indica ­
tos para el período 1995- I997 .

SEXTO.-Adem ás de todo lo
anterior, abunda en la idea de que
los incrementos sa lariales previs­
tos en los Ac uerdos para 1996 y
1997 tienen un carácter de orienta­
ción y guía de la futura negocia­
ción colectiva lo siguiente:

a) El propio Ca pí tulo VI de los
Acuerdos añade que, para los años
1996 y 1997, ade más del incre­
mento según la previ sión presu­
puestar ia del IPC, se tendrán en
cuenta otros parámetros (grado de
cumplimie nto de los compromisos
y previsiones sobre los que se hu­
biera basado el increment o retribu­
ti vo del ejercicio anterior, previ­
sión de crecimiento económico,
valo ración del aumento de produc-

tividad , etc .), es decir, es ta mos
ante una serie de var iables que ha­
brán de ser tenidas en cuenta por
las represen tacion es de la Adm i­
nist raci ón y S ind ica tos, pero qu e
por ser todavía desconoc idas, no
permiten cuanti ficar de momento
cuál será en definiti va el incre­
mento para di chos años de 1996
y 1997 . Por tod o e llo , e l mi smo
Capítulo VI qu e es ta mos ex ami­
nand o, titul ado "Inc remento de re­
tribuci ones para 1996 y 1997",
añade e n su apartado 2 qu e " la
aplicación de los incrementos retri­
butiv os será objeto de negociación
ent re Admini stración y Sind ica­
to s" . Es fáci l comprender que si
aún ha de continuar la negociación,
ello no puede significar sino que
no ha llegado tod avía a ningú n
acuerdo definitivo.

b) Má s rotundamente, en la In­
trodu cci ón de los Ac uerdos, e l
apartad o 6 explica que las materias
que han sido objeto de negociación
son: Incremento salarial para 1995
y "Premisas y métodos para nego­
ciar los incrementos salariales en
el período 1995-1 997" .

SÉPTIMO.- Por las razon es
hasta aquí ex puestas, entiendo que
el incremento de retribu ciones
para 1996 y 1997 , previsto en el
Capítulo VI de los Acuerdos cita­
dos, no tiene eficacia directa, ni
puede por tanto reconocerse a los
empleados públicos el derecho a
percibirlo , por lo que en mi pare­
cer, el fa llo de la sentenc ia debi ó
desestimar las pretensiones de la
parte rec urrente.•
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¡¡dm i n~lr.lt;yll': andphltcsophica! pcrspecrlve. 1\"
w ell ;15being multi-discipllnary thc CQUrM" ís als o
mulu-uuticnal. Ir runtains 1\ stroug comparauv c
ck-mem a" ir fOCU Sl,.... un the provlslcn uf soctat
prok't:l¡on rlg hl ;"; (OSSEUfUlJ.t'. Tbnt g tves h"
partictpauts lh l' opportu uíty 10 un ut-r.¡(anÚ tlu- many
r!iITert nllll,pro.acht"'> lO soc ta! '>t't:urily tha t (O-l"ltl\f
with in OUf o ld co nunenr ... aud al Lm.· samr- l ime il
nlluws theru a betu-rundersumdmg of their OWIl
narional eystem. The programme :1.11>(1 includcs the
rn rdu l $ludy ofth e role nf inlem anonal botlit-ssuch
as Ihe European Union.

Iht prog... mme rons.is1s of tive ro mpulsory rourses
aOO two OUI of four optional COOfSl:'S. 1111." pamnpanlS
must also wrile a paper on a topie malnl lOSOI,'ia l
'i('('Urity. TIK- prOJ(r.l.mme is a pml·~radu:ll" degl«"
COUtsc: m,u milYbr compklrd as a fuJl lime option
OY"" one Yt'ilr 01' as a pan -tim("oplion 0Ya' !Wo
yurs. Th.- compWsorycoun.tS deal wilh Europt'an
aOO intemalional socia l wc:urily law, social Sl:"('tl rily
policy aud economks. social .;nvrily adm inistn tion.
111<' ro mparaliw $ludy uf sociill ~rity syst("ms in
[ uropc and Ibe :d lt'miltiw roules lOJ;Orial SKurily.
Thr 0plionaJ courscs eoyer suhjl't'"ls dealing wilh
l:urollt'an inlcgra tion, <;ocial )CCurilYmanag<'mrnl,
wl'lfarl: anfl sodal sc:-rvices, and social M'('Urity
philosophy,

IRI

Thr progmmme is organiscd hy lhe \Jnlvt'rsity of
Leuvt'n in H a nrk rs {BelgiumJ. nI\' IHmici]Janb
("onverge in LeUYCll for ah illtl'nsive la o¡.y~ COUn.<'
in St:plember and then l'<JIlll' bad:. lOI.euven in lhe
lI<'ginnin g of AprUfor anoOwt 10 days.

ror t1K, rcmajning time, tlM: partidpan!s wilJ mate
rxtells iYt'use of ('It'<"tronk ("Ommuni,",,4lkJn sysrcms
¡¡, tbe bcsI social Sl"C\lrity tl:""achrr.. in Eumpe ¡ruidl'
lhc:m thec ugh lhei r spt:'Ci~lIy dtsignnl text books,
The pal'"S alt" also wril1l'n under I!w'disTanl, bUI
inh'TlSivt' ..upervision ofthc uJmJ appro¡,ri,,~ Nlu TS
antl th~ C'ltams are la.ll'fl yia ekdronk rn;oil . Should
you nt'l'd somcJocal su pport. a DCTWOn. of ltX'il!
mnUlO porro;ons ccvcríeg /no-.I I'urop<'an l"OUl]lri~

is thcre la assísr you.

TIus uniqu<' lad1ing approal,:f1,,11o....'S 111<' programm•r­
to combine lhe besrcrvencus worlds. You st udy
~I 0 11("uf lhe mcsr I)resl ig:iuu~ ¡ ud oldt...1 Ilni....cr~j¡ it"';

in Luropc.{he Ilavcur of whkh you arv inYit("d 10
l a~l" during your twu shcrr v¡~ib, YOu wiJIalso 11<'
¡uvolvcd in :l uurque íurc ruaríonat netwcrk 01"u n i­
versnícs, which will put you in conecr wnh teacbers
und fellow Ilan ieillanl,S fmm all ove t Furope. Al
Iht' same tune YOI! un- able 10 SliJY al bome nnd
carry un wi!h your normal family a nd profl'ssional
lifr du ring rh.. largcsr pan o f yo u r sunücs. Wh al
is /IIOn' , you will becemcpan Ofllll' IICWCSI npproach
lo post-graduare crtucatícn. 11 is impunanr lO Slrt~~

lllt" inncvative ap proach of lhh POS! gradua re pro­
gramme. reductng the numbcr of t1\ \'('!illgs ro a
minimum ano taking full advautage of ttK- a!tvallo'"
m~1U 01'lhe informalion :wdcty.

Il¡tvillg mrl th«-i r 100"ll11'(l-ordin~Ior alll h(' pan ici­
pants wi1l~njoy inl"nsivt: introduclury cours.eslhar
shall IX" hrld in leuVC'1I during a IO~days Yisil In

s<'V/cmber. From then onwan.b. lh(' panidpanlS
wil1 be abll"lo study lhe v;uious compulsory and
opliona ll"oorses al home. TIIl"n«e»ary rellding
materials for ('¡IehCOUT'SC wJlI he can.·fuJlyconsoli ­
dalro inlo 11C'O UlpR'h~lbiyl" IUlbook. Eaeh t-UU!Se
will abo be Ih... ~u bjccl uf a w«lIon¡( diSCU$~ion

fonun Yia tieclronic m.li1,in whic'b a11 !.hep.artkipams
m;lyS\lbmit rematb aOO qUe;liollS about the COUrSl:.
Iheír u'al'"her will gtlid~ 1m.' discussion aboul his/hcr
("lJUr.lC and pf\)vide" SUllI.lllary of l!w'most importanl
f('atures of the forum at the ("nd (lf 111<' wl"C"k.
In Ih~ IM'ginlling of April thl' pal'l ieí p¡m~ shllU
(OlIYt'rgt' in u -uven OliO' more. l llis lime Iht')' , hall
d i!>t'u~s sor í:" st"Curi ly i~ut-s in ;jl mu~ mullitli:>d ­
Illillary way and bt: inIToou C(.'(ll o ("()mllar..,iYt
mrthodolllgy. [¡ will also be lht' ot'Ca$ion uf assj~nÍJtg
Ihe topirs for Iht, ]Japers. Ea('b panidpallt wHlIK'
assiglll:d a tulor from outsiot, hislhcr (lWIl country ,md
wl1lolHain gUidllllCt· from his/hrr local eo-urtllnalor.

['he l'Xamlnalion.~ (':In bo,' lakl'll thruughout the whole
dllrntiOIl (lf lhe progr.lmme amI ~t Ult~nts art' al1 0wcd
[\'1'0 allt'mpts al e3eh examination .
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115 wd l as in SOIl'M,' plattS outsid t' F:uropc. [b('
prograro.rnr is organist-d undcr the acaót:mio.. t1im:tion
of Prof.dr. Danny Pit1trs.

nI\' programme is dcs igncd lO providr participanls
from a mono- disciplinary arndt'mie baclt&round
with a mutidisciplinary ¡¡nd in-dcpth unttf-r¡¡andiog
of soci,,1~'('Uri ly. Al suell. t.hts programtll<' b
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insur.lncl' inslillllions : social adtllinistratiolls, sOlial
and ('('onomie poli('y-makI,"TS ele) :Inri who wish \O
d\,tpetl lhdr knowlC'dge of thl' tIIain area of tht'ir
profcssiOll:11 aetivity, lis inll"mational d\;Jr3<1("r and
lis nClWorking elTt'('I, i1l1ow tllt' Ilrogr.lmnle 10ml...:l
Ih ~ growillg !lced lO gel ~ ht' lu:r Yie w of whal t~

golng on in Ihe social S('("urity field an\l~ our
nalional bon.kn>.

ro joi n th ~ Maslcr<; Programme you h:IY\, fO be in
pos.stSSioll 01'an acad~mÍ(" dt'~ reprcs<'nting at
k asl four y~ars of universlly C'dul-,uion . Som('
u POSUIT lOsocial $C('Urily lin a nalional colllC'xll
during your pn:vious srudies would ~ p~f«-ITt'd,

although Ihis is nOl a PI1'fl....luisite. Applka nb must
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~ lerminal wilh intem~H."O nn('('tio n. No ~p<'Cial
rompulC'r mUs are m¡ uiml.
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panidpanls alld admission wlll br ronsid~rcd in
ortkr of applkation.

The luilion f('CS are 1.500 ECU for EU' S1Udt'nb and
1,000 ECU for non-EU·srudent.s. Undl"l' tXcql liOllal
drcumslull<'CS a pania l WaiVl'TOflUilioll fe(' elIn Ix
awarded.

Admlssioll has lO!J,' apl)1il'll fuI'ant.! rllore infomlation
ca n be ob/ai"l"ct from:

Thc Social SClllrily lnscit...te of
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64 ~ "Últimos en reformar las pensio­
nes", Belén Cebrián. "El Peis ", 4 de febrero
de 2001.

La autora recoge el informe "Merril Lynch ", que es un ba­
rómetro que mide los progresos que los países miembros
de la Unión Europea han hecho en la reforma de sus siste­
mas públicos de pensiones y en el que España aparece en
últ imo lugar. Según los datos del citado informe, España
será el país que más gaste en pensiones en el año 2050
-un 17,7 % del PIB, frente al 3,9% que gastará el Reino
Unido-o Para ese año el gasto habrá aumentado en un
88,30%. Ello es debido, según el informe "Merril l.inch" , a
la peculiar situación demográfica española, que presenta el
mayor íncremento en Europa en el nivel de dependencia de
los jubilados. Complementando este artículo figura una "Tri­
buna Libre", firmada por David Taguas, subdirector del Servi­
cio de Estudíos del BBVA, " Las pensiones, unacuestión pen­
diente" en la que sugiere algunas medidas para mantener
equilibrado el gasto de la Seguridad Social. Éstas son: au­
mentar el número de años a computar para el cálculo inicial
de la pensión, hasta llegar al total de la carrera laboral; retra­
sar la edad de jubilación; reducir o eliminar la generosidad re­
lativa de algunos regímenes especiales respecto al general y
propiciar un cambio hacia un sistema mixto de pensiones.

~ "Campaña contra las pensiones",
Felipe Serrano. "El País", 18 de febrero de
2001.

El autor no ve tan claro como otros el sistema de capitali­
zación de pensiones como alternativa al actual y, tras obviar
la posible inconstitucionalidad que se puede derivar de obli­
gar a la población a detraer una parte de su renta para in­
vertirla en un fondo de pensiones, advierte que la rentabili­
dad de los sistemas de capitalización tamb ién depende a
largo plazo de la tasa de crecimiento económico. Señala,
asimismo , que un sistema de pensiones, sea de reparto o
de capitalización, es un mecanismo para transferir la renta
del período desde las clases activas a las clases pasivas. El
problema, por tanto, reside en si disponemos o no de renta
suficiente para ser transferida. Para escapar a este pro­
blema, el autor propone que tanto el sistema de capitaliza­
ción como el de reparto deben abrise a las transferencias
internacionales.

~ "Viabil idad del Sistema Público de
Pensiones", J osé Luis Sánchez V Pedro
Diaz Che vero. "El País ", 20 de febrero de
2001.

Los autores defienden el actual sistema público de pen­
siones frente a los estudios realizados por FEDEA y apun­
tan medidas para que siga siendo solvente y factible, siem­
pre que se siga avanzando en los puntos del Pacto de
Toledo. Según explican, si se siguen estos puntos se puede
asegurar en el año 2050 prestaciones medias de 200.000
pesetas constantes del 2000 (actualmente 79.000) a casi
14 millones de personas (7'6 en este momentol con un es­
fuerzo del 11'3% del PIB (8'65% en 20001 siempre que
este crezca a una tasa media anual del 2'5%.
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Este articulo sería contestado seis días después en este
mismo periódico por José Antonio Herce y Juan F. Jimeno
(FEDEA) bajo el título" La solución sindical al problema de
las pensiones", en el que afirman que lo que proponen y
defienden los responsables sindicales es "en realidad una
reducción de los derechos de pensión de los fut uros pen­
sionistas y su empob recimiento relativo " . Los autores de
FEDEA defienden que hay otras soluciones que pueden
proporcionar mejores resultados.

~ "Algunas puntualizaciones a l de­
bate sobre el futuro de las pensiones",
Guillermo de la Dehesa. "El País", 21 de fe­
brero de 2001.

Para el autor, presidente del Centre For Economic Policy
Research, la viabilidad del actual sistema de reparto se
puede mejorar, aunque nunca asegurar. Por ello propone
una alternat iva mixta, que incluya un sistema público yobl i­
gatorio de reparto. otro obligatorio y público de capitaliza­
ción. más un tercero, voluntario y privado, de capitalización.

~ "Sobre el futuro de las pensiones de
jubilación", Santiago Niño Becerra. "Ex­
pansión", 3 de marzo de 2001.

El autor. tras analizar cómo ha ido cambiando el modelo
de demanda en el que el papel del Estado como dinamiza­
dar de la actividad económica es imprescindible, piensa
que el sistema de pensiones más indicado es el de capitali­
zación. aunque reconoce que no está exento de problemas.
ya que al estar basado en el ahorro personal. las rentas más
altas se verán más favorecidas con pensiones más eleva­
das. Visto que las soluciones al futuro de la pensiones. el
autor propone constitui r un foro de debate permanente en
el que diversas figuras opinen y saquen conclusiones con­
sensuadas para buscar una solución.

~ "El envejecimiento de la población:
un reto para nuestras sociedades", José
María Aznar y Wim Kok. "Expansión ",22 de
marzo de 2001,

El Presidente del Gobierno español y el Primer Ministro
de los Países Bajos defienden en su artículo el objet ivo de
procurar a los mayores seguir aportando su capacidad y ex­
periencia en el mercado laboral, y para ello es importante
arbitrar medidas que favorezcan la prolongación de la vida
laboral de los trabaja dores mayores que así lo deseen.
También defienden las politicas presupuestarias saneadas,
que permitan la constitución de fondos de reserva con la f i­
nalidad de proteger el fut uro de nuestros sistemas de bie­
nestar.

OTROS ARTíCULOS DE INTERÉS

Otros articulas de interés aparecidos en los últimos
cuatro meses en la prensa nacional y recogidos en la
web han sido:

• "Demografía. pensiones e ídeología" , Miguel
Ángel García Díaz . "Expansión" de 7 de febrero de
2001.

• Hiperrealismo total", Jos éA, Herce. "El País" ,
18 de febrero de 2001.

• "Política y Demografía", Jose A, Gríñ án y Luis
Martínez Noval. "El País", 19 de febrero de 2001.

• "Un índice de precios para los pensionistas",
Francisco de Vera. "5 Días", 5 de marzo de 2001.

• " Pensiones, alarma y complacencia", Víctor
Gonzalo. "5 Días" , 15 de marzo de 2001.

• "Las pensiones, un futuro no tan negro", Anto­
nio Guti érrez. " 5 Días", 22 de marzo de 2001.

• "Del pacto sobre la inmigración de las pensio­
nes", Manuel Álvarez. "5 Días", 11 de abril de 2001.

• " Mot ivaciones políticas de las pensiones", Ju­
lián Ariza, "5 Días" , 17 de abril de 2001.

• "Novedad en los fondos internos para pensio­
nes", "5 Días", 26 de abril de 2001

• "Actualización de pensiones", Fernando Fer­
n ández de Trocóniz. "5 Días", 7 de mayo de 2001.

~ " El acuerdo para el desacuerdo",
José María Zufiaur. "5 Días", 10 de abril de
2001.

José María Zufiaur analiza el "Acuerdo para la Mejora y el
Desarrollo de la Protección Social". f irmado el9 de abril en­
tre el Gobierno , empresarios y CCOO. y advierte que su
contenido no supone importantes conquistas. "El reconoci­
miento de la posibilidad de acceder a una jubilación antici­
pada, una de las estrellas de la plataforma sindical, es un
avance al borde del retroceso - dice el autor- muy dismi­
nuido por el hecho de que no es un derecho subjetivo y vo­
luntario. sino sólo reservado a los que pierden el trabajo
contra su voluntad y siempre que sean demandantes de
empleo al menos durante seis meses" . Califica el Acuerdo
de descompensado en términos conceptuales y de futuro.
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~ "Pensiones Políticas". Juan Francisco
Jimeno Serrano. "Expansión ". 18 de abril
de 2001.

El autor se muestra muy critico con el Acuerdo sobre
Pensiones f irmado por el Gobierno y los agentes sociales.
"Las mot ivaciones políticas del acuerdo sobre pens iones
parecen evidentes. Tras su fracaso a la hora de conseguir
un pacto sobre la reforma laboral, el Gobierno necesitaba
lograr un acuerdo rápido con los sindicatos. CCOO ha co­
brado esta urgencia con un acuerdo en el que se contienen
reivindicaciones sindicales tradicionales como el aumento

de las pensiones más bajas " . Más adelante el autor señala
que" en un alarde de oportunismo politico, la CEOE se ha
sumado a un acuerdo que va en contra de lo que ha defen­
dido en el pasado" . También reflexiona duramente el autor
al recordar que" resulta sorprende nte que no exista nin­
guna estimación of icial de la deuda, ni que se haya calcu­
lado el efecto de las nuevas medidas sobre la misma" . Y
hace una advertencia sobre el Acuerdo de Pensiones, que
va claramente en contra del equilibrio financiero de la Se­
gur idad Social a largo plazo, por lo que "los que actua l­
mente estamos en edad laboral te ndremos que ahorrar
más, recibir pensiones más bajas de lo que esperábamos y
pagar cotizaciones sociales más elevadas" .•

"FORO DE SEGURIDAD SOCIAL" I

uno revisto abierto o todos
66 Hace poco más de un año que

apareció "Foro de Seguridad
Social", editada por la

Asociación Profesional del Cuerpo
Superior de Técnicos de la
Administración de la Seguridad
Social, con el fin de participar en el
esencial y amplio debate que, sobre
el futuro de la Seguridad Social se
ha abierto no sólo en España, sino
en todos los paises de la Unión
Europea. En el editorial de aquel
primer número se dejaban claros
cuáles eran los objetivos de esta
publicación: "la revista "Foro de
Seguridad Social" se propone
aportar a ese debate apoyos para
remediar los defectos del actual
sistema de protección social. La
Asociac ión Profesional del Cuerpo
Superior de Técnicos de la
Administración de la Seguridad
Social compromete con esta
iniciativa la incorporación al debate
de los especialistas y, muy en
particu lar, la de quienes conocen
con detalle sus problemas
organizativos y operativos y sus
soluciones alternativas, incluida la
de conexión eficaz entre la
Administración pública gestora y
sus colaboradoras privadas" .

Ahora, quince meses después,
"Foro de Seguridad Social" quiere
renovar esos propósitos, pero
quiere, también, recordar que no es
una revista simplemente asociativa,
preocupada exclusivamente por las
cuestiones corporativas, sino que es
una revista abierta a todos, que
tiene vocación de contar en sus
análisis y debates con la
colaboración y la participación de
todos aquellos que, perteneciendo
a otros cuerpos y estamentos de la
Administración, tengan algo que
aportar al debate sobre los retos
que la protección social tiene en los
inicios del siglo XXI.

Como dijo el catedrático Luis
Enrique de la Villa en su
presentación, "ésta es la única
revista que, como tal, se publica en
España y me parece un rotundo
acierto su estructura : Análisis,
Debate e Información, porque si hay
algo incompatible con la Seguridad
Social es el dogma o la verdad
absoluta" .

Pero "Foro de Seguridad Social" no
está sólo abierta a la participación
sino que también lo está en su

distribución. El gran reto de los
miembros del Consejo de la Revista
al fundarla fue crear un órgano de
expresión que no exist ia y cuyo
contenido trascendiera a un ámbito
más amplio que el de los
especialistas en la gestión de la
Seguridad Social. ASi, sus 3.000
ejemplares de t irada están llegando
a las más altas instancias de la
Nación desde la Presidencia del
Gobierno, Parlamento, Senado,
Defensor del Pueblo, Tribunal
de Cuentas, Ministerios,
Adm inistración de Justicia (incluidos
Tribunal Constitucional, Consejo del
Poder Judicial, Tribunal Supremo,
Audiencia Nacional, Audiencias
Provinciales, Juzgados de lo Social,
etc.), Organismos Nacionales
(CES, Inst ituto de Estudios
Const itucionales, Graduados
Sociales, Mutualidades, Colegios
Profesionales, etc.l, hasta
organismos internacionales y el
ámbito de la Universidad . Todo un
esfuerzo para colaborar en un
debate, como es el futuro de
nuestro Estado del Bienestar, del
que una Asociac ión como TASS
no podia permanecer ajena.
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AGENDA

LIBROS

"CAMBIOS EN EL
ESTADO DEL
BIENESTAR

Autores: Varios
Coordinado r, José
Ade lantado

Edita: IcariaAntrazyt

Un conjunto de
especialistas en sociologia,
vinculados al Seminario de
Análisis de Políticas
Sociales de la Universidad
Autónoma de Barcelona,
coordinados por José
Adelantado, analiza en este
libro los distintos
sedimentos ideológicos por
los que ha atravesado el
Estado del Bienestar: el
socialdemócrata, que
supone la gratuidad

universal para la sanidad; el
carporativo-conservador,
que despliega los niveles
contributivos de pensiones
o prestaciones por
desempleo, y el asistencial­
liberal, que recurre a
prestaciones no
contributivas, rentas
mínimas de inserción o
desregulación laboral
creciente. que es, en
opinión de los autores, el
que se está afianzando en
la actualidad. Según la tesis
del libro, el Gobierno del PP
está desmontando de
manera subrepticia los
resortes del Estado del
Bienestar que postulan los
principios de gratuidad
universal en la sanidad y
educación, mientras que el
Estado protege cadavez a
menos gente y ello lleva a
la esencia de la cuestión:
cada vez se eliminan más
empleos permanentes, lo
que produce la dualidad
entre los que tienen
empleo fijo y los que no lo
tienen. El libro examina
también los cambios en el
estado del Bienestar y sus
efectos sobre las
desigualdades en la
sociedad española entre
1980 y 2000. En el prólogo
el profesor Gregario
Rodriguez Cabrero
advierte que el mérito de
este libro consiste en

relacionar la estructura de
desigualdad con la política
de bienestar y la naturaleza
del estado asistencial de
cada pais.

"LA JUBILACiÓN
CONTRIBUTIVA EN
EL RÉGIMEN
GENERAL DE LA
SEGURIDAD
SOCIAL"

Auto res: Barrios Baudor y
Semp ere Navarro

Edita: Aranzadi

Los autores analizan cómo
los trabajadores de edades
más avanzadas son los
más afectados por los
ajustes de plantilla. debido

a su dif icultad para
reinsertarse en el mercado
labora l y cómo desde los
poderes públicos se están
incorporandonuevos
instrumentos juridicos
tendentes a intentar su
contratación o flexibilizar
la edad de acceso a la
jubilación con el fin de no
poner en riesgo la
estabilidad financiera del
Sistema de Seguridad
Social.

EL S:sw.v.OE l'I;'<SlONES.
Olto\ R.~O","V. $/.'1 nN

',.-.

"EL SISTEMA
DE PENSIONES,
UNA REFORMA
SIN FIN"

Autores : Varios
Dirección, Maximin o
Garcia Carpio.
Coordinación, José Luis
Peinado Pérez
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Edita : Pricewaterh ouse también analiza las "CONFERENCIA DE
Coopers pensiones extraordinar ias LAAISS PARA

Estudio colectivo que
originadas por actos de REGíMENES DE
terrorismo y los serv icios

analiza los cumplimientos e sociales complementarios
SEGURIDAD SOCIAL

incumplimientos del Pacto de las prestac iones, así
DE PE~UEÑOS

de Toledo y evalúa la como la llamada
PAíSES"

repercusión que han tenido extern alización o Fecha: 31 de octubre a 2las reformas que se han ido
adoptando para asegurar el

exteriorización de las de noviembre.

futuro de las pensiones.
pensiones, medida de
garantía que afecta ya a Lugar de celebración:

nume rosos trabajadores y Nassau.

empresas. En sus dist intos
Información: www.

capítulos la obra desarrolla
temas relativos a las

issa.int/span/new .htm

~~~~e
normas comunes reconocim iento en una

aplicables a las pensiones, cuantía inferior a la que
"MASTER ENLAS PENSIONES así como las corresponde al benef iciario:

DEfNVAl.lDfZ, FINANCIACiÓN DEJUBILACIÓN y MUERTE particularidades de las falta de afiliación o de alta,
y SUPERV IVENCIA pensiones de los bajas cotizaciones, etc . La LA PROTECCiÓN

68 EN El SISTEMA- OE LA SEGUR IDAD SOCiAl. regímenes especiales y los primera parte del libro está SOCIAL"
ESPAÑOLA referidos al Seguro dedicada a explicar la
~""'IOn"" 'n..'...~ Obligatorio de Vejez e resolución del cálculo de Fecha: Los estudios duran

Invalidez ISOVI), las pensiones, subsidios e un año y son a t iempo

pens iones asistenciales y indemnizaciones a tanto com pleto, de septiembre

subsidios de la L1 SM I. Por alzado. Se compl eta con un a julio, comenzando en

[Ii~__ último, la obra cuent a con capitu lo dedicado a explicar sept iembre de 2001.

unos capítulos adicionales las medidas que Lugar de impartición: La
en los que se recogen la periódicamente adopta la Universidad de Maastricht
revalorización de las Seguridad Social para (Holanda). Es bilingüe:

"LAS PENSIONES EN pensiones, las revalorizar las pensiones y inglés y holandés, que
EL SISTEMA DE LA asignaciones familiares por otro dedicado a la serán los idiomas del curso.
SEGURIDAD SOCIAL hijo a cargo del pensionista capitalización. Finalmente,

ESPAÑOLA" y los Servicios Sociales se acompaña un anexo Más inform ación: Mieke

complementarios . legislativo y un CO-ROM. Orossaert . Faculty of

Edita: Boletín Oficial Economics and Busines

del Estado
"CÓMO CALCULAR

Administration. Universitiet
Maastricht P.O. Box 616,

Se trata de un texto en el LAS PENSIONES DE 6200 MO Maastricht.
que se recoge la LA SEGURIDAD Países Bajos
refundición legislativa de
toda la normat iva refe rente SOCIAL 2001" Fax: (31 431 3884864

a las pensiones, así como
Autor: Miguel Ferrer

"ASAMBLEA Web.: www. unimaas.nl

los criterios conte mplados GENERAL AISS"
en la Constitución Española

López

de 1978. Además de Edita : Deusto
Fecha: 9 a 15 de "LA REFORMA DE

examinar todas las
septiembre de 2001.

LOS SISTEMAS DE
pensiones públicas: El libro cont iene 110 Lugar de celebración: SEGURIDAD
invalidez, jubilación, muerte supuestos práct icos sobre Estocotmo. SOCIAL"
y supervivencia, así como problemas que pueden
las de natu raleza generar la denegación de Información: www. Fecha: 16 al 20 de lulio
asistencial, este texto una prestación o su issa.int/span/new.htm de 2001.



Tema: " Demograf ia
y Protección Social" .

C/Velázquez, 1051 'planta.
28006 MADRID.
TIno.: 91 561 17 47.
Fax.: 91 91 564 56 33.

Dotación económica:
Cinco millones de pesetas.

Plazo de entrega: Antes del
31 de diciembre de 2001 .
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"PREMIOS CONSEJO
ECONÓMICO Y
SOCIAL PARA TESIS
DOCTORALES"

Información: Consejo
Económico y Social.
Calle Huertas, 73.
28014 Madrid.
TIno .: 91 429 00 18.
Fax: 91 429 41 54.
www.ces.es

Tema: Relacionadoscon las
materias socioeconómicas
y laborales que son
competencia del Consejo
Económico y Social (CES).

Dotación económica: Se
concederán tres premios
dotado cada uno con
500.000 pesetas.

Plazo de entrega: La
presentación de originales
f inalizará el 31 de octubre
de 2001.

CONSEJO
ECONOMICO
y SOCIAL

"PREMIO DE
INVESTIGACiÓN
DEL CONSEJO
ECONÓMICO Y
SOCIAL"

Información: Consejo
Económi co y Social. Calle
Huertas. 73. 28014 Madrid.
TIno.: 91 429 00 18.
Fax: 91 429 41 54

CES
~~~

PREMIOS

Tema: Todos los
relacionados con " Empleo
y Seguridad Social. La
incidencia del desem pleo,
el empleo informal y las
nuevas formas de empleo
en la cobertura y
f inanciación de los
sistemas de protección
social".

Plazo de entrega: Hasta el
31 de julio de 2001.

Dotación económica:
Cinco mil dólares USA, y no
podrá ser dividido. Podrá
haber uno o más accésits
de mil dólares USA.

"PREMIO OISS A LA
INVESTIGACiÓN
Y DIFUSiÓN"

Información: Organización
Iberoamer icana de
Seguridad Social.

Dirección: Ana de Vicente.
Patrocina la Secretaria de
Estado de la Seguridad
Social. Ministerio de
Trabajo y Asuntos
Sociales.

Plazo de solicitud:
A partir del 25 de abril.
Isaac Peral, 23.
28040 Madrid.
Fax: 91 5430897.
Tfno.: 91 592 06 31 / 33.

Lugar de impartición:
Universidad Internacional
Mené ndez Pelayo.
Palacio de la Magdalena.
Santander.

oo~oo~ DE SEGUR IDAD SOC iAl
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RESUMENES

EN ESTA PÁGINA SE RECOGEN lOS RESÚMENES DElOS ARTíCULOS
PUBLICADOS EN El N' 3 DENUESTRA REVISTA
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Bernardo Gonzalo González

LA PROTECCiÓN SOCIAL:
PERSPECTIVA HISTÓRICA CRíTICA

Foro SS n." 3 (feb. 2001), pp. 4-8

El procesoevolutivode laSeguridad Social haatravesado tres eda­
des, cuyo primer elemento diferenciador es el colectivo de personas
protegidas. La primera fase, de protección asistencialista. descansa
en manos del Estado. a travésde labeneficenciapúblicao asistencia
social, infl uida por la Revolución Francesa y modificada, posterior­
mente, por la Revolución Industrial, la ideología liberal y el Movi­
miento Obrero del siglo XIX. En este período, el Estado interv iene en
un fin privado para salvar las dificultades de su realización. La se·
gunda fase supone un intervencionismo estata l más acusado, impo­
niendo la obligatoriedad del aseguram iento , aunque su actividad se li­
mita a la pura acción legis lat iva y subvencion adora. Por último, el
sistem a actual proviene de una slntesls de los modelos asistencia­
lista y contributivis ta surgidos después de la Segunda Guerra Mun­
dial. en el que la protección socia l descansa en el universa lismo de
las presta ciones y en su aceptación como f in propio del Estado. Ac·
tualmente, este sistema está siendo refo rmado como consecuencia
de la globalización económ ica y de las crisis demográf ica y del em­
pleo, que han deten ido su crecimie nto . Estas tres fases evolut ivas se
han sucedido también en España, con algunas variaciones en conte­
nido y plazos de ejecución.

José Maria Alonso Seco

COMUNIDADES AUTÓNOMAS EINMIGRACiÓN:
PROTECCiÓN SOCIAL EINMIGRACiÓN (V 11)

Foro SS nO. 3 (feb. 2001), pp. 16-24

se presentan argumentos favorables a la actuación de las Comunida­
des Autónomas en materia de inmigración, centrando el concepto de in­
migrante en el de extranjero que acude a los paises occidentales en
busca de trabajo y mayor bienestar social. Las competencias estatales
sobre inmigración no excluyen a las autonomías ni a las corporaciones lo­
cales, porque el ámbito de actuación sobre los inmigrantes incluye el
campo social, en el que ambos entes territoriales tienen competencias
asumidas. La actuación de cada Comunidad Autónoma dependerá del
número de inmigrantes existentes, de sus necesidades y del nivel de
competencias transferidas. En concreto, la Comunidad de Madrid ela­
boró un Plan de Actuación sobre los Inmigrantes, en el año 2000, cuyos
programas y subprogramas son descritos someramente. Las conclusio­
nes recogen la necesidad de la actuación conjunta de las tres Adminis­
traciones, estatal, autonómica y local, para lograr la aplicación de los de·
rechos reconocidos a los inmigrantes y conseguir la integración social de
este colectivo que hace necesario el replanteamiento de las políticas so­
ciales de las Comunidades Autónomas.

Pedro Gete Castrillo

COMPATIBILIDAD EN LAPENSION POR VIUDEDAD
EN NUESTRO SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL: APUN­

TES PARA UN DEBATE NECESARIO

Foro SS n."3 (feb. 2001), pp. 9-15

Se presentan argumentos a favor de una necesar ia reforma en las
pens iones de viudedad, con el objetivo de adaptar éstas a la realidad
de nuestra sociedad y al esplritu que la Const itución establece para
la Seguridad Social. La com patibilidad de la pensión de viudedad, en
un mismo benef iciario, con otras pens iones o rentas del trabajo, es
el prime ro de estos argume ntos porque oto rga trato de favor a los/las
viudo s/as fre nte al resto de pensionistas. Unido a él. se encuentra el
desfase de la normativa, escasamente reformada, que regula esta
pensión, a pesar de que no cumple con la lógica racional que debe te­
ner una pres tación y crea situaciones de sobrepro tección y de infra­
protección. En la actualidad, la pensión de viudedad no responde al
fundamento básico de proteger a la viuda y los hijos cuando el ca­
beza de fam ilia ha desaparecido; de hecho, se han eliminado los re­
quisi tos de total depe ndencia necesarios para poder acceder a la
pens ión, desnaturalizándola hasta hacer de esta prestación un " pre­
mio matrimon ial" .

PRIMERAS JORNADAS TÉCNICAS
DE LASEGURIDAD SOCIAL

Foro SS n' 3 (feb. 2001), pp. 33-61

Resumen de las intervencion es que tuvieron lugar en las Jornadas
Técnicas organizadas por la Tesorería General de la Seguridad Social
y la Asociación del Cuerpo Superior de Técnicos de la Seguridad So­
cial (TASSl. Los ponentes abordaron cuestiones com o la autonomía
y la gestión de la Seguridad Socia l desde diferentes aspec tos , te­
niendo com o telón de fondo las recomendaciones del Pacto de To­
ledo. Las concl usiones presentadas tienen el dob le objetivo de reco­
ger, por una parte , las principales ideas aportadas y de contribuir, por
otra, al diálogo polít ico para la mejora en la organización y gest ión de
la Seguridad Social. Se centran en cinco puntos que son la autonornla
de gestión y organización, la adecuación normat iva, la participación
social, la Escuela Superior de Seguridad Social y el cumplimiento de
la recomenda ción sépt ima del Pacto de Toledo.
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Seguros para
todos los gustos

Pensando que no hay dos personas iguales,
Winterthur le ofrece una amplia gama de seguros para todos los gustos.

En ella encontrará lo que necesita para su seguridad y la de los suyos.
A su gusto.
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